
C.A. de Concepci nó
Concepci n, trece de enero de dos mil veintiuno.ó

Vistos:
1)  Compareci  en estos autos Rol de Protecci n  ó ó N  17.150-º

2020, el abogado Francisco Alonso Astorga C rcamo,  á domiciliado 
en calle Chacabuco N  333, departamento 1313, de esta ciudad, en°  
representaci n  de  ó Francisco  Javier  Sandoval  Ojeda,  Claudia 
Marlene  Arriagada  Parra,  Leonardo  Ariel  Jara  Jara,  Digna 
Guillermina  Miranda  San  Mart n,  í quien lo  hace por  s  y  comoí  
presidenta  de  la  Uni n  Comunal  de  Juntas  de  Vecinos  deó  
Concepci nó ; tambi n lo hace en favor de la é Junta de Vecinos N  12°  
Mejoreros  de  Penco  y de  Mar a  Jos  Concha  Sandoval.  í é En  su 
presentaci n dicho letrado individualiza debidamente a cada una de lasó  
personas  naturales  y  jur dicas  por  las  que  comparece,  se alando,í ñ  
adem s, que interpone recurso de protecci n contra la  á ó Corporaci nó  
Nacional  Forestal  (en adelante Conaf), domiciliada en Paseo Bulnes 
N  285, de Santiago, representada legalmente por Omar Agust n Arayaº í  
Concha y contra  Forestal  Celco  S.A.,  (en  adelante  La Forestal  o 
Celco, tambi n Bosques Arauco), domiciliada en Agustinas 1070, pisoé  
6,  Santiago, representada legalmente por Rigoberto Rojo Guerra, o 
quien lo subrogue en el cargo.

Dice  que  la  presente  acci n  persigue  obtener  la  protecci nó ó  
urgente de los derechos y garant as constitucionales de los habitantesí  
de la comuna de Concepci n y Penco, como tambi n de la regi n deló é ó  
Biob o,  al  ser  ellos  quienes  conviven  a  diario  con  los  proyectosí  
forestales que eluden su ingreso al Sistema de Evaluaci n de Impactoó  
Ambiental,  obteniendo  planes  de  manejo  sin  dicha  evaluaci n,ó  
infringiendo la legalidad ambiental vigente.

En cuanto a la legitimaci nó  activa de los  recurrentes, se ala loñ  
siguiente: 

a) Que las juntas de vecinos son organizaciones comunitarias de 
car cter territorial representativas de las personas que residen en unaá  
misma unidad vecinal y cuyo objeto es promover el desarrollo de la 
comunidad,  defender  los  intereses  y  velar  por  los  derechos  de  los 
vecinos  y  colaborar  con  las  autoridades  del  Estado  y  de  las 
municipalidades.  A  su  vez,  las  Uniones  Comunales  de  Juntas  de 
Vecinos son organizaciones cuyo objeto es la integraci n y el desarrolloó  
de sus organizaciones afiliadas, las juntas de vecinos y la realizaci n deó  
actividades educativas y de capacitaci n de los vecinos.  ó Asimismo, si 
son requeridas, asumen la defensa de los intereses de dichas juntas en 
las esferas gubernamentales, legislativas y municipales.

En ese sentido, frente a las graves ilegalidades y arbitrariedades 
que se denuncian en el presente recurso, la Uni n Comunal de Juntasó  
de  Vecinos  de  Concepci n  se  obliga  a  resguardar  y  defender  losó  
intereses  y  derechos  de  las  juntas  de  vecinos  de  esta  ciudad y  sus 
respectivos integrantes, los que se ven vulnerados por la gran cantidad 
de  proyectos  forestales  aleda os,  e  incluso  dentro,  a  la  Reservañ  
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Nacional Nongu n, desarrollados sin la debida evaluaci n ambientalé ó  
que exige la legislaci n,  ya que dichosó  proyectos forestales generan 
una gran afectaci nó  al medio ambiente, al  agua  y  suelos  de  la 
Reserva, priv ndole de los servicios ecosist micos a los habitantes de laá é  
comuna de Concepci n y de la intercomuna. Tambi n, sostiene, hayó é  
afectaci n por la falta de transparencia de CONAF en relaci n a losó ó  
catastros y registros de planes de manejo. En consecuencia, tanto el 
actuar  ilegal  de  las  forestales  de  no  evaluar  su  impacto  ambiental, 
como  de  CONAF,  al  otorgar  planes  de  manejo  sin  la  respectiva 
evaluaci n ambiental, son actos que amenazan y vulneran los derechosó  
a vivir en un medio ambiente libre de contaminaci nó  y de igualdad 
ante la ley de la Junta de Vecinos N 12,°  Mejoreros de Penco.

Dice ser de p blico conocimiento que la comuna de Penco seú  
alimenta del agua del Estero Nongu n, por ello, todos los impactos queé  
se generan en la cuenca hidrogr fica de la Reserva Nongu n por elá é  
actuar ileg timo de las recurridas, repercuten directamente, tanto en laí  
citada  Junta  Vecinal  N  12,  como  en  la  comunidad  de  Penco,°  
vulner ndose con ello el derecho de sus vecinos a vivir en un medioá  
ambiente libre de contaminaci n y de trato igualitario ante la ley;ó

b) En  relaci n  con  la  comparecencia  de  Francisco  Javieró  
Sandoval Ojeda, l es vecino de Concepci n y Consejero Regionalé ó  del 
Biob o, por lo que su acceso a los servicios ecosist micos de la Reservaí é  
Nacional Nongu n y del Estero Nongu n son claves como vecino deé é  
Concepci n  y  como  autoridad  regional,  siendo  vital  resguardar  laó  
seguridad y calidad del abastecimiento de agua para las comunas de 
Penco y Concepci n, en circunstancias que los elementos biodiversidad,ó  
servicios ecosist micos y el agua potable para las comunas de Penco yé  
Concepci n,  son  afectados  por  la  omisi n  arbitraria  e  ilegal  de  laó ó  
forestal recurrida, al no cumplir la ley y no evaluarse ambientalmente;

c) Respecto de Claudia Marlene Arriagada Parra, ella es vecina 
y dirigenta socioambiental de Concepci n, al integrar el Movimientoó  
de  Defensa  por  el  acceso  al  Agua,  la  Tierra  y  la  Protecci n  deló  
Medioambiente (MODATIMA), siendo vital para ella la seguridad de 
acceso  a  los  servicios  ecosist micos  de  la  Reserva  Nongu n,  laé é  
conservaci n de la biodiversidad presente en el territorio y la seguridadó  
en el acceso y calidad del agua potable, por lo que la actuaci n de lasó  
recurridas la privan, perturban y vulneran el efectivo ejercicio de sus 
derechos  constitucionales  a  vivir  en  un  medio  ambiente  libre  de 
contaminaci n y de igualdad ante laó  ley;

d)  Sobre  Mar a  Jos  Concha  Sandoval,  al  ser  vecina  deí é  
Concepci n y del sector del Valle Nongu n, para ella la conservaci nó é ó  
de la biodiversidad de la Reserva y la posibilidad de acceder a sus 
servicios ecosist micos, son elementos que contribuyen a una vida deé  
calidad y que influyen directamente en el  desarrollo de la vida, en 
todos sus mbitos, en el sector de Nongu n;á é

e)  Por  ltimo,  la  Junta  Vecinal  Nuevo Amanecer,  la  Unidadú  
Vecinal N  6 de Chiguayante, al igual que el resto de Juntas Vecinales,°  
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son organizaciones comunitarias de car cter territorial representativasá  
de las personas que residen en ellas, y que promueven el desarrollo de 
la comunidad, defendiendo y velando por los derechos e intereses de 
sus vecinos. En ese sentido, Chiguayante es una de las comunas que 
alberga  a  la  Reserva  Nongu n  y  al  estar  esas  unidades  en  lasé  
inmediaciones  de  la  Reserva  tienen  un  genuino  inter s  en  que  seé  
proteja la biodiversidad y servicios ecosist micos que ella brinda.é

As ,  las  personas  y  organizaciones  se aladas  est n  legitimadosí ñ á  
para ejercer la presente acci n constitucional de protecci n, al ser losó ó  
agraviados  en  los  derechos  de  los  cuales  son  titulares  y  que  la 
Constituci n ampara por esta v a, pudiendo cualquier persona, en suó í  
nombre o representaci n, estar habilitado para interponerla en favoró  
del derecho afectado.

En  apoyo  a  su  discurso,  agrega  la  opini n  de  los  profesoresó  
Navarro  y  Z iga,  quienes  coinciden  en  decir  que  el  recurso  deúñ  
protecci n, seg n la doctrina y jurisprudencia mayoritaria, no es unaó ú  
acci n popular al  ó exigir un inter s directo, porque el afectado debeé  
sufrir un menoscabo en el leg timo ejercicio de un derecho tutelado.í  
As  el  í accionante debe estar  determinado,  situaci n que ocurre en eló  
presente caso y debe tener  inter s directo e inmediato en el asuntoé  
planteado, al ser claro que lo pretendido es el respeto de los derechos 
fundamentales de igualdad ante la ley y de vivir en un medio ambiente 
libre de contaminaci n, de los cuales los recurrentes son titulares; sinó  
embargo,  ellos se encuentran afectados en su leg timo ejercicio porí  
actos  u  omisiones  ilegales  o  arbitrarias  de  las  recurridas,  siendo  la 
presente  acci n  la  nica  v a  para  obtener  su  resguardo.  Enó ú í  
consecuencia,  los  actores  son legitimados  activos  para  impetrar  esta 
acci n constitucional de protecci n de garant asó ó í  fundamentales. 

Respecto a la legitimaci n pasiva, se ala que Conaf y Celco, sonó ñ  
responsables de las acciones reclamadas, la primera por la omisi n deó  
exigir  la  respectiva  evaluaci n  ambiental  a  los  proponentes  deó  
proyectos forestales cercanos a un rea protegida como lo es la Reservaá  
Nacional  Nongu n;  la  segunda,  por  realizar  proyectos  forestalesé  
cercanos a un rea protegida sin la debida evaluaci n ambiental queá ó  
exige la ley.

Sobre el plazo de interposici n del presente recurso, sostiene queó  
la privaci n, perturbaci n o amenaza de los derechos que se se alanó ó ñ  
como conculcados se contin a verificando a la fecha, por ello, ante laú  
persistencia del supuesto de ilegalidad, sin que se hubiere verificado 
alg n acto positivo que hubiera encuadrado el actuar de los recurridosú  
al  pleno cumplimiento  de  la  normativa  ambiental,  los  supuestos  de 
hecho  para  la  procedencia  de  esta  acci n  de  protecci n  son  deó ó  
verificaci n  permanente,  subsistiendo  en  la  actualidad,  siendo  estaó  
Corte competente para su conocimiento y resoluci n, por tratarse deó  
actos cometidos dentro de su territorio jurisdiccional. 

En relaci n con los hechos contenidos en el arbitrio, y luego deó  
hacer una relaci n hist rico normativa de la actividad forestal nacional,ó ó  
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se ala que con la creaci n de Conaf, mediante el D. L. N  701 deñ ó °  
1974, se inicia una nueva etapa de desarrollo forestal, dicho cuerpo 
fundacional  fue  reformado  por  el  D.  L.  N  2.565  de  1979  y,º  
posteriormente, por la ley N  19.561 de 1998, siendo relevante que,º  
aparte de incentivar y fomentar el desarrollo de la actividad forestal, se 
haya establecido la obligaci n de los propietarios de contar con un planó  
de  manejo  aprobado  por  la  Conaf,  cuando  se  desee  intervenir  un 
bosque natural o una plantaciones forestales; al efecto, el D.S. N  259,º  
defini  las normas especiales de los planes de manejo de bosque nativo,ó  
en cuanto a los tipos de cortas seg n rango de pendiente, diferentesú  
especies  forestales  y  t cnicas  silviculturales  de intervenci n;  por otroé ó  
lado, el Reglamento General de la actividad, contenido en el D.S. 265 
de  2000,  tiene  entre  otros  objetivos,  verificar  el  cumplimiento  de 
requisitos para optar al pago de bonificaciones por las actividades de 
poda y raleo efectuadas por peque os propietarios forestales.ñ

Agrega que en 1994 se promulg  la ley N  19.300, de Basesó °  
Generales del Medio Ambiente, con el objetivo de asegurar el derecho 
constitucional  a  vivir  en  un  ambiente  libre  de  contaminaci n,ó  
estableciendo  un  marco  jur dico  al  cual  debe  sujetarse  la  actividadí  
productiva de los sectores p blico y privado. Este cuerpo legal obligaú  
que  todo  proyecto  susceptible  de  causar  impacto  ambiental,  deba 
someterse al sistema de evaluaci n de impacto ambiental,ó  (en adelante 
SEIA). A ade que el art culo 10 de la citada ley regula la evaluaci nñ í ó  
ambiental  de  la  actividad  forestal  y  establece:  Los  proyectos  o“  
actividades susceptibles de causar impacto ambiental, en cualesquiera  
de  sus  fases,  que  deber n  someterse  al  sistema  de  evaluaci n  deá ó  
impacto ambiental,  son los siguientes:  m)  Proyectos  de  desarrollo o 
explotaci n forestaló  en suelos fr giles, en terrenos cubiertos de bosqueá  
nativo,  industrias  de  celulosa,  pasta  de  papel  y  papel,  plantas  
astilladoras,  elaboradoras  de  madera  y  aserraderos,  todos  de  
dimensiones industriales; (...)”. A su vez, el  art culo 3  del D. S. 40í º , 
Reglamento del SEIA establece: “Tipos de proyectos o actividades. Los  
proyectos o actividades susceptibles de causar impacto ambiental, en  
cualesquiera  de  sus  fases,  que  deber n  someterse  al  Sistema  deá  
Evaluaci n de Impacto Ambiental, son los siguientes: m) Proyectos deó  
desarrollo  o  explotaci n  forestalesó  en  suelos  fr giles,  en  terrenosá  
cubiertos de bosque nativo,  industrias de celulosa, pasta de papel y  
papel, plantas astilladoras, elaboradoras de madera y aserraderos, todos  
de dimensiones industriales. 

Se entender  por proyectos de desarrollo o explotaci n forestalá ó  
aquellos  que,  a  trav s  de  cosecha  final  en  plantaciones  forestalesé  
ubicadas en suelos fr giles o corta de regeneraci n por tala rasa ená ó  
bosques nativos, pretenden la obtenci n de productos maderables deló  
bosque, su extracci n, transporte y dep sito en los centros de acopio oó ó  
de  transformaci n,  como,  asimismo,  la  transformaci n  de  talesó ó  
productos en el predio.
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Se entender  que los proyectos se alados en los incisos anterioresá ñ  
son de dimensiones industriales cuando se trate de: m1) Proyectos de  
desarrollo o explotaci n forestal que abarquen una superficie nica oó ú  
continua de corta de cosecha final o corta de regeneraci n por talaó  
rasa de m s de veinte hect reas anuales (20 ha/a o), trat ndose de lasá á ñ á  
Regiones  de  Arica  y  Parinacota  a  la  Regi n  de  Coquimbo,  deó  
doscientas hect reas anuales (200 ha/a o), trat ndose de las Regionesá ñ á  
de Valpara so y la Regi n Metropolitana de Santiago, de quinientasí ó  
hect reas  anuales  (500  ha/a o),  trat ndose  de  las  Regiones  delá ñ á  
Libertador General Bernardo O'Higgins a la Regi n de Ays n, o deó é  
mil  hect reas  anuales  (1.000  ha/a o),  trat ndose  de  la  Regi n  deá ñ á ó  
Magallanes y Ant rtica Chilena, y que se ejecutená  en: m.1.1) Suelos 
fr giles, entendi ndose por tales aquellos susceptibles de sufrir erosi ná é ó  
severa debido a factores limitantes intr nsecos, tales como pendiente,í  
textura, estructura, profundidad, drenaje, pedregosidad u otros, seg nú  
las variables y los criterios de decisi n se alados en el art culo 22 deló ñ í  
Decreto Supremo N  193, de 1998, del Ministerio de Agricultura o;º  
m.1.2) Terrenos cubiertos de bosque nativo, entendi ndose por talesé  
aquellos terrenos con presencia de bosque nativo, definidos de acuerdo  
a la Ley N  20.283, sobre Recuperaci n del Bosque Nativo y Fomento° ó  
Forestal. 

Se entender  por superficie nica o continua la cantidad total deá ú  
hect reas  de  bosques  continuos  en  que  se  ejecute  el  proyecto  deá  
desarrollo o explotaci n forestal.ó ”

Sostiene que, seg n las disposiciones transcritas, ú es claro que los 
proyectos forestales, independiente de su extensi n, deben ingresar aó  
evaluaci n ambiental al encontrarse en o en las inmediaciones de unó  

rea Protegida.Á
Se refiere  tambi n a  la  ley  N  19.561 dictada en 1998,  queé °  

modific  el  D.L.  N  701,  que  incentiva  la  forestaci n  de  peque osó º ó ñ  
propietarios  y  de  suelos  fr giles  y  degradados  y  las  pr cticas  deá á  
recuperaci n de suelos, modificaci n legal que incorpor  dos tipos deó ó ó  
incentivos:  a) Bonificaci n  a  peque os  propietarios  para  realizaró ñ  
actividades de forestaci n y manejo de bosques plantados en suelos deó  
aptitud  preferentemente  forestal;  b) Bonificaci n  para  realizaró  
actividades de forestaci n, recuperaci n de suelos y/o estabilizaci n deó ó ó  
dunas en suelos fr giles, adis o en proceso de desertificaci n, en suelosá ñ ó  
degradados, o en suelos degradados con pendientes superiores al 100%; 
dice  que  esta  normativa  cuenta  con  cuatro  reglamentos  que 
complementan  sus  contenidos,  son:  el  D.  S.  N  193  de  1998,  delº  
Ministerio de Agricultura, Reglamento General del D. L. N  701 deº  
1974; D. S. N  192 de 1998, del Ministerio de Agricultura, Reglamentoº  
para el Pago de Bonificaciones Forestales; D. S. N  1.341 de 1998, delº  
Ministerio de Hacienda, Reglamento que establece normas contables 
aplicables  a los  contribuyentes  que realizan actividades  forestales de 
conformidad al Decreto Ley Nº 701, de 1974, sobre fomento forestal; 
D.  S.  N  259  de  1980,  del  Ministerio  de  Agricultura,  Reglamentoº  
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T cnico  del  Decreto  Ley  N  701  deé º  1974.  A ade  que  el  31  deñ  
diciembre  de  2012,  expir  la  vigencia  del  sistema  de  incentivosó  
contemplado  en  el  art culo  12  del  D.  L.  N  701  de  1974,  ení º  
consecuencia, las forestaciones y otras actividades bonificables que se 
realicen a partir del 1 de enero de 2013, no ser n bonificadas.á

En  cuanto  a  la  calidad  de  tal  de  la  Reserva Nacional  de 
Nongu n,  dice  que  esta  fue  creada  por  D.S.  N  132  de  30  deé °  
diciembre de 2009, del Ministerio de Bienes Nacionales, pasando a ser 
una  rea  administrada  y  manejada  por  la  Conaf  (para  graficar  laá  
ubicaci n y l mites de la Reservaó í  Nacional de Nongu n en el recursoé  
viene impresa una fotograf a a rea que muestra parte de las comunasí é  
de Concepci n, Hualp n, San Pedro de la Paz y Chiguayante, dondeó é  
aparece destacada dicha reserva). Asimismo, transcribe parte del citado 
D.S. 132, destacando que “…en el Fundo Nongu n existe una muestraé  
representativa  del  Bosque  Caducifolio  de  Concepci n,  noó  
suficientemente  representado  en  el  SNASPE y  constituye  un  nicho  
ecol gico para diversas especies end micas,  de las cuales algunas seó é  
encuentran en peligro de extinci n;ó

Que  el  Fundo  Nongu n  es  un  rea  que  cumple  con  lasé á  
caracter sticas para ser declarada Reserva Nacional, constituyendo uní  
importante  enclave  ambiental,  social  y  de  belleza  esc nica  para  laé  
Regi n del B o-B o y en especial para la Provincia de Concepci n, queó í í ó  
es necesario proteger oficialmente;

Que el objetivo general de la creaci n de la Reserva Nacionaló  
Nongu n  es  conservar  la  cuenca  hidrogr fica  del  Estero  Nongu né á é  
productora  de  agua,  su  diversidad  Biol gica  y  la  Integridadó  
Ecosist mica del  Bosque Caducifolio  de Concepci n  y sus  objetivosé ó  
espec ficos  son  conservar  la  diversidad  biol gica  y  los  ambientesí ó  
naturales que posibilitan su existencia con nfasis en las especies deé  
flora  y  fauna  en  problemas  de  conservaci n,ó  promoviendo  en 
Nongu n,  como en  su  entorno,  é acciones  de  restauraci n  natural  yó  
artificial; involucrar en la planificaci n y gesti n del rea protegida aó ó á  
los diversos actores interesados en la conservaci n y uso sustentable deló  
patrimonio  natural  de  Nongu n,  incluyendo  sus  reas  deé á  
amortiguaci n e influencia; contribuir a mejorar el conocimiento de laó  
estructura y funcionamiento del ecosistema para ejecutar un manejo  
sustentable del rea; implementar e incentivar la educaci n ambientalá ó  
de visitantes y la comunidad, as  como otros usos humanos que noí  
pongan en riesgo la integridad del ecosistema; orientar el manejo del  
recurso agua a su optimizaci n en t rminos de calidad,  cantidad yó é  
beneficios para la comunidad e impulsar un manejo de los recursos  
forestales  al ctonos  para  su  eliminaci n,  control  o  producci nó ó ó  
sustentable, acorde con la zonificaci n deló  predio;  ” As , el  í art culo 1í ° 
del  referido  D.S.  se ala:ñ  Cr ase  como rea  Silvestre  Protegida  la“ é Á  
"Reserva Nacional Nongu n", ubicada en el predio denominado Fundoé  
Nongu n y camino de acceso, Sector Hoya Hidrogr fica del Valle deé á  
Nongu n,  situada  en  las  comunas  de  Concepci n,  Chiguayante  yé ó  
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Hualqui,  provincia  de  Concepci n,  Regi n  del  B o-B o,  inscrito  aó ó í í  
nombre del Fisco, en mayor cabida, a fojas 634, N  288, del Registroº  
de  Propiedad  de  2009,  del  Conservador  de  Bienes  Ra ces  deí  
Chiguayante,  singularizado en  el  Plano N  08101-2211 C.R.  "Fiscoº  
Plano Afectaci n Reserva Nacional Fundo Nongu n"; de una superficieó é  
total de 3.036,90 H s. (tres mil treinta y seis coma noventa hect reas)á á ”.

De  acuerdo  a  esta  relaci n  afirma  que  se  trata  de  un  reaó á  
protegida  de  vital  importancia  para  la  regi n  y  para  el  reaó á  
metropolitana del Gran Concepci n, pues tal como lo dice su decretoó  
de  creaci n,  la  Reserva  Nacional  Nongu n  tiene  por  objetivoó é  
resguardar  la  diversidad  biol gica  y  la  integridad  ecosist mica  deló é  
bosque caducifolio de Concepci n y conservar la diversidad biol gica yó ó  
los ambientes naturales que posibilitan su existencia con nfasis en lasé  
especies  de  flora  y  fauna.  Por  tanto,  su  conservaci n  no  es  s loó ó  
importante para la naturaleza de la zona y el reaá  metropolitana, sino 
que tambi né  para la calidad de vida de sus habitantes; adem s, dichaá  
reserva es la nica rea protegida en el pa s de car cter periurbano, loú á í á  
que  es  de  vital  importancia,  pues  dada  su  cercan a  con  la  ciudadí  
permite a los habitantes de sta acceder y disfrutar con gran facilidadé  
de los servicios ecosist micos que ofrece dicha reaé á  protegida.

Se ala que el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad acordñ ó 
recategorizar la Reserva Nacional Nongu n a Parque Nacional, cuyaé  
declaraci n  est  pendiente,  sin  embargo,  y  al  igual  que  los  dem só á á  
parques nacionales, la normativa nacional e internacional salvaguarda 
sus  l mites,  sus  riquezas,  sus bellezas naturales,  su flora y su fauna,í  
proveyendo a los parques nacionales de las facilidades necesarias para 
el solaz y la educaci n del p blico. En ese sentido, el objetivo generaló ú  
del Parque Nacional Nongu n ser  preservar una muestra del Bosqueé á  
caducifolio  mediterr neo-templado  costero  de  Roble  (Nothofagusá  
obliqua) y Queule (Gomortega keule), resguardando su biodiversidad, 
provisi n  de  servicios  ambientales  y  la  continuidad de  sus  procesosó  
evolutivos,  mientras  que sus  objetivos  espec ficos  ser n:  Preservar  laí á  
biodiversidad de una muestra remanente  del  Bosque Caducifolio de 
Concepci n; preservar las especies de flora y fauna caracter sticas deó í  
este ecosistema y su h bitat,  en especial  aquellas  con problemas deá  
conservaci n  (monito  del  monte,  pud ,  g i a,  cangrejito  tigre,ó ú ü ñ  
carmelita de concepci n, pitao, naranjillo y michay araucano); protegeró  
la cuenca alta del estero Nongu n; fomentar acciones que contribuyané  
a  mitigar  y  controlar  las  amenazas;  fortalecer  el  desarrollo  de  las 
actividades  de  turismo  de  naturaleza,  educaci n  e  interpretaci nó ó  
ambiental, investigaci n cient fica de los recursos naturales y culturales;ó í  
e  involucrar  en la  planificaci n  y  gesti n  del  rea  protegida,  a  losó ó á  
diversos actores interesados en la conservaci n del patrimonio naturaló  
de Nongu n.é

Al  referirse  a  las  plantaciones  forestales  aleda as  a  la  Reservañ  
Nacional Nongu n,  se ala  que  estas  han  aumentado  y  que  Conafé ñ  
entrega  una  gran  cantidad  de  planes  de  manejo  sin  respetar  la 

JY
K

B
X

D
V

H
JF



normativa  ambiental,  constituyendo  esas  actuaciones  las  acciones  y 
omisiones arbitrarias e ilegales que se denuncian en el presente recurso, 
ello  seg n  la  cartograf a  que  han  elaborado  donde  se  reflejan  losú í  
predios cercanos a la Reserva Nacional Nongu n con plantaciones deé  
monocultivo y sin la correspondiente evaluaci n ambiental, vulnerandoó  
la legalidad, cuyos planes de manejo fueron otorgados por Conaf sin la 
exigencia  de  evaluaci n  ambiental,  a  pesar  de  estar  en  lasó  
inmediaciones de un rea protegida, tal como lo exigen la letra d) delá  
art culo 11 de la ley 19.300 y el art culo 8 del Reglamento del SEIA yí í  
la dem s normativa aplicable.á

Sobre  la  metodolog a  y  datos  utilizados  para  elaborar  laí  
cartograf a se ala que la jurisprudencia ha establecido que la distanciaí ñ  
en la que se considerar  que un proyecto se encuentra pr ximo a uná ó  
rea protegida variar  y se determinar  caso a caso, en relaci n a cu lá á á ó á  

sea la naturaleza y objetivos del rea protegida en particular, as  comoá í  
de la naturaleza de los proyectos pr ximos y, por ende, su capacidadó  
de impactar o no el rea protegida, trascribiendo los considerandos 13 ,á º  
14 , 15  del fallo dictado por la Excma. Corte Suprema, en la causa rolº º  
12.808-2019, que se alan: ñ D cimo Tercero: Que, de la interpretaci n“ é ó  
arm nica de las dos reglas transcritas en el motivo anterior, es posibleó  
afirmar, en abstracto, que toda obra, programa o actividad pr xima aó  
un rea protegida susceptible de ser afectada por ste, debe ingresar alá é  
Sistema de Evaluaci n de Impacto Ambiental a trav s del instrumentoó é  
de  revisi n  m s  intenso  contemplado  en  la  legislaci n  vigente,ó á ó  
consistente en el Estudio de Impacto Ambiental. En efecto, si bien el  
art culo 10 literal p) de la Ley N  19.300 indica expresamente que laí º  
susceptibilidad  de  causar  impacto  ambiental se restringe a los 
proyectos emplazados en“ ” reasá  de protecci nó  oficial (entre otras),  
ciertamente  el  literal  d)  del  art culo  11  ampl a  el  espectro  deí í  
aplicabilidad de la norma al abordar una situaci n espec fica y especialó í  
consistente en la ubicaci n de obras, programas o actividades ubicadasó  
en  o pr ximas  a reas protegidas, exigiendo para la imposici n“ ” “ ó ” á ó  

de  la  obligaci n  de  ingreso  que  dichos  proyectos  puedan  afectar,ó  
potencialmente, a aquellas zonas. 

D cimo Cuarto: Que, en el caso concreto, asentado como esté á 
que el proyecto de construcci n desarrollado por las recurridas no seó  
encuentra en  un rea protegida, sino en el predio inmediatamente“ ” á  
contiguo al Santuario de la Naturaleza Campo Dunar de la Punta de“  
Conc n , la adecuada resoluci n del asunto pasa por determinar si taló ” ó  
rea protegida es susceptible de ser afectada  por aquella obra.á “ ”

D cimo  Quinto:  Que,  para  tal  fin,  resulta  til  acudir  a  loé ú  
dispuesto en el art culo 8 inciso final del Reglamento del Sistema deí  
Evaluaci n de Impacto Ambiental, que en su inciso final se ala: Aó ñ “  
objeto de evaluar si el proyecto o actividad es susceptible de afectar  
recursos  y  reas  protegidas,  sitios  prioritarios  para  la  conservaci n,á ó  
humedales protegidos,  glaciares o territorios con valor ambiental,  se  
considerar  la extensi n, magnitud o duraci n de la intervenci n deá ó ó ó  
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sus partes, obras o acciones, as  como de los impactos generados por elí  
proyecto o actividad, teniendo en especial consideraci n los objetos deó  
protecci n que se pretendenó  resguardar.”

Atendido lo anterior se ala que la  naturaleza de los  proyectosñ  
forestales y sus impactos y las caracter sticas de la cuenca del Esteroí  
Nongu n, permiten definir como rea de influencia e impacto de esosé á  
proyectos forestales, en un radio de 5 kil metros desde el borde de laó  
reserva y se limita con reas urbanas, como lo muestran las diversasá  
im genes cartogr ficas y fotogr ficas contenidas en el recurso.á á á

Se ala  un  listado  con  los  predios  forestales  ubicados  en  lasñ  
proximidades de la Reserva Nacional Nongu n y sus distancias coné  
dicha Reserva, de los cuales tambi n incluye sus im genes a reas, cuyasé á é  
plantaciones de monocultivo, pino y eucaliptus, pertenecen a Celco y 
superan  la  hect rea  y  media  de  extensi n,  generando  un  impactoá ó  
significativo en el rea protegida, ya que todos ellos se encuentran ená  
las inmediaciones de la Reserva, incluso, uno de los predios est  en suá  
interior,  incumpliendo  por  tanto  la  legislaci n  que  les  obliga  aó  
evaluarse ambientalmente.

Sostiene que, pese a lo anterior,  ninguno de los  predios de la 
recurrida  fue  sometido  a  evaluaci n  ambiental,  tr mite  que  esó á  
obligatorio por ley. Prueba de ello es que al buscar en la plataforma 
digital  del  SEIA,  la  menci n  de  esos  proyectos  forestales  no  seó  
encuentran tales predios, concluyendo que la recurrida Celco, posee 
predios de cultivo forestal en las cercan as inmediatas de la Reservaí  
Nacional  Nongu n,  sin  haber  ingresado  a  evaluaci n  ambiental,é ó  
vulnerando con ello la normativa que les obliga a hacerlo. Tampoco 
aparece que esos predios de Celco, aunque no correspond a por tipo deí  
proyecto, envergadura y cercan a con un rea protegida, hubiesen sidoí á  
sometidos a Consulta de Pertinencia y, a trav s de esa v a, ser eximidosé í  
de la respectiva evaluaci n ambiental. ó

Sobre  los  impactos  ambientales  que  generan  los  proyectos 
forestales, dice que la literatura especializada se ala que son nocivosñ  
para el medio ambiente, espec ficamente para la biodiversidad y paraí  
el recurso h drico, dada la forma y t cnica de cultivo que emplea laí é  
industria  forestal  para  la  producci n de  pinos  y  eucaliptus,  los  queó  
est n en ciclo de crecimiento continuo, adem s, dado que su forma deá á  
corta es a tala rasa, esto genera un mayor flujo superficial del agua en 
los periodos de mayor precipitaci n, produci ndose altas crecidas deó é  
agua en la cuenca hidrogr fica, sin embargo, durante el  verano laá  
cuenca est  seca, pues carece de capacidad de almacenamiento, queá  
esto no ocurre en un terreno con cobertura de bosque nativo, donde el 
flujo de agua se distribuye de mejor manera durante el a o, seg n loñ ú  
se alan estudios y publicaciones que cita, agregando que, en general, lañ  
evidencia presentada en esas investigaciones destaca la vulnerabilidad 
del  suministro  de  agua  bajo  escenarios  cambio  de  cobertura 
vegetacional inducido por el uso de la tierra (dedicado al monocultivo), 
especialmente en el contexto del cambio clim tico.á
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A ade que otro estudio, titulado Efecto de plantaciones de Pinusñ “  
radiata y Eucalyptus globulus sobre el recurso agua en la Cordillera de 
la Costa de la regi n del Biob o, Chile ,ó í ”  concluy  que las p rdidas deó é  
agua  por  intercepci n  (las  p rdidas  de  agua  por  intercepci nó é ó  
representan el agua que es evaporada por la superficie de hojas, ramas 
y fuste) son mayores en las cuencas cubiertas con pino que en las de 
eucalipto. La cantidad de agua involucrada en la evapotranspiraci n enó  
las cuencas de pino es inferior a las de eucalipto. Esto influye en forma 
inversa  en  el  monto  de  los  caudales  de  los  afluentes  de  las 
correspondientes  cuencas.  La carga de sedimento es  superior en las 
cuencas  de  pino  que  en  las  de  eucalipto,  situaci n  que podr a  seró í  
explicada por las distintas caracter sticas de las zonas de protecci n deí ó  
orilla  de  cauces.  Otro  impacto  que  acarrea  el  monocultivo  de 
plantaciones forestales, es la turbiedad y disminuci n de la calidad deó  
agua que produce la t cnica de tala rasa sobre el estero Nongu n yé é  
dem s cursos de agua.á

Siendo el recurso h drico el elemento vital para sustentar la vida yí  
el medio ambiente, su alteraci n e impactos significativos sobre ste,ó é  
necesariamente impactar  a las comunidades humanas que dependená  
de l y en sus sistemas de vida. En ese sentido el art culo 11, letra c),é í  
de la ley 19.300, indica: Los proyectos o actividades enumerados en“  
el  art culo  precedente  requerir n  la  elaboraci n  de  un  Estudio  deí á ó  
Impacto Ambiental,  si  generan o presentan a lo menos uno de los  
siguientes efectos, caracter sticas oí  circunstancias: c) Reasentamiento de 
comunidades humanas, o alteraci n significativa de los sistemas de vidaó  
y costumbres de grupos humanos;”

En el mismo sentido el art culo 7 del reglamento del SEIA se ala:í ñ  
Reasentamiento de comunidades humanas, o alteraci n significativa“ ó  

de los sistemas de vida y costumbres de grupos humanos.
El titular deber  presentar un Estudio de Impacto Ambiental si suá  

proyecto o actividad genera reasentamiento de comunidades humanas  
o  alteraci n  significativa  de  los  sistemas  de  vida  y  costumbres  deó  
grupos humanos.

Se entender  por  comunidades  humanas  o grupos  humanos  aá  
todo  conjunto  de  personas  que  comparte  un  territorio,  en  el  que  
interact an  permanentemente,  dando  origen  a  un  sistema  de  vidaú  
formado  por  relaciones  sociales,  econ micas  y  culturales,  queó  
eventualmente tienden a generar tradiciones, intereses comunitarios y  
sentimientos de arraigo.

A objeto de evaluar la alteraci n significativa a los sistemas deó  
vida y costumbres de los grupos humanos, se considerar  la generaci ná ó  
de efectos adversos significativos sobre la calidad de vida de stos, ené  
consideraci n a la duraci n o magnitud de cualquiera de las siguientesó ó  
circunstancias:

a)  La intervenci n,  uso o restricci n al  acceso de los  recursosó ó  
naturales  utilizados  como  sustento  econ mico  del  grupo  o  paraó  
cualquier otro uso tradicional, tales como uso medicinal, espiritual o 
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cultural.
b) La obstrucci n o restricci n a la libre circulaci n, conectividadó ó ó  

o el aumento significativo de los tiempos de desplazamiento.
c) La alteraci n al acceso o a la calidad de bienes, equipamientos,ó  

servicios o infraestructura b sica. á
d)  La  dificultad  o  impedimento  para  el  ejercicio  o  la  

manifestaci n  de  tradiciones,  cultura  o  intereses  comunitarios,  queó  
puedan afectar  los  sentimientos  de  arraigo  o  la  cohesi n  social  deló  
grupo.”

En  cuanto  a  la  importancia  del  estero  Nongu n  para  elé  
abastecimiento de agua a la poblaci n urbana, dice que este cause es eló  
ltimo tributario del r o Andali n y que diversa literatura especializadaú í é  

lo define como un sistema fluvial de orden 3, con 15 km de longitud y 
44 km2 de superficie de cuenca hidrogr fica. En la zona superior deá  
este sistema, se genera agua potable para la ciudad de Penco, mientras 
que  en  la  zona  inferior  se  utiliza  como  cuerpo  receptor  para  los 
residuos provenientes de las descargas dom sticas, lo que constituye uné  
gran aporte de materia org nica. Hay evidencias de otros problemas ená  
el estero Nongu n, como la deforestaci n y urbanizaci n que ocurre ené ó ó  
suelos no aptos desde la zona media a la inferior. En contraste, en su 
cabecera,  la  cuenca mantiene un bosque secundario de Nothofagus, 
cuya extensi n, naturalidad y grado de aislamiento tienen un alto valoró  
ecol gico y ambiental. El sistema natural de la cuenca se caracterizaó  
por  presentar  sustrato  rocoso  con  un  fuerte  diaclasamiento  y 
degradaci n de rocas con producci n de arcilla, lo que hace posible suó ó  
deslizamiento y la remoci n en masa ante un evento de deforestaci n.ó ó  
Por  otra  parte,  el  relieve  del  rea  se  caracteriza  por  presentará  
pendientes  superiores  al  35%  y  densas  redes  hidrogr ficas  coná  
quebradas que generan erosi n activa. La parte alta y media presentanó  
buena calidad de agua,  en contraste  a  la  parte  baja  que  posee  de 
mediana a mala calidad de agua, causada por acci n antr pica, poró ó  
tanto,  dicho estero  es  vital  para  el  abastecimiento  de  agua para la 
comuna de Penco y parte de Concepci n.ó

Acerca  de  la  falta  de  evaluaci n  de  los  impactos  de  lasó  
plantaciones  forestales  se ala que diversos  estudios  han comprobadoñ  
que  ellas  afectan:  a) A  los  suelos,  los  que  son  m s  delgados  yá  
compactos, lo que  impide la infiltraci n del agua y con una menoró  
cantidad de hojarasca; a ello se suma que tala rasa aplicada a estas 
plantaciones, dejan el suelo desnudo y expuesto a la lluvia, tambi n, elé  
uso de maquinaria pesada lo impacta, en consecuencia, las plantaciones 
forestales  producen  una  fuerte  erosi n  de  los  suelos;  ó b) a  los 
invertebrados tanto por la actividad propia de su explotaci n, comoó  
por  la  disminuci n  del  soto  bosque  que  permiten  sostener  a  esosó  
invertebrados,  y  porque  la  cantidad  de  agua  disponible  en  las 
plantaciones forestales es tambi n muy baja, mucho menor que en losé  
bosques nativos; c) a  los servicios ecosist micos, ya que var an el cicloé í  
de nutrientes, la estructura del suelo, el carbono y el almacenamiento 
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de agua.
Sostiene  que,  de acuerdo a  lo  se alado y refrendado con losñ  

antecedentes contenidos en el recurso, afirma que las plantaciones de 
monocultivo forestales generan fuertes y grav simos impactos sobre elí  
agua, el suelo y la biodiversidad de los sectores y terrenos donde se 
instalan. Por ello, y dado que el objetivo general de la creaci n de laó  
Reserva  Nacional  Nongu n es  conservar  la  cuenca  hidrogr fica  delé á  
estero  Nongu n,  productora  de  agua,  su  diversidad  biol gica  y  laé ó  
integridad ecosist mica  del  bosque  caducifolio  de  Concepci n  y  susé ó  
objetivos  espec ficos  son  conservar  la  diversidad  biol gica  y  losí ó  
ambientes  naturales  que  posibilitan  su  existencia  con  nfasis  en  lasé  
especies de flora y fauna en problemas de conservaci n, es claro queó  
los proyectos forestales generan un impacto significativo en esa Reserva 
y,  adem s,  son  contraproducentes  con  los  objetivos  fijados  por  laá  
autoridad para dicha rea protegida.á

Refiri ndose alé  derecho, luego de hacer diversas consideraciones 
sobre la procedencia de esta acci n cautelar, se ala que su finalidad, aó ñ  
diferencia de las acciones ordinarias, es la protecci n de los derechosó  
fundamentales de las personas afectadas y restablecer el imperio del 
derecho, de manera pronta, inmediata y sin dilaci n; tambi n cautelaró é  
bienes jur dicos que requieren protecci n que s lo se puede obtener aí ó ó  
trav s  de  este  procedimiento.  Agrega  que  lo  indubitado  no  es  elé  
derecho  fundamental,  sino  que  la  forma  en  que  ese  derecho  fue 
vulnerado, cuesti n que en la especie es clara, ya que se han ejecutadoó  
proyectos  y  otorgados  planes  de  manejo  forestal  sin  la  evaluaci nó  
ambiental, intervenci n que es exigida por el ordenamientoó  jur dico.í

Citando fallos  dictados  por  la  Excma.  Corte  Suprema en los 
roles 197-2019 y 55.203-2016, se ala que la acci n constitucional deñ ó  
protecci n es compatible con el ejercicio de otros derechos y por lasó  
v as  pertinentes,  siendo  deber  de  la  jurisdicci n  emitir  decisi ní ó ó  
oportuna respecto de la  materia que el  recurso plantea,  ya que en 
nuestro ordenamiento ninguna materia est  exenta de acci n ante losá ó  
tribunales ordinarios o especiales, seg n corresponda. Por ello, afirma,ú  
este arbitrio es compatible con el ejercicio de otros derechos, adem s,á  
siendo el  caso de autos uno que involucra materia medioambiental, 
reconocida por su importancia en el desarrollo de las comunidades, los 
principios preventivo y precautorio que se contienen en la acci n deó  
protecci n, la hacen procedente ante la posibilidad que se produzca laó  
afectaci n  ileg tima  y,  precisamente,  para  que  el  da o  no  llegue  aó í ñ  
concretarse.

Agrega que el 13 de agosto de 2020, su parte dedujo denuncia 
ante la Superintendencia de Medio Ambiente para  que dicha entidad 
conozca  e  investigue  la  elusi n  al  SEIA por  parte  de  los  proyectoó  
forestales  ejecutados  en los  predios  ubicados  en las  cercan as  de  laí  
Reserva Nacional Nongu n, sin embargo, esa denuncia es insuficienteé  
para  poder  salvaguardar  los  derechos  constitucionales  vulnerados  a 
trav s de las omisiones antes descritas en este recurso, puesto que ellasé  
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se vienen cometiendo hace mucho tiempo y, dada la gravedad de la 
situaci n, se torna imperioso restablecer el imperio del Derecho.ó

En cuanto a las omisiones arbitrarias e ilegales, se ala que ellasñ  
consisten  en  la  omisi n  de  Forestal  Celco  S.A.,  de  cumplir  con laó  
normativa  ambiental  para  la  evaluaci n  de  proyectos  que  tenganó  
impacto ambiental, conforme se ala el art culo 11 d) de la ley 19.300,ñ í  
ya que las plantaciones forestales, por su emplazamiento y condiciones 
particulares, generan afectaci n o amenaza ambienta significativa a unó  
rea protegida como lo es la Reserva Nacional Nongu n. Sostiene queá é  

estas plantaciones forestales son materia obligatoria de ingreso al SEIA, 
esto por las causales contenidas en el art culo 10 letra m)í  de la citada 
ley que establece:  Los proyectos o actividades susceptibles de causar“  
impacto  ambiental,  en  cualesquiera  de  sus  fases,  que  deber ná  
someterse  al  sistema  de  evaluaci n  de  impacto  ambiental,  son  losó  
siguientes: m) Proyectos de  desarrollo o explotaci n forestaló  en suelos 
fr giles, en terrenos cubiertos de bosque nativo, industrias de celulosa,á  
pasta de papel y papel, plantas astilladoras, elaboradoras de madera y  
aserraderos, todos de dimensiones industriales.  ”

Adem s,  el  á art culo  3,í  del  D.S.  40,  Reglamento  del  SEIA, 
profundiza  lo  anterior  al  se alar  que  los  proyectos  o  actividadesñ  
susceptibles de causar impacto ambiental, en cualesquiera de sus fases, 
que  deben  someterse  al  SEIA,  son,  entre  otros,  los  proyectos  de 
desarrollo  o  explotaci n  forestalesó  en  suelos  fr giles,  en  terrenosá  
cubiertos de bosque nativo,  industrias  de celulosa,  pasta de papel  y 
papel, plantas astilladoras, elaboradoras de madera y aserraderos, todos 
de  dimensiones  industriales,  entendiendo  que  son  proyectos  de 
desarrollo  o  explotaci n  forestal  aquellos  de  ó  cosecha  final  en 
plantaciones  forestales  ubicadas  en  suelos  fr giles  o  corta  deá  
regeneraci n,  ó  por tala rasa en bosques nativos, q u e  pretenden la 
obtenci nó  de productos maderables del   bosque, su extracci n,ó  
transporte y dep sitoó  en los centros de acopio o de transformaci n,ó  
como asimismo, la transformaci n de tales productos en el predio. Aó  
continuaci n,  se ala  las  nomenclaturas  legales  que  definen  losó ñ  
proyectos forestales de dimensiones industriales, los suelos fr giles, losá  
terrenos cubiertos de bosque nativo, criterios que son aplicables al caso 
sub  lite.  A ade,  ñ que  las  plantaciones  forestales  tienen  un 
reconocimiento  expreso  en  la  evaluaci n  ambiental  como  proyectosó  
potencialmente susceptibles de generar impactos ambientales, raz n poró  
la cual, siempre deben ingresar al SEIA, seg n lo dispone en el art culoú í  
10  p) de  la  ley  19.300,  que  se ala:  ñ Los  proyectos  o  actividades“  
susceptibles de causar impacto ambiental, en cualesquiera de sus fases,  
que  deber n  someterse  al  Sistema  de  Evaluaci n  de  Impactoá ó  
Ambiental,  son  los  siguientes:  p)  Ejecuci n  de  obras,  programas  oó  
actividades  en  parques  nacionales,  reservas  nacionales,  monumentos  
naturales,  reservas  de  zonas  v rgenes,  santuarios  de  la  naturaleza,í  
parques marinos, reservas marinas o en cualesquiera otras reasá  
colocadas bajo protecci n oficial,  en los  casos  en que la legislaci nó ó  
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respectiva lo permita.”
Sostiene que si bien en el caso en cuesti n no existe total certezaó  

respecto de que las actividades denunciadas se desarrollen en el interior 
de un rea protegida, de igual manera cobra relevancia la relaci n queá ó  
se debe hacer entre la necesidad de adoptar un rol preventivo frente a 
la evaluaci n ambiental de los proyectos o actividades potencialmenteó  
generadoras de impacto, y las amenazas o da os a las reas protegidasñ á  
por su emplazamiento pr ximo.ó

Dice que m s all  de verificar si concurren o no los supuestosá á  
se alados en el art culo 10, letras  m) y p) de la ley 19.300, se debeñ í  
considerar que la determinaci n de si un proyecto se ajusta o no a esasó  
categor as,  no  es  la  nica  v a  por  la  cual  se  puede  determinar  laí ú í  
obligatoriedad de que un proyecto, previo a su ejecuci n, sea sometidoó  
a un procedimiento de evaluaci n, en raz n de su potencial impactoó ó  
ambiental, esto por obligaci n de cumplir con el  principio preventivo,ó  
puesto que  el citado art culo 10 noí  contiene un cat logo cerrado deá  
casos que deben someterse al SEIA, tal como lo reconoci  la Excma.ó  
Corte Suprema en el fallo rol 15.499-2018, al se alar su considerandoñ  
d cimo:é   “Que,  en  este  orden  de  ideas,  se  hace  necesario  
consignar  que  los  proyectos  o  actividades  susceptibles  de  causar  
impacto  ambiental  no  son nicamente ú  aquellos enumerados en el 
art culoí  10 de la Ley N 19.300°  y en el art culoí  3° del Reglamento  del 
Sistema   de   Evaluaci n   de   Impacto   Ambiental.   Dichasó  
disposiciones, s loó  se alan  que   resulta   obligatorio   para   elñ  
desarrollador  someterlos  al  sistema de   evaluaci nó  de impacto 
ambiental, pero no se excluye la posibilidad de que otros proyectos 
puedan  ser  tambi n  evaluados.  En  efecto,  el  art culo  9,  inciso  1 ,é í °  
segunda parte de la Ley N 19.300 permite a los titulares de proyectos°  
acogerse voluntariamente al sistema de evaluaci n, pudiendo tambi nó é  
realizar  consultas  de  pertinencia  sobre  la  necesidad  de  ingresar  al  
mismo. Es prueba de ello lo dispuesto en el  art culo 21 de la Leyí  
N 20.417,  que  crea  el  Servicio  de  Evaluaci n  Ambiental  y  la° ó  
Superintendencia  del  Medio  Ambiente,  que  permite  a  cualquier  
persona  denunciar  ante  la  Superintendencia  el  incumplimiento  de  
instrumentos de gesti n ambiental y normas ambientales, que pueden oó  
no dar origen a un procedimiento sancionador, en concordancia con lo  
previsto en el art culo 47 del mismo cuerpo legal.í ”

Afirma que hubo incumplimiento al art culo 11, letra d) de la leyí  
19.300, ya que se trata de plantaciones forestales ubicadas pr ximas aó  
reas protegidas sin contar con evaluaci ná ó  ambiental, ya las causales de 

ingreso a evaluaci n mencionadas en el art culo 10 de la ley no son lasó í  
nicas que imponen esa obligaci n. En efecto, los art culos 11 letra d)ú ó í  

de la misma ley y 8 del reglamento del SEIA disponen: Art. 11: Los“  
proyectos  o  actividades  enumerados  en  el  art culo  precedenteí  
requerir n  la  elaboraci n  de  un  Estudio  de  Impacto  Ambiental,  siá ó  
generan  o  presentan  a  lo  menos  uno  de  los  siguientes  efectos,  
caracter sticas  oí  circunstancias:  d)  Localizaci n  en  o  pr xima  aó ó  
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poblaciones,  recursos  y  reas  protegidas,  sitios  prioritarios  para  laá  
conservaci n,  humedales  protegidos  y  glaciares,  susceptibles  de  seró  
afectados, as  como el valor ambiental del territorio en que se pretendeí  
emplazar.  ” A  su  vez  la  norma  reglamentaria  se ala:ñ  Art.  8:“  
Localizaci n  y  valor  ambiental  del  territorio.  El  titular  deberó á  
presentar un Estudio de Impacto Ambiental si su proyecto o actividad  
se localiza en o  pr xima a poblaciones, recursos y reas protegidas,ó á  
sitios  prioritarios  para  la  conservaci n,  humedales  protegidos  yó  
glaciares, susceptibles de ser afectados, as  como el valor ambiental delí  
territorio en que se pretende emplazar. Se entender  que el proyecto oá  
actividad  se  localiza  en  o  pr xima  a  poblaci n,  recursos  y  reasó ó á  
protegidas,  sitios  prioritarios  para  la  conservaci n,  humedalesó  
protegidos,  glaciares  o  a  un  territorio  con valor  ambiental,  cuando  
stas se encuentren en el rea de influencia del proyecto o actividadé á  
. Se … entenderá por reas á protegidas  cualesquiera  porciones  de 

territorio,   delimitadas   geogr ficamente y establecidas mediante  uná  
acto  administrativo  de  autoridad  competente,  colocadas  bajo  
protecci n oficial con la finalidad de asegurar la diversidad biol gica,ó ó  
tutelar   la  preservaci n de la  naturaleza  o conservar  el  patrimonioó  
ambiental.  ” En  consecuencia,  por  cualquiera  de  las  hip tesisó  
mencionadas, resulta claro  que estos proyectos debieron ser revisados 
ambientalmente ante el SEIA, por la v a de un estudio de impactoí  
ambiental, considerando que la totalidad de las obras del proyecto son 
cercanas a la Reserva Nacional Nongu n. é

Dice  que  la  cercan a  de  los  proyectos  forestales  con  el  reaí á  
protegida  los  convierte  en  potenciales  agentes  generadores  de 
significativos  impactos  ambientales  a  los  ecosistemas  protegidos  de 
dicha reserva,  al  estar  todas  las  plantaciones  forestales  a  menos  de 
4.500 metros de distancia de esa rea, incluso algunas est n a menosá á  
de  1000  metros,  siendo  indudable  que  haber  sido  sometidas  a 
evaluaci n ambiental, se habr an constatado que ellas se encuentranó í  
dentro del rea influencia, conforme a la propia definici n que entregaá ó  
el reglamento del SEIA en el art culo í 2 letra a), que se ala como reañ á  
de influencia El rea o espacio geogr fico, cuyos atributos, elementos“ á á  
naturales o socioculturales deben ser considerados con la finalidad de  
definir  si  el proyecto o actividad genera o presenta alguno de los 
efectos, caracter sticasí  o circunstancias del  art culo 11 de la Ley, oí  
bien para justificar la inexistencia de dichos efectos, caracter sticas oí  
circunstancias .  Agrega que este concepto se debe relacionar con la”  
definici n que el mismo reglamento entrega de rea protegida, al deciró á  
su  art culo  8:  í Se  entender  por  “ á reas  protegidasá  cualesquiera 
porciones  de  territorio,  delimitadas  geogr ficamente  y  establecidasá  
mediante un acto administrativo de autoridad competente, colocadas  
bajo  protecci n  oficial  con  la  finalidad  de  asegurar  la  diversidadó  
biol gica,  tutelar  la  preservaci n  de  la  naturaleza  o  conservar  eló ó  
patrimonio ambiental.”

Afirma  que,  en  los  t rminos  se alados,  lé ñ a  Reserva  Nacional 
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Nongu n  cumple  con  todos  los  requisitos  ya  se alados   para  seré ñ  
considerada como un rea de protecci n para los efectos del art culoá ó í  
11 letra d) de la ley 19.300, ya que cuenta con el reconocimiento de la 
autoridad competente, mediante un acto administrativo como lo es el 
D. S. N 132 del Ministerio de Bienes Nacionales, de 30 de diciembre°  
de  2009,  que  le  asigna  esa  condici n  para  proteger  la  diversidadó  
biol gica,  tutelar  la  preservaci n  de  la  naturaleza  y  conservar  eló ó  
patrimonio ambiental.

Es por lo se alado que la omisi n permanente en la que incurreñ ó  
hasta ahora la recurrida Celco S.A., al estar sus diferentes plantaciones 
forestales emplazadas pr ximo a la Reserva Nacional Nongu n, y al seró é  
su actividad forestal una que se califica como susceptible de generar 
impactos  ambientales,  la  sola  posibilidad  de  que  eso  ocurra  en  las 
cercan as de un rea protegida hac a necesario revisar ese potencialí á í  
impacto ambiental, conforme al art culo 11 letra d) de la ley 19..300,í  
norma que al ser incumplida por esa recurrida, proyect  sus efectos enó  
la vulneraci n de los derechos fundamentales de las recurrentes. ó

Se refiere a continuaci n a las omisiones arbitrarias e ilegales deó  
Conaf, se alando que dicha corporaci n ñ ó incumpli  sistem ticamente suó á  
obligaci n de mantener un registro de los planes de manejoó , el que no 
ha sido implementado hasta la fecha, negando de facto el  acceso a 
informaci n esencial, obligaci n legal establecida en los art culos 5  yó ó í º  
9  de la ley 20.283 sobre rº ecuperaci n del bosque nativo y fomentoó  
forestal”, donde se establece:  Art culo 5 .- Toda acci n de corta de“ í º ó  
bosque  nativo,  cualquiera  sea  el  tipo  de  terreno  en  que  ste  seé  
encuentre,  deber  hacerse  previo  plan de  manejo  aprobado por  laá  
Corporaci n. Deber  cumplir, adem s, con lo prescrito en el decretoó á á  
ley N  701, de 1974. Los planes de manejo aprobados deber n ser deº á  
car cter  p blico  y  estar  disponibles  en  la  p gina  web  de  laá ú á  
Corporaci n para quien lo solicite.  ó ” Por su parte el art culo 9 indica:í  
La Corporaci n deber  llevar una n mina o sistema de informaci n,“ ó á ó ó  

consolidado  por  provincias,  ambos  de  car cter  p blico,  en  los  queá ú  
consten los  planes  de  manejo  aprobados,  y  certificar  su  existenciaá  
respecto de un determinado predio a quien lo solicite.  ”

Adem s,  Conaf  autoriz  los  planes  de  manejo  forestal  siná ó  
cumplir con la legalidad ambiental contenida en los art culos 108 y 109í  
del reglamento del SEIA, que transcribe y que exigen contar con la 
resoluci n  de  calificaci n  ambiental  antes  que  el  servicio  respectivoó ó  
(Conaf) entregue el permiso sectorial ambiental (la autorizaci n de losó  
planes  de  manejo  forestal).  Lo  anterior  era  necesario  porque  las 
plantaciones forestales sobre las que se otorgaron esas autorizaciones de 
manejo son aleda as a la Reserva Nacional Nongu n, luego, el servicioñ é  
no  pod a  otorgarlas  sin  contar  con  la  respectiva  y  obligatoriaí  
evaluaci n ambiental. Es de esa infracci n de la que es responsableó ó  
Conaf, al no haber hecho tal exigencia antes de otorgar el permiso 
sectorial, siendo su obligaci n haber informado a la Superintendenciaó  
del  Medio  Ambiente,  cada  vez  que  se  les  solicit  alguno  de  esosó  
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permisos  indicando  si  el  peticionario  hab a  adjuntado  o  no  algunaí  
Resoluci n de Calificaci n Ambiental y los antecedentes que permitanó ó  
identificar al proyecto o actividad y a su titular, nada de eso se hizo 
con los planes de manejo involucrados en este recurso.

Sobre  los  derechos  fundamentales conculcados,  se ala  comoñ  
afectados el de igualdad ante la ley, establecido en el art culo 19 N  2í °  
de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, que asegura a todos losó í ú  
miembros  de  la  comunidad  nacional,  sean  personas  naturales  o 
jur dicas, sin importar su edad, sexo, estirpe o condici n, que debení ó  
someterse  a  las  mismas  cargas  en  el  ejercicio  de  sus  derechos  y 
obligaciones,  sin  embargo,  dado  que  la  recurrida  Celco  no  evaluó 
ambientalmente sus proyectos forestales, pese a estar obligada a ello, 
por estar sus faenas pr ximas a un rea protegida oficialmente y enó á  
contravenci n  a  la  normativa  ambiental  aplicable,  fue  objeto  deó  
discriminaci n positiva, ya que no se le exigi  cumplir con las cargasó ó  
que a cualquier otro titular de proyectos se le habr a exigido. í

Tambi n Conaf é vulner  ó la misma garant a al otorgar planes deí  
manejo sin exigir la evaluaci n ambiental obligatoria, adem s de omitiró á  
con su obligaci n legal de llevar un registro p blico respecto de dichosó ú  
planes de manejo, vulnerando la normativa relacionada con el acceso a 
la informaci nó  p blica.ú

Reitera que lo denunciado son actos de discriminaci n arbitrariaó  
contra los actores, puesto que el incumplimiento a la legalidad vigente 
conlleva una directa vulneraci n de sus derechos fundamentales, al seró  
tales personas afectadas en su calidad de vida, por la afectaci n a laó  
biodiversidad, el agua y el suelo de la Reserva Nacional Nongu n queé  
devengan los actos de las recurridas. 

En cuanto al  derecho a vivir en un medio ambiente libre de 
contaminaci n,  consagrado  en  el  art culo  19  N  8  de  la  cartaó í °  
fundamental, dice que de acuerdo a la definici n de medio ambienteó  
que est  contenida en el art culo 2, ll), de la ley 19.300, resulta claroá í  
que ese concepto abarca mucho  m s que el mero entorno natural,á  
sino que tambi n implica la interrelaci n entre la naturaleza y los seresé ó  
humanos, cuesti n reconocida por la jurisprudencia y la doctrina enó  
cuanto a hay un medio ambiente libre de contaminaci n cuando seó  
respeta la normativa ambiental aplicable. Sin embargo, conforme a lo 
se alado a lo largo del recurso, qued  en evidencia que normativa fueñ ó  
infringida, en consecuencia, s lo cabe concluir que en la especie se estó á 
ante un medio ambiente que no se encuentra libre de contaminaci n.ó  
Asimismo, al ser los recurrentes personas que disfrutan y hacen uso del 
medio ambiente y de los servicios ecosist micos que provee la Reservaé  
Nacional  Nongu n,  al  verificarse  las  omisiones  ilegales  y  arbitrariasé  
antes planteadas,  ellos se ven directamente afectados en su garant aí  
fundamental de vivir en un medio ambiente libre de contaminaci n,ó  
pues la normativa infringida afecta a la biodiversidad, el suelo y el agua 
de esa reserva.

Concluye  solicitando a  esta  Corte  acoger  el  presente  recurso, 
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determinando que respecto de Forestal Celco S.A., que se le obligue a 
ingresar a evaluaci n ambiental los proyectos forestales antes descritosó  
en el recurso y que son de su titularidad, para que sean revisados por 
la  v a  de  un  Estudio  de  Impacto  Ambiental,  obteniendo  unaí  
Resoluci n  de  Calificaci n  Ambiental  que  determine  su  efectivaó ó  
compatibilidad ambiental; tambi n para que entreguen un programaé  
de cumplimiento y seguimiento de sus planes de manejo, o lo que en 
Derecho corresponda. En cuanto a la recurrida Conaf, solicita que se 
le obligue tanto a mantener el registro p blico de los planes de manejoú  
que otorga, como a exigir la debida evaluaci n ambiental a aquellosó  
proyectos  para  los  que  se  le  soliciten  su  aprobaci n  y  que  debanó  
evaluarse ambientalmente de acuerdo a la ley. 

2) Inform  la  Corporaci n  Nacional  Forestal,  a  trav s  deló ó é  
abogado  Ren  Alfonso  Mu oz  Leiva,  é ñ se alando  que  el  recursoñ  
interpuesto contra su representada y Forestal Celco S.A., reclama por 
eventuales  omisiones ilegales y arbitrarias  que  significaron vulnerar  el 
derecho de los recurrentes de  igualdad ante la ley y de  vivir en  un 
medio  ambiente  libre  de  contaminaci n, establecidos  ó respectivamente 
en  el  art culo  í 19  N  ° 2 y  N  8  º de  la  Constituci n  ó Pol tica  í de  la 
Rep blica,  afectaciones  que  ú se  deben  a  la  existencia  de  proyectos 
forestales en las cercan as í de la Reserva Nacional Nongu né , los cuales 
habr an obtenido í sus planes de manejo por parte de Conaf, eludiendo 
su  ingreso  al  SEIA,  puesto  que  Bosques  Arauco,  habr a  í omitido, 
arbitraria  e ilegalmente, ingresarlos  a evaluaci n ambiental, antes deó  
solicitar la autorizaci n sectorial para ejecutarlos ó en predios forestales 
aleda os,  ñ afectando al  ecosistema  de  dicha  Reserva.  Asimismo,  los 
recurrentes  se alan  ñ que Conaf  incurri  en  ó un actuar  omisivo  al  no 
requerir  el  ingreso de esos proyectos de manejo forestal a evaluaci nó  
ambiental,  antes  de  dar  su  aprobaci n  a  los  mismos,  adem s,  esosó á  
planes no figuran publicados en ning n ú registro p blico. ú

Agrega  que  para  justificar  su  presentaci n,  los  recurrentesó  
acompa aron  ñ cartograf a  ilustrativa  í de  los  predios  cercanos  a  la 
Reserva,  cuyos  planes  de  manejo  fueron  aprobados  por  Conaf, 
indicando  que los proyectos  debieron  evaluarse  ambientalmente  por 
estar en las inmediaciones de un rea á protegida, ello de conformidad a 
lo se alado  ñ en  la letra  d)  del  art culo í 11 de  la  Ley  N°19.300 sobre 
Bases  Generales  del  Medio  Ambiente  y  el art culoí  8° del D.S. 
N 40° /2012,  Reglamento  de  Sistema  de  Evaluaci n  ó de  Impacto 
Ambiental.  As ,  í afirman  sin explicaci n  ó alguna, que  lo  fundamental 
es que el reaá  de influencia de los referidos proyectos forestales es de 
5 kil metrosó  a la redonda del borde de la reserva, sin embargo,  los 
recurrentes  confunden  una  causal  para  identificar  la  existencia  de 
impactos ambientales (el citado art culo í 11) con una v a í de ingreso al 
SEIA.

Se ala que en la ñ cartograf a acompa ada í ñ se detallan las distintas 
especies arb reas ó de la Reserva y la distancia existente entre sta é y los 
predios  aleda os,  ñ cuyas plantaciones  de  monocultivos  generar an, deí  

JY
K

B
X

D
V

H
JF



acuerdo  a  los  recurrentes,  un  impacto  significativo  sobre  el  reaá  
protegida, ello por la disminuci n ó de la cobertura h drica que causaní  
los  monocultivos,  lo que tambi n significar a una disminuci n en  é í ó la 
calidad del agua, impactando a las comunidades que dependen de ese 
recurso en sus sistemas de vida; lo anterior, implica que se configura 
la causal  de impacto  de  la  letra c)  del  art culo  í 11 de  la citada ley 
N°19.300, al  afectar al  estero  Nongu n,  é que  abastece de agua a la 
comuna de Penco. 

El  informante  rechaza  esa  imputaci n  ya  que  laó  Reserva 
Nacional y  los  predios objeto de los planes de manejo se encuentran 
emplazados  en  cuencas  h dricas  distintas,í  luego,  como  los  predios 
donde se  ejerce la actividad forestal  no drenan hacia la Reserva, esa 
cuenca productora de agua no sufre afectaci n. ó

En cuanto al uso de esta v a, lo actores sostienen qí ue, pese que 
el  13  de  agosto  de  2020,  se  interpuso  una denuncia ante la 
Superintendencia  del  Medio  Ambiente,  para  que esa  entidad 
investigue el caso, es la presente acci n de protecci n la v a id neaó ó í ó  
para revertir la vulneraci n a las garant as fundamentales que alegan.ó í

Tambi n  impugnan  el  acto  omisivo  de  Conaf  de  no  haberé  
cumplido con su obligaci n ó de mantener  un registro de los planes de 
manejo, lo que para el informante es una err nea interpretaci n de ó ó lo 
se alado  ñ en  los  art culos 5  y  í ° 9  ° de  la  ley  N°20.283; esta omisi n,ó  
seg n  los  actores,  implicar a  ú í incumplir  el  art culo  í 31 bis  de  la  ley 
N°19.300, ya que impide a las personas a acceder a la informaci n ó de 
car cter á ambiental que se encuentre en poder de la administraci n.ó

Sostiene el informante que los actores confunden  la  regulaci nó  
aplicable a los permisos ambientales sectoriales, al afirmar que un plan 
de  manejo  forestal  solo  se  puede  otorgar  previa  certificaci n  ó de 
calificaci n  ambiental  sobre  el  ó cumplimiento  de  los  requisitos, 
afirmando que la Conaf habr a í vulnerado los art culos í 108 y 109 del 
reglamento  de  SEIA,  imputaci n  que  rechaza  puesto  que  elloó  
significar a í que todo proyecto que requiere un permiso para funcionar 
deber a  ingresar  í a  evaluaci n  ó ambiental,  lo  que  es  ajeno a la 
institucionalidad de la recurrida.

A ade que, de acuerdo a esa s ntesis, ñ í los recurrentes estiman que 
Conaf y Celco habr an vulnerado í su derecho a la igualdad ante la ley, 
ya que su actuar ilegal configurar a una discriminaci n respecto í ó de los 
habitantes  del sector y una vulneraci n a  ó su derecho  a vivir  en  un 
medio  ambiente  libre  de  contaminaci n,  ó dado que tales  omisiones e 
ilegalidades  afectar an a  í la  biodiversidad,  el  suelo  y el  agua  de  la 
Reserva, para lo cual  solicitan que se obligue a Bosques Arauco que 
ingrese  a  evaluaci n  ambiental  ó los  proyectos  de  monocultivo  que 
indican en su recurso; tambi n, é que se obligue a Conaf a mantener un 
registro p blicoú  de los planes de manejo que aprueba  y  exigir  el 
ingreso  a  evaluaci n  ambiental  de  ó los  proyectos  de  monocultivo 
cercanos a la Reserva Nogu n. é

Sostiene  que  el  presente  recurso  de  protecci n  debe  seró  
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rechazado, porque fue interpuesto fuera de plazo y porque la Conaf no 
ha incurrido en una omisi nó  ilegal ni arbitraria: los planes de manejo 
fueron  correctamente aprobados;  esa  corporaci n  carece  deó  
competencia para solicitar o determinar el ingreso de una actividad al 
SEIA, ya que las causales de ingreso a evaluaci n  ó son de derecho 
estricto; el registro p blico ú no existe para los planes de manejo forestal 
asociados al Decreto Ley 701.

Adem s, el á recurso de protecci n debe ser rechazado porque: noó  
es  la  v a id nea para ventilar  í ó asuntos  contenciosos administrativos  de 
naturaleza ambiental; los derechos que se reclaman no son de aquellos 
indubitados  que  requieran  cautela inmediata; el asunto  se  encuentra 
sometido  al  imperio  del  derecho,  al  existir  una  denuncia  ante  la 
Superintendencia del Medio Ambiente  por  los  mismos hechos y, no 
existe  vulneraci n  a  las  garant as  constitucionales  ó í que  se  estiman 
infringidas. 

En  cuanto  a  la  extemporaneidad  del  presente  recurso  de 
protecci n.  ó Afirma que se interpuso fuera del plazo fatal de treinta 
d as corridos, contados desde la ejecuci n delí ó  acto contra el que se 
reclama, t rmino dispuesto en el art culo 1  del Autoé í º  Acordado para 
Tramitaci n y Fallo  ó del  Recurso  de  Protecci n, se alando que paraó ñ  
ello es necesario revisar el siguiente listado de los planes de manejo en 
los  cuales  los  recurrentes  estiman  que  la  Conaf  habr a  í cometido 
omisiones ilegalidades y arbitrarias:
ROL Predio Resoluci n que aprob  eló ó  

Plan de Manejo
Fecha de la resoluci nó

4002-11 Res. N°C2373 7 de enero de 2002
21284-1 Res. N°614 14 de noviembre de 2002
21284-2 Res. N 4° 12/32-14/06 19 de julio de 2006
21284-5 Res. N°615 14 de noviembre de 2002
21284-17 Res. N 369° 6 de mayo de 2002
21284-52 Res. N 489° 2 de septiembre de 2002
21284-53 Res. N°188/32-14/11 4 de mayo de 2011
21284-58 Res. N°161/32-14/19 9 de abril de 2019
21286-7 Res. N°160/32-14/19 9 de abril de 2019
21286-29 Res. N 365° 3 de mayo de 2002
21286-34 Rol de Aval o sin registrarú -----
21286-38 Res. N°566/32-14/10 20 de diciembre de 2010
21287-38 Res. N°276/32-14/12 14 de mayo de 2012

De acuerdo al listado, se puede apreciar que la ltima ú resoluci nó  
que aprob  un plan ó de manejo para Bosques Arauco se dict  el ó 9 de 
abril  de  2019, fecha  a  considerar  para  el  computo  del  plazo  de 
interposici n  ó de  este  recurso,  al  haberse  configurado a  su respecto 
alguna  de  las  “omisiones  ilegales  y  arbitrarias  se aladas  ” ñ por  los 
recurrentes, el cual est  de sobra vencido, ya que la presente acci ná ó  
cautelar se interpuso el 16 de octubre de 2020. 
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Adem s,  á los  propios  recurrentes  se alan  ñ que  presentaron  una 
denuncia por los presentes hechos ante la Superintendencia de Medio 
Ambiente el 13 de agosto de 2020, evidenciando que, al menos para 
esa fecha,  tenían conocimiento  cierto de la existencia de las 
resoluciones de manejo contra las que reclaman, luego  es posible 
afirmar, que al momento de interponer la denuncia ante la autoridad 
medioambiental, los actores  conocían el sentido, alcance y contenido 
de todas las  resoluciones que ahora impugnan y,  si  se cuenta  el 
mismo plazo de 30 d as desde el citado 13 de agosto,  í el  presente 
recurso de protecci n tambi n ó é es extempor neo. á

Sobre el car cter á fatal del plazo de 30 d as para í la interposici nó  
del  recurso  de  protecci n,  cita  y  transcribe  diversa  jurisprudenciaó  
emanada de los Roles 2536-2013, 18.717-2018 y 28485-2018, todos de 
la  Excma.  Corte  Suprema  de  Justicia,  donde  se  establece  como 
doctrina: “el  plazo para recurrir de protecci n est  determinado deó á  
manera  precisa  en  el  mencionado  Auto  Acordado,  es  de  car cterá  
objetivo,  sin que su c mputo quepa intervenci n a las partes. ; ó ó ” “…
dentro  del  plazo  fatal  de  treinta  d as  í corridos  contados  desde  la 
ejecuci n del acto o ó la ocurrencia de la omisi n ó o, seg n ú la naturaleza 
de estos, desde que se hayan tenido noticias o conocimiento cierto de  
los  mismos,  lo  que  se  har  constar en  á autos,  de  modo que  supone 
siempre la ocurrencia de un evento determinado o el conocimiento del 
mismo,  a partir del cual se computa  el  plazo se alado ; el plazoñ ” “…  
para  su  interposici n,  que  corresponde  a  30  d as  corridos,  debeó í  
contarse desde la  ejecuci n del  acto u ocurrencia  de la omisi n,  oó ó  
desde que el afectado "haya tenido noticias o conocimiento cierto de  
los  mismos, lo  que  se  har  constar  en  autos"  ...  á “…habi ndoseé  
deducido   la   acci n   ó m s   á all  á del plazo se alado ñ en el fundamento 
primero, sta é resulta extempor nea,á  por lo que no podr  á prosperar . ”

En consecuencia, afirma que al  haberse interpuesto el  recurso 
de  protecci n el  ó 16  de octubre de  2020  y  haberse  dictado  la  ltimaú  
resoluci n  ó que  aprob  ó un  plan  de  manejo  el  9 de abril de  2019, el 
presente  recurso  de  protecci n  interpuesto  ó es  extempor neo.á  
Tambi n loé  es si se considera como fecha en que los actores tomaron 
conocimiento de las vulneraciones que reclaman,  el 13 de agosto de 
2020,  oportunidad  en  que  interpusieron  una  denuncia  similar  en 
cuanto a los  hechos que reclaman,  ante la  Superintendencia del 
Medio Ambiente. 

Respecto a que la Conaf no ha incurrido en una omisi nó  
ilegal  ni arbitraria. Afirma que los actos de su representada se han 
apegado estrictamente al ordenamiento jur dico, ya que lí os planes de 
manejo  fueron  correctamente  aprobados  y la  Reserva  se  encuentra 
debidamente protegida 

Afirma que la Conaf  es  una entidad  de derecho  privado, pero 
dotada de potestades p blicas, ú es parte de la administraci nó  financiera 
del Estado y depende del Ministerio de Agricultura. Su principal tarea, 
seg n el art culo 3  de sus estatutos, esú í º  administrar la pol ticaí  forestal 
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de Chile y fomentar el desarrollo del sector,  contribuyendo  a  la 
conservaci n, incremento, manejoó  y aprovechamiento de los  recursos 
forestales y reas á silvestres protegidas del pa sí , mediante el ejercicio de 
una serie de facultades, entre  las que se encuentran la elaboraci n yó  
ejecuci n  ó de  planes  de  desarrollo  forestal,  el  adecuado  manejo  y 
aprovechamiento de bosques, la elaboraci n de planes de protecci n yó ó  
conservaci n de recursos forestales del pa s, entre otros. ó í

Agrega que seg n ú el art culo 2  del í º D.L. N  ° 701 de 1974 sobre 
Fomento Forestal, modificado por la ley N  ° 19.561 de 1998, se define 
al plan de manejo (de plantaciones) “como el instrumento que regula 
el uso y aprovechamiento racional de los recursos naturales renovables  
de un terreno determinado, con el fin de obtener el m ximo á beneficio 
de ellos, asegurando al mismo tiempo la conservaci n, mejoramiento yó  
acrecentamiento de dichos recursos y su ecosistema . ”

Luego,  el  t tulo  í IV  del  citado  DL  N  ° 701, establece  la 
regulaci n ó aplicable a los planes de ordenamiento o manejo forestales y 
el procedimiento de aprobaci nó  de los  mismos,  estableci ndose queé  
deben  ser  presentados  por  un  ingeniero  forestal  o  agr nomoó  
especializado y que deben tener un desarrollo o per odo í de ejecuci nó  
de  no  m s  á de  10  a os,  como  ñ regla  general.  La  Conaf  tiene  la 
posibilidad  de  objetar  dichos  planes,  pudi ndose  reclamar  é de  dicha 
decisi n ó ante el Juez Civil competente. 

Por su parte, el t tulo II, p rrafo 6 , art culos 41 y 42 de í á º í la ley 
medioambiental  N°19.300,  considera  al  plan  de  manejo  como  un 
instrumento de gesti n ó ambiental, por lo que debe incluir, entre otras, 
las  siguientes  consideraciones  ambientales  para  asegurar  la 
conservaci n  de  ó los  recursos  naturales  y  la  diversidad  biol gica:ó  
mantenci n  de  ó caudales  de  aguas  y  conservaci n  de  ó suelos; 
mantenci nó  del valor paisaj stico;í  protecci nó  de especies en peligro de 
extinci n,  ó vulnerables,  raras  o, insuficientemente  conocidas,  todos 
aspectos que fueron considerados en forma previa a la aprobaci n deó  
los planes, afirmando que la tramitaci n de dichos planes ó se hizo con 
el mayor celo y diligencia, a fin de resguardar el medio ambiente. 

En cuanto al  procedimiento de solicitud y aprobaci n de losó  
planes  de  manejo,  dice  que  el  solicitante  debe  entregar  los 
antecedentes del o los predios intervenidos, se alando ñ la descripci n ó de 
las  obras,  del  rea  á y las  especies  a  intervenir,  las  condiciones  de 
reforestaci n  y  ó medidas  protecci n,  ó adem s   á de  una  cartograf aí  
georeferenciada; que seg n el D.L. 701 y su ú Reglamento, la Conaf se 
puede tomar hasta 120 d as,í  para la revisi n de los antecedentes, elloó  
para garantizar  un procedimiento  riguroso  que apunte  a  la  debida 
protecci nó  de los recursos forestales nacionales,  pudiendo  rechazar 
aquellos proyectos que no cumplan ese est ndar, agregando que entre losá  
a os 2017 y 2020, Bosques Arauco solicit  la aprobaci n de 203 planes deñ ó ó  
manejo  forestal  en  la  provincia  de  Concepci n,  de  los  cuales  s lo  seó ó  
aprobaron 86. 

Respecto a  la  Reserva Forestal Nongu n, afirma que  é ha sido 
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objeto  de  resguardo  por  la  Conaf  desde  la  fecha  de  su  creaci n,ó  
puesto que la ley de bosques le atribuye competencias administrativas 
respecto de los Parques Nacionales y Reservas Forestales, otorg ndoleá  
la  facultad  de  celebrar toda  clase  de  contratos  y  ejecutar  los  actos 
necesarios  para  obtener  un  mayor  aprovechamiento  de  esas  reasá  
protegidas. En ese sentido, el 26 de agosto de 2019, la Conaf dict  ó la 
Resoluci n  N 600ó ° /2019,  aprobando  el  plan  de  manejo  aplicable 
actualmente  a  dicha  Reserva,  estableciendo  expresamente  la 
prohibici n  ó de  realizar  labores  o  actividades contrarias a las 
contempladas en el plan de manejo aprobado el cual sirve como marco 
normativo para abordar los  desaf os  í que  enfrentar  á la  Reserva 
Nongu n  é en  la  pr xima  ó d cada,  é dot ndola  á de  infraestructura 
administrativa para la gesti n ó del uso p blico, la ú educaci n ambiental,ó  
y asegura sus objetos de conservaci n,ó  controlando las amenazas y 
escalando las intervenciones de la restauraci n.ó

Reconoce  la  relevancia  de  dicha  Reserva  por su  particular 
ubicaci n, por ser un ó ecosistema nico protegido y por ú los relevantes 
servicios ecosist micos é que aporta al rea á urbana Pencopolitana, por lo 
que  su  declaraci n  ó como  Reserva  Nacional,  permite  cumplir  los 
objetivos  de  conservaci n  ó y  protecci n  ó del recurso suelo y de las 
especies amenazadas de fauna y flora silvestres, la  mantenci n  ó o 
mejoramiento de la producci n h drica y ó í el desarrollo y aplicaci n ó de 
tecnolog as  í de aprovechamiento. En cuanto a su ubicaci n, dice queó  
se  ubica  en  el  rea  á Pencopolitana  de  la  provincia  de  Concepci n,ó  
regi n ó del Biob o, í en los 73  ° 00  ´ de latitud sur y 36° 52´ de longitud 
oeste, seg n se aprecia en ú mapa que agrega al informe. 

Agrega que, para la Conaf,  el  bosque que se encuentra en esa 
Reserva  tiene  una  gran  importancia, tanto  por su particular 
composici nó  de especies, como porque se localiza en la cabecera de la 
cuenca del Estero Nongu n é que corresponde a una subcuenca del r oí  
Andali n, una é de las cuencas costeras m s importantes de la á regi n ó del 
Biob o, í en t rminos de abastecimiento de agua potable para la comunaé  
de Penco, y, siendo el objetivo general de la Reserva la conservaci nó  
de  “la  cuenca  productora  de  agua   de  Nongu n,  é su  diversidad 
biol gica  ó e  integridad  ecosist mica  del  Bosque  Caducifolio  é de 
Concepci nó , aspectos ” que, seg n ú los recurrentes, se ven afectados por 
las supuestas  omisiones de Conaf, lo que no es efectivo seg n pasa aú  
explicar. 

Los  sectores  en  que  se  han  aprobado  los  planes  de  manejo 
objeto del recurso no tienen relaci n con la superficie de la ó reserva en 
t rminos de abastecimiento de é recursos h dricos, ya que el í territorio de 
la  reserva  incorpora dentro de  sus  l mites  í la  totalidad  de  la  cuenca 
superior  del  Estero Nongu n,  é sin que reciba aportes h dricos  í de  los 
predios vecinos, siendo err nea ó y carente de fundamento la afirmaci nó  
de  los recurrentes de que hay  afectaci n aó l Estero Nongu n,é  curso 
que  sirve de  abastecimiento  de  agua a  la comuna  de Penco, para lo 
cual acompa a una imagen de la red hidrogr fica del sector, contenidañ á  
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en el plan de manejo de  la propia Reserva, de la que se desprende 
que las actividades realizadas en el sector aprobado por los Planes de 
Manejo,  puedan afectar  el estero, ya que dicho curso de agua  y sus 
tributarios se encuentran ntegramenteí  dentro del rea  á protegida, sin 
tener conexi n h drica con  ó í los  predios  vecinos;  a ade,  que tanto elñ  
predio rol 21286-29, que los recurrentes se alan ubicado ñ dentro de la 
reserva, como los dem s á del sector en los que se aprobaron los planes 
de manejo recurridos, forman parte de una microcuenca distinta de la 
microcuenca de la Reserva Nacional Nongu n, ya que é el l mite í de la 
Reserva  con los predios vecinos es  la divisoria de aguas que adem s,á  
coincide con un camino de por medio, perfectamente distinguible en 
las im genes á de Google Earth disponibles desde 2002 a la fecha.

Sostiene que al ser la Conaf la entidad precisamente encargada 
del  cumplimiento  de  los  objetivos  de  la  Reserva,  siendo  uno  de  los 
prioritarios  la  c“ onservaci n  de  ó la  cuenca  productora  de  agua  de 
Nongu n ,  é ” la  aprobaci n  ó de  los  planes  de  manejo  por  los  que  se 
recurre ha cumplido cabalmente con ese objetivo y se enmarca dentro 
de las atribuciones que esta Corporaci n ó debe ejercer de conformidad 
a  la  normativa  aplicable,  careciendo  los  recurrentes  de  cualquier 
fundamento que pueda desacreditar lo se alado.ñ

Dice que la Reserva ocupa una superficie aproximada de 3.055 
hect reas,  600 de ellas  á forman  parte  de  la  comuna  de  Concepci n,ó  
2.331 hect reas  est n ená á  la  comuna  de  Chiguayante  y  un  peque oñ  
porcentaje  en  la  comuna  de  Hualqui, siendo una  de  las pocas áreas 
protegidas inserta en sectores urbanos densamente poblado, por ello la 
Conaf,  a  trav s  é del plan de manejo de la  Reserva,  ha implementado 
una  serie  de  acciones  de conservaci n:  ó vigilancia  permanente  y  un 
mecanismo de alerta temprana para disminuir los  riesgos de incendio 
dentro de  la  Reserva;  la  definici n  de  ó una zona  de  amortiguaci nó  
ante la amenaza de incendios forestales, de alta incidencia en las zonas 
aleda asñ  de la Reserva, en las comunas de Hualqui y Chiguayante. En 
el a o 2016 se identificaron los oñ bjetos de conservaci n ó biol gicos ó de 
la  Reserva,  a  partir  del  conocimiento  del  Equipo  “ N cleo ,  ú ” sobre  el 
funcionamiento del  ecosistema protegido, sustentado por una revisi nó  
bibliogr fica y  á validado posteriormente, fue en  ese  proceso donde  se 
identificaron  las  amenazas  directas e  indirectas  a  esos  objetos, 
construy ndose los  pilares  del  marco conceptual  del  rea  protegida,é á  
defini ndose,  finalmente,  cuatro  objetos  de  conservaci n  biol gicos:é ó ó  
Bosque Nativo Caducifolio en la cabecera de la cuenca de Nongu n ,“ é ”  
Mesomam feros , Esteros y su biota  y Michay araucano-Pitao . “ í ” “ ” “ ”

Por otro lado, el plan de manejo de la Reserva cuenta con una 
amplia normativa para regular su uso por el p blico, como ú presencia de 
mascotas, uso de fuego, investigaciones, filmaciones,  uso  del  espacio 
a reo,  é obras,  manejo  de  flora,  fauna  y  de recursos naturales, con el 
objeto de proteger la Reserva y sus objetos de conservaci n. Adem s,ó á  
el plan de manejo cuenta con una planificaci nó  del monitoreo, donde 
se proyect  ó el  estado  esperado  de  los  objetos  de conservaci n  ó y las 

JY
K

B
X

D
V

H
JF



amenazas  a  un  plazo  determinado  de  tiempo,  para  evaluar la 
necesidad de posibles ajustes en el manejo del reaá  protegida. Es decir, 
todo lo se alado  ñ es  indicativo de los  esfuerzos  realizados por Conaf 
para  cumplir  con  su  obligaci n  legal  y  dar  adecuado  y  oportunoó  
resguardo a esta Reserva, por lo que no se le puede imputar omisi n oó  
ilegalidad  alguna  relacionada con  asuntos  para  los  cuales  carece de 
facultades, como exigir el ingreso de  un plan de manejo forestal al 
SEIA. 

Sobre  este  punto se ala  que en esta  ñ supuesta  omisi n de noó  
haber exigido el ingreso al SEIA de los proyectos de  monocultivo 
presentados por Celco, cuyos planes de manejo fueron aprobados sin 
contar  con  esa  evaluaci n  ambiental,  ó los  recurrentes  invocan 
err neamente  ó normas para justificar su reclamo, sosteniendo que la 
Conaf no tiene competencia alguna, ni para exigir el ingreso al SEIA 
de  un  proyecto  o  actividad,  ni  para  analizar  si  corresponde  dicho 
ingreso, ni menos para requerir una consulta de pertinencia de ingreso 
al  SEIA, previo  a  la  emisi n  ó de  una  autorizaci n,  puesto  que  eó l 
rgano  competente  para  esas  funciones  ó es  la  Superintendencia  del 

Medio Ambiente, seg n ú lo se alado ñ en el art culo í 3  ° letra i) de la ley 
N°20.417; Ley  Org nica á de la Superintendencia, que  establece como 
funci n  ó de dicho servicio:  “Requerir, previo informe del  Servicio  de 
Evaluaci n,  mediante  resoluci n  ó ó fundada  y  bajo  apercibimiento  de 
sanci n,  a los  titulares  ó de  proyectos  o actividades  que conforme  al 
art culo  í 10  de  la  ley  N  º 19.300,  debieron  someterse  al  Sistema  de 
Evaluaci n  ó de  Impacto Ambiental y no cuenten con  una  Resoluci nó  
de  Calificaci n  Ambiental,  ó para  que  sometan  a  dicho  sistema  el  
Estudio o Declaraci n  ó de  Impacto Ambiental correspondiente.  A su”  
vez,  el  art culo  í 26  del  reglamento  del  SEIA, se ala que  ñ el  rganoó  
competente para pronunciarse  sobre  si un proyecto o actividad o su 
modificaci nó  debe someterse al SEIA, es el Director  Regional o  el 
Director  Ejecutivo  del  Servicio  de  Evaluaci n  Ambiental,  ó seg nú  
corresponda,  cuesti n  ó ratificada  por  la  Contralor a  í General  de  la 
Rep blica  ú en  sus  dict menes Ná ° 27.856/2005, N  º 45330/2008  y Nº 
31287/2010.

Adem s,  dá e  conformidad  con el  Ord.  N°142090,  de  27  de 
noviembre  de  2014,  sobre  Consultas  de  Pertinencia  de  Ingreso  al 
SEIA, elaborado por la Direcci n Ejecutiva ó del Servicio de Evaluaci nó  
Ambiental, las consultas  de  pertinencia  no constituyen “un requisito 
previo necesario  para  el  otorgamiento  de un  permiso sectorial, sino 
que m s á bien consiste en un tr mite á efectuado por los proponentes, de 
car cter voluntario y previo  á al eventual sometimiento de un proyecto 
o actividad, o  de  su  modificaci n,  ó al  SEIA ; tampoco  ” “…deben  ser 
incorporadas en instructivos, normas,  gu as,  í reglamentos o cualquier 
tipo  de  instrumento  de  similares caracter sticas, como  í una  exigencia 
previa  para  el otorgamiento  de una  autorizaci n sectorialó . Es decir,”  
tambi n  era  improcedente  que  la  Conaf  requiriera  la  consulta  deé  
pertinencia  de  ingreso  al  SEIA  en  forma  previa  a  la  emisi n  deló  
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pronunciamiento t cnico solicitado. é
Sostiene  que  en  ese  mismo  sentido  se  ha  pronunciado  la 

Contralor a í General de la Rep blica, medianteú  dictamen N° 8242 de 
2020, al se alar: ñ “Como se puede apreciar, de la normativa indicada 
se  colige  que  la  consulta  de  pertinencia  o  su  respuesta  no  es  un 
requisito legal o reglamentario previsto  por  el  ordenamiento  jur dicoí  
para efectos de la inscripci n ó en el RNA de aquellos proyectos a que se 
refiere el servicio recurrente, sino que constituye un tr mite á de car cterá  
voluntario, que permite a los titulares de aqu llos dirigirse é al Director 
Ejecutivo y los directores regionales del SEA, seg n ú corresponda, a fin 
de solicitarles una opini n, en ó base a los antecedentes proporcionados 
al efecto, si un proyecto o actividad, o su modificaci n,ó  debe someterse 
al SEIA  (aplica  criterio  contenido en los dict menes Nos  á 7.620,  de 
2013 y 25.269, de 2014). En este contexto, el pronunciamiento que al 
respecto emita el SEA se enmarca dentro de las declaraciones de juicio 
que realizan los rganos  ó de  la  Administraci n en el  ó ejercicio  de  sus 
competencias,  por  medio  de  las  cuales  expresan  su  punto  de  vista 
acerca de la materia sobre la cual se ha requerido su opini n, sin queó  
tal instrumento tenga car cter vinculante á por  cuanto su  respuesta  no 
lo  inhabilita  a  modificarla  posteriormente  en  caso  de  que  los 
documentos  acompa ados  ñ no  se  ajusten a  la  realidad (aplica  criterio 
contenido en los  dict menes  Nos  á 7.620,  de  2013  y  463,  de  2015). 
Atendido  lo  expuesto,  cabe  concluir  que  no  procede  que  el 
SERNAPESCA  exija  a  los  titulares  de  proyectos  acu colas  que  í no 
requieran de concesi n o autorizaci n de acuicultura, ó ó la pertinencia de 
ingreso al SEIA para efectos de su inscripci n ó en el RNA, sin perjuicio 
del deber del interesado de cumplir  la  normativa ambiental sectorial 
pertinente. ; ” agregando que  dicho dictamen, aun cuando se refiere a 
Sernapesca, es homologable al presente caso, debiendo concluirse que 
la Conaf no tiene atribuciones para solicitar el ingreso de un proyecto 
al SEIA, ni para exigir consultas de pertinencias como requisito previo 
para el ejercicio de sus competencias sectoriales y es coherente con su 
Memor ndum  á N  ° 4053/2018, de  21 de agosto de 2018, donde se 
se alañ  expresamente que no corresponde  solicitar consultas de 
pertinencias de ingreso al SEIA, dada la instrucción de  la 
Superintendencia  de  Medio  Ambiente,  contenida  en el Ord. N° 
180152. En consecuencia, los nicos rganos competentes para requerirú ó  
el ingreso al SEIA y determinar la pertinencia de ingreso al SEIA de 
un  determinado  proyecto  o  actividad  son,  respectivamente,  la 
Superintendencia  del  ramo  y  el  Servicio  de Evaluaci n Ambiental,ó  
asimismo, dado que la Conaf no puede pronunciarse al respecto, no se 
puede  imputar  como  omisi n ilegal la no exigencia de  ó ingresar  al 
SEIA  de  un  determinado  proyecto,  al  carecer  de  facultades;  de 
haberlo hecho,  como lo  pretenden  los  recurrentes,  habr a sido unaí  
ilegalidad, al obrar fuera de sus competencias legales, vulnerando con 
ello los art culos í 6  ° y 7  ° de nuestra carta fundamental.

En otra parte del informe sostiene que las causales de ingreso al 
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SEIA son de derecho estricto,  es decir, no pueden ser modificadas 
por  convenciones  particulares,  debiendo  ser  interpretadas 
coherentemente y sin que sea posible hacer interpretaciones extensivas 
o anal gicas ó al respecto, ello de conformidad a lo dispuesto el art culoí  
8  ° de  la  ley  N  ° 19.300  que  se ala:  ñ “Los  proyectos  o  actividades  
se alados ñ en el art culo í 10 s lo ó podr n á ejecutarse o modificarse previa 
evaluaci n ó de su impacto ambiental, de acuerdo a lo establecido en la 
presente ley”. Por su parte, el art culo í 10 siguiente contiene un listado 
de proyectos o actividades que, atendida la presunci n ó de que pueden 
causar  impactos  ambientales  en  cualquiera  de  sus  fases,  deben 
evaluarse ambientalmente previo a su ejecuci n o modificaci n, normaó ó  
que es complementada por el art culo 3í ° del reglamento del SEIA.

En las  condiciones  anotadas,  la  nica  ú v a para  í establecer  un 
eventual  ingreso  de  las  plantaciones  objeto  del  presente  recurso  al 
SEIA, ser a definir si ellas se enmarcan o í no en alguna de las tipolog así  
del art culo í 10 de la ley N 19.300,°  complementadas en el  art culo í 3° 
de su reglamento,  cuesti n  ó que  no compete a la Conaf, siendo una 
facultad privativa de la Superintendencia del Medio Ambiente; luego, 
los recurrentes  se equivocan al  afirmar que la letra d)  del art culo í 11 
de  la  ley N 19.300 exige  que  ° los  proyectos  cercanos  a  la  Reserva 
requer an aprobaci n í ó ambiental por estar en las inmediaciones de un 
rea á protegida, opini n que, adem s, refrenda citando y transcribiendoó á  

el considerando quinto de una sentencia dictada por la Excma. Corte 
Suprema en el Rol N°79474-2020, que se pronunci  sobre la instalaci n deó ó  
una antena de telecomunicaciones en el l mite í de un parque nacional, 
donde el m ximo tribunal sá e al :  ñ ó “Por otro lado, tal como se indicó 
anteriormente,  la  autorizaci n  ó de  la Subtel,  fue otorgada a trav s delé  
Decreto Supremo que autoriza la modificaci n ó de la concesi n, el 7 ó de 
enero  de  2020,  luego  de  un  procedimiento  que  incluy  las  dosó  
publicaciones  que  la  recurrente  acusa  omitidas.  Finalmente,  
corresponde  tambi n  é destacar  que,  por  un  lado,  el  Servicio  de 
Evaluaci n  Ambiental  inform  que  este  tipo  de  proyectos  ó ó no  está 
obligado a someterse al Sistema de Evaluaci n de Impacto Ambiental;ó  
por otro, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo y el Servicio Agr colaí  
y Ganadero,  confirmaron que no  se  trata  de una  construcci n queó  
requiera un informe favorable previo .”

Sostiene que el art culo í 11 de la ley N°19.300 no se refiere a las 
causales  de ingreso al SEIA, porque eso  lo hace el  art culo anterior,í  
sino  que  se  refiere  a  los  requisitos  para  presentar  un  estudio  de 
impacto ambiental, por generarse alguno de los efectos, caracter sticasí  
o  circunstancias  ah  se alados,  í ñ indicando  que  dicho  estudio 
corresponde  a  una  de  las  2 v as  í consideradas  por  la  ley  para  el 
someter  a evaluaci nó  de un proyecto.  Por tanto, solo en caso de 
configurarse alguna de las causales de ingreso del  art culo  í 10 de  la 
ley, habr a í que analizar si  tambi n aplican a é los proyectos  alguna de 
las  letras  del  art culo  í 11 de  dicha  ley,  pero  no  al  rev s,  é como 
pretenden  hacer  los  recurrentes.  El  posible  da o  ñ ambiental  y  a  la 
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salud  de las personas alegado por los recurrentes no son razones que 
permiten  justificar el  ingreso al SEIA y por las  cuales se pueda 
determinar la ilegalidad  o  arbitrariedad  de  los  planes  de  manejo, 
existiendo  otras  acciones  o  instrumentos  para  hacerse  cargo  de  un 
eventual da o ñ ambiental, como la acci n ó de reparaci n establecida ó en 
la ley N  ° 19.300, pero no la v a í de protecci n.ó

A ade  que  ñ los  recurrentes  confunden  tambi n  é la  normativa 
aplicable a los permisos ambientales sectoriales, cuando se alan que elñ  
SEIA  funciona  bajo  el  supuesto  necesario  de  que  los  permisos 
ambientales  sectoriales  deben  ser  otorgados  previa  evaluaci nó  
ambiental, indispensable respecto de las plantaciones forestales aleda asñ  
a la Reserva Nacional Nongu n, no siendo é factible que esos permisos 
sectoriales  para  planes  de  manejo,  se  otorguen  sin  la  respectiva 
evaluaci nó  ambiental. Al respecto dice que el sistema funciona distinto 
cuando  un  proyecto  o  actividad  que  ha  ingresado  a  evaluaci nó  
ambiental,  requiere de  permiso   sectorial  de   aquellos 
singularizados  en  el reglamento del SEIA ya que este puede y debe 
ser otorgado dentro del SEIA, seg n lo se ala el ú ñ artículo 8° de la Ley 
N°19.300:  “Todos   los   permisos   o   pronunciamientos   de 
carácter ambiental, que de acuerdo con la legislación vigente deban o 
puedan emitir  los organismos del Estado, respecto de proyectos o 
actividades sometidos  al sistema   de  evaluación,  serán  otorgados 
a   través   de   dicho   sistema,   de  acuerdo a las normas de este 
párrafo y su reglamento.  Es decir, ” los permisos sectoriales que deban 
otorgarse respecto de proyectos sometidos al SEIA se otorgar n á dentro 
de  dicho  sistema,  por  ello  es  errada  la interpretaci n  deó  los 
recurrentes de exigir ingreso al SEIA para obtener  un  determinado 
permiso de una autoridad, ello llevar a í al absurdo de hacer ingresar a 
evaluaci n ambiental  ó todos  los proyectos  que  requirieran  un permiso 
sectorial. 

Sostiene  que  los  propios  recurrentes  citan  el  art culo  í 10  del 
reglamento  del  SEIA,  que  dispone: Los  proyectos  o  actividades“  
susceptibles de causar impacto ambiental, en cualesquiera de sus fases,  
que  deber n  someterse  á al  Sistema  de  Evaluaci n  ó de  Impacto 
Ambiental,  son  los  siguientes:  p)  Ejecuci n  ó de  obras,  programas  o 
actividades  en  parques  nacionales,  reservas  nacionales,  monumentos  
naturales,  reservas  de  zonas  v rgenes,  santuarios  í de  la  naturaleza, 
parques  marinos,  reservas  marinas  o  en cualesquiera otras reasá  
colocadas bajo protecci nó  oficial, en los casos en  que  la  legislaci nó  
respectiva  lo  permita ,  …” sin embargo,  ellos  reconocen  que  tampoco 
hay certeza respecto de que se cumpla el supuesto de hecho del citado 
art culo 10 letra p) qí ue requiere desarrollar la actividad o proyecto en 
el  interior  de  un  rea  protegida  y,  como  los  pá lanes  de  manejo 
impugnados  tienen  por  objeto  terrenos  fuera  de  la Reserva, no se 
configura el supuesto contenido en la citada letra p) del art culo 10 delí  
reglamento.

A ade que esta interpretaci n est  respaldada enñ ó á  jurisprudencia 
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administrativa  que  sostiene  que,  aun  cuando el proyecto se emplace 
dentro de un rea protegida,  ello no  á siempre  requiere  el  ingreso a 
evaluaci n  ambientaló ;  es  el  caso  de la  Resoluci n  ó Exenta  N° 
0605/2017, de 14 de diciembre de 2017 (ID PERTI-2017-2415): “no 
todo proyecto o actividad que se pretenda ejecutar en un rea que á se 
encuentra bajo protecci n oficial deba necesariamente ó ser sometida al 
SEIA,  siendo  menester  para  estos  efectos  ponderar  la  magnitud, 
envergadura,  duraci n  y  finalidad  ó de  las  obras  proyectadas  ( )  es…  
posible establecer que las obras no alteran el valor patrimonial y el  
objeto  de  resguardo  de  la  Zona  de  Conservaci n Hist rica, pues  ó ó al 
tratarse de obras menores no guardan relaci n con los ó elementos  que 
fundan  dicha  declaratoria,  por  lo  que  es  posible  colegir  que  la 
intervenci n ó no constituye por s  sola í el criterio establecido en el literal 
p) del art culo 3 del í D.S. N  ° 40/2012 del MMA, RSEIA.   ”

Frente  a  casos  de  consulta  de  pertinencia,  la  autoridad  ha 
mantenido  el  mismo  criterio  al  decir:  “…no  todo  proyecto  o 
actividad que se  pretende ejecutar en un rea que á se  encuentra bajo 
protecci n oficial debe necesariamente ó ser sometido al SEIA, sino solo 
aquellos que resulten relevantes  desde  el punto  de  vista del impacto 
ambiental que son susceptibles de provocar.  (” Consultas de Pertinencia 
PERTI-2018-3505, PERTI-2019-899, PERTI-2018-522 y PERTI- 
2016-2510,  agregando  que  a  similar  conclusi n  lleg  ó ó la  Contralor aí  
General  de la Rep blica en el ú Dictamen CGR N°48.164 de 2016, al 
se alarñ :  “… la sola circunstancia de que un proyecto se desarrolle en 
una de las reasá  previstas en el referido  literal  p)  no  basta  para 
sostener  que aquel  obligatoriamente debe ingresar  al  SEIA, pues  el 
art culo  í 10  de  la  ley  N  ° 19.300  exige,  adem s,  á que  se  trate  de 
proyectos o actividades susceptibles de causar impacto ambiental  … Así 
entonces,  cabe  sostener  que  no  todo  proyecto  o  actividad  que  se  
pretende ejecutar en un rea que se á encuentra bajo protecci n ó oficial  
debe  necesariamente  ser  sometida  al  SEIA,  sino  solo  aquellos  que  
resultan relevantes  desde  el  punto de vista del impacto ambiental que 
son  susceptibles  de provocar. ;  recientemente  el  rgano  contralor” ó  
resolvi  ó en  dictamen  39766  de  30  de  septiembre  de  2020: 
“Igualmente,  es  menester  recordar  que  seg n  ú lo  ha  se alado  ñ la 
jurisprudencia administrativa -contenida, entre otros,  en el  dictamen  
N  ° 48.164,  de  2016,  la  sola  circunstancia  de  que  un  proyecto  se 
desarrolle en una de las reas previstas á en el referido literal p) no basta 
para sostener que aquel obligatoriamente debe ingresar al SEIA, pues 
el mencionado art culo í 10 de la ley N  ° 19.300 exige, adem s, á que se 
trate  de  proyectos  o  actividades  susceptibles  “ de  causar  impacto 
ambiental . ” Y, concluye, que “… no todo proyecto o actividad que se 
pretende ejecutar en un rea que se á encuentra bajo protecci n ó oficial  
debe  necesariamente  ser  sometido  al  SEIA,  sino  solo  aquellos  que  
resulten relevantes  desde  el  punto  de vista del impacto ambiental que 
son susceptibles de provocar. Ello, en todo caso, es sin perjuicio de la 
concurrencia de otras causales que hagan procedente el ingreso de un 

JY
K

B
X

D
V

H
JF



proyecto al SEIA.”
Por otro lado, fundada en las consideraciones anteriores, y bajo 

los  mismos argumentos,  la  Direcci nó  Ejecutiva del Sistema  de 
Evaluaci n Ambiental, mediante ó Ord.  N°161081 de 17 de agosto de 
2016, asent  ó el siguiente criterio: “…cuando se contemple ejecutar una 
obra ,  programa  o  actividad  en  un  rea  colocada  bajo“ ” “ ” “ ” á  

protecci n  oficial,  debe  necesariamente  realizarse  un an lisis  previoó á  
sobre si tales obras son susceptibles de causar impacto ambiental  … En 
particular, debe considerarse la envergadura y los potenciales impactos  
del  proyecto o actividad,  en relaci n al  objeto de protecci n de laó ó  
respectiva rea, de manera que el sometimiento al SEIA tenga sentidoá  
y reporte beneficios concretos en t rminos de prevenci n de impactosé ó  
ambientales adversos.  no toda intervenci n en un rea protegida… ó á  
debe someterse al SEIA, sino que debe tratarse de intervenciones que  
tengan  cierta  magnitud  y  duraci n,  no  de  aquellas  que  impactenó  
positivamente o agreguen valor al rea. Ello deber  ser analizado casoá á  
a caso, dependiendo de las caracter sticas del proyecto concreto y delí  
rea a ser intervenida, considerando el objeto de protecci n de estaá ó  
ltima.  ú ”

As ,  entonces,  queda  claro  que  paraí  que la  ejecuci nó  de 
determinadas obras programas o  actividades  al  interior  de  un  reaá  
protegida  deba ingresar  al SEIA se  debe  analizar previamente stasé  
seg n  ú su envergadura;  seg n  ú si  producir n  potenciales  impactosá  
negativos  relevantes  en el  rea  á intervenida y,  si  son  susceptibles  de 
afectar  el  objeto  de  protecci n  ó de  esta  ltima. Sin embargo, afirma,ú  
ninguno  de  estos  criterios  fue  debidamente  acreditado  por  los 
recurrentes, como ellos mismos lo se alan, ya que s lo ñ ó se citan estudios 
gen ricosé  sin hacer el menor an lisisá  del caso particular.

Agrega que tampoco  se  configurar a  í la hip tesis de la  ó letra  m) 
del  art culo  í 3  ° del  reglamento  del  SEIA,  norma que establece  una 
serie de supuestos facticos que  no se han acreditado en el  presente 
caso,  puesto  que  los  recurrentes  ning n  aú n lisis  hacen  sobre  lasá  
caracter sticas  í de  los distintos  proyectos aprobados para que  puedan 
ser  considerados  de  dimensiones  “ industriales  y  cumplir  con  ” los 
supuestos  para  ser  considerados  como  Proyectos  “ de  desarrollo  o 
explotaci n  ó forestales ;  n” inguno  de  esos  supuestos,  regulados 
detalladamente desde las letras m.1 a m.4 del mencionado art culoí  3 ,°  
fueron se alados ñ por los recurrentes.

As , bajo estas circunstancias, la Conaf  í no es  competente para 
exigir  el  ingreso  a  evaluaci n ambiental de  ó proyectos o  actividades; 
tampoco puede condicionar la entrega de un permiso determinado a 
la  consulta  de  pertinencia  de  un  proyecto  o  actividad,  adem s,  á los 
recurrentes  no  acreditaron  que se configuren las causales de ingreso 
establecidas en las letras m) y p) del art culo í 10 de la Ley N°19.300, las 
que son de derecho estricto.

En  relaci n  con  la  existencia  de  alg n  plan  de  manejoó ú  
forestal  aprobado dentro de la  Reserva  Nacional Nongu n.  é Dice 
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que no es efectivo que se haya aprobado un plan de manejo forestal en 
el predio rol 21286-29, el cual, seg n los actores, estar a al interiorú í  de 
la reserva en una porci n ó menor de su extensi n, por lo que ó debi  seró  
evaluado ambientalmente,  al  tratarse  de  una actividad desarrollada 
dentro de un rea protegida, se alando que el plan á ñ de manejo forestal 
de ese predio se aprob  por Resoluci n  ó ó N  ° 365,  de  3  de mayo  de 
2002, es decir, mucho antes de la creaci n ó de la Reserva Nongu n; aé  
la poca é de aprobaci nó  no exist aí  un reaá  bajo protecci nó  oficial que 
pudiera  hacer  exigible  una evaluaci n  ó ambiental  de  las  actividades 
asociadas  al  plan  de  manejo  forestal cuestionado,  agregando  que 
tampoco existe superposici n ó real entre el rea respecto de la cual seá  
aprob  el pó lan de manejo forestal y la Reserva, existiendo un camino 
que separa el predio Rol 21286-29 y la Reserva Nacional Nongu n, loé  
que grafica incluyendo en su informe una fotograf a a rea del lugar.í é

Sobre  la  exigencia  de  registro  p blico  de  los  ú planes  de 
manejo  asociados  al  Decreto  Ley 701. Dice que  los  recurrentes 
incurren en un 
error,  puesto que no hay exigencia  legal  de mantener  un  registro 
p blico ú de  los  Planes  de Manejo  asociados  al  Decreto  Ley N 70° 1, al 
no figurar dicha exigencia en esa norma, agregando que los actores 
citan  la  ley  N°20.283  sobre  Recuperaci n  ó de  Bosque  Nativo  y 
Fomento Forestal como fundamento de dicha obligaci n,ó  al se alar susñ  
art culosí  1  y 5 : ° º Art. 1 .-“ º  Esta ley tiene como objetivos la protecci n,ó  
la recuperaci n y el mejoramiento ó de los bosques nativos, con el fin de 
asegurar la sustentabilidad forestal y la pol ticaí  ambiental ; ” “Art. 5 .-º  
“Toda acci n  ó de  corta  de  bosque nativo, cualquiera  sea  el  tipo  de 
terreno  en  que  ste  é se  encuentre,  deber  hacerse  previo  plan  á de 
manejo aprobado por la Corporaci n. Deber  cumplir, ó á adem s, á con lo 
prescrito en el decreto  ley  N  º 701,  de  1974. Los planes  de  manejo 
aprobados deber n  á ser  de  car cter p blico y estar disponibles en  á ú la 
p gina á web de la Corporaci n ó para quien lo solicite.  ”

Sin  embargo,  los  planes  objeto  del  presente  recurso 
corresponden  a plantaciones  forestales,  como lo se alan cada  ñ una de 
las Resoluciones Exentas de la Conaf que los aprobaron;  si  bien ellas 
se  dictaron  en  conformidad  al  DL N 70° 1,  lo  dispuesto  en  la  ley 
N°20.283  no  es  aplicable, toda  vez  que dicha normativa se refiere a 
planes de manejo de corta de  bosque  nativo y  no a las plantaciones. 
En consecuencia,  no  existe  omisi n o ilegalidad  ó alguna  por  parte  de 
Conaf al no publicar los planes de manejo objeto del presente recurso, 
toda vez que esa obligaci n ó existe solo respecto de los planes referidos 
al bosque nativo y no para aquellos de plantaciones forestales.

En  cuanto  a  que  el  recurso  de  protecci n  no  es  la  v aó í  
id nea  para  ventilar  asuntos  contenciosos  administrativos  deó  
naturaleza  ambiental,  al  existir  un  procedimiento  especial  que  
asegura  una  tutela  judicial  efectiva.  Dice  que  el  recurso  de 
protecci n ó es  una acci n  ó de  car cter cautelar para que á la respectiva 
Corte  de  Apelaciones  adopte  las  providencias  necesarias  para 
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restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protecci nó  del 
afectado.

Si  bien  este  mecanismo  se  utilizaba  para  impugnar  actos  u 
omisiones de car cter ambiental, con á la dictaci n ó de la ley N  ° 20.600, 
que crea a los Tribunales Ambientales, promulgada el 18 de junio de 
2012 y publicada en el Diario Oficial el 28 de junio de 2012, conforme 
a  su  art culo  17,  la  ley  entreg  a  esos  rganos  jurisdiccionales  í ó ó la 
competencia  para  conocer  las  controversias  medioambientales  y 
ocuparse  de  los dem s  á asuntos  que  la ley  somete  a su  conocimiento, 
quedando  el control jurisdiccional de las decisiones ambientales de la 
autoridad administrativa ambiental,  a cargo de jueces especializados 
que componen un  tribunal  de  integraci n  mixta,  especializado  y  deó  
car cter  á nico,  para  la  dictaci n  de  resoluciones  predecibles  queú ó  
otorguen certeza jur dica a í los interesados. Luego, son los Tribunales 
Ambientales,  los  llamados  a  conocer  y  resolver  las  controversias 
ambientales, como la de la especie, conclusi n que ha sido ratificadaó  
por la Excelent sima í Corte Suprema en reiterados fallos, asentando la 
doctrina  de  que  dictada  la  ley  N  ° 20.600,  son  los  Tribunales 
Ambientales  los  llamados  a  resolver  controversias  ambientales,  no 
correspondiendo  conocer  esas  materias  mediante  el  recurso  de 
protecci n,ó  al  exceder su naturaleza urgente y cautelar,  citando  al 
efecto  los  roles  2892-2014,  10640-2015,  43.358-2017.  En el  mismo 
sentido ha fallado esta Corte con fecha 5 de septiembre de 2017, en el 
Rol N 6170-° 2017, confirmado por el m ximo tribunal en el rol 39.982-á
2017  al declarar  la  inadmisibilidad  del  recurso  de  protecci nó  
interpuesto,  se alandoñ  en su considerando segundo:  “Que,  en 
consideraci n a lo anterior, la presentaci n de los reclamantes, por susó ó  
caracter sticas, debe ser resuelta en sede de la nueva institucionalidadí  
en material ambiental, esto es, por los Tribunales Ambientales, tanto si  
no se vislumbra en el presente caso quebrantamiento de un derecho  
que haya de restablecerse mediante la acci n de protecci n intentada,ó ó  
as  lo ha resuelto, por lo dem s, la Excelent sima Corte Suprema ení á í  
los  autos  Rol  10.403-  2017,  Rol  11.4982017  y  Rol  11.501-2017” 
Similar decisi n se adopt   ó ó en la  causa  rol  N  ° 9315-2017, sentencia 
tambi n confirmada é por la  Excma.  Corte  Suprema, en rol N° 977-
2018.

En  consecuencia,  el  recurso  de  protecci n  no  ó es  el  medio 
adecuado  para  debatir  contenciosos  administrativos  de  car cterá  
ambiental,  atendido  que  existe  una  judicatura especializada  en  esas 
materias,  las  que  por  definici nó  deben ser ventiladas en un 
procedimiento de  lato conocimiento,  dado su marcado car cterá  
t cnico yé  no de naturaleza cautelar. Lo anterior resulta m s evidente á si 
se considera que actualmente la Superintendencia del Medio Ambiente 
investiga una denuncia por los mismos hechos que motivan el presente 
arbitrio, as ,  í los recurrentes  ya utilizaron los mecanismos  franqueados 
por la Ley para efectos de obligar, en caso que corresponda, el ingreso 
al  SEIA  de  actividades  como  las  que   impugna  con  su  arbitrio, 
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pudiendo, en  su oportunidad, acceder al Tribunal Ambiental en caso 
de no quedar conformes con la resoluci n de esa ó superintendencia, al 
tenor de lo autorizado por los art culos 21 y 56 í de la ley N  ° 20.417. 
Adem s,  á el  n mero  ú 3) del  art culo í 18 de  la ley N  ° 26.600, otorga la 
calidad  de  partes  en  los  asuntos de  esos tribunales especiales a “las 
personas naturales o jur dicas directamente í afectadas por la resoluci nó  
de la Superintendencia del Medio Ambiente . ” Por ltimo, contra ú de la 
sentencia  de ese tribunal se pueden interponer sendos  recursos de 
casaci nó  en la forma y  en  el fondo, para  ante  la  Excma. Corte 
Suprema.

Luego,  queda  claro  la  existencia  de  un procedimiento 
administrativo y, con posterioridad,  uno  judicial,  para investigar  y 
determinar si una actividad debe o no someterse al SEIA, por lo que 
el  derecho  de  los  recurrentes  a  la  tutela  judicial  efectiva  está 
garantizado. 

Respecto  a  que  no  se  configuran  los  presupuestos  para 
interponer  un  recurso  de  protecci n,  ya  que  no  se  trata  deó  
derechos indubitados que requieran cautela inmediata.  Dice que 
la  naturaleza  cautelar  del  recurso  de  protecci n  hace  ó indispensable 
que los recurrentes sufran una privaci n, perturbaci n o ó ó amenaza en 
el  leg timo ejercicio í de los derechos fundamentales  y de las garant así  
expresamente  se alados  ñ en  la  Carta Fundamental,  frente  a  ello  la 
respuesta jurisdiccional debe ser  r pida y  á eficaz, ya que apunta a la 
efectiva  tutela  de  derechos  y  garant as  í constitucionales  que  la 
Constituci n reconoce a todas las personas; as  se ha establecido  ó í un 
procedimiento r pido e informal, para poner pronto y efectivo remedioá  
a  las  infracciones  patentes,  manifiestas,  graves  y palmariamente 
antijur dicas,  luego,  seg n  í ú el  profesor  Humberto  Nogueira,  aquellos 
“…actos,  hechos  u  omisiones  que  no  causen  una  amenaza  real  e 
inminente,  una  perturbaci n o  ó una  afectaci n real y manifiesta a losó  
derechos fundamentales, no  dan  origen a  la  acci n constitucional  ó de 
protecci n,  en  ó la  medida  que  no  exista  una  situaci n  jur dicaó í  
constitucional dogm tica infringida, en cuyo á caso,  deben utilizarse las  
dem s acciones y recursos jurisdiccionales que habilita á el ordenamiento 
jur dico.í   ”

Por  tanto,  la  presente  v a  no  est  concebida  para  declarar,í á  
constituir  ni  tampoco  para  resolver  aspectos  interpretativos,  seg nú  
reciente  decisi n  de la  ó Excma. Corte  Suprema,  contenida en el   rol 
62.948-2020, en los siguientes términos:  S ptimo:  Que,  como  se“ é  
advierte, la controversia reside en la correcta  interpretaci n  de  losó  
art culos 1  y 3  del Decreto Leyí ° °  N  3.516  de   1980,  del  ° art culoí  
55  de   la  Ley  General  de   Urbanismo  y Construcciones, y del 
art culo  2.1.19  N  3  de  la  OGUC,  conflicto  que  -  por  su  propiaí °  
naturaleza-  excede  con  creces  los  m rgenes  de  la  presente  acci ná ó  
constitucional.  A  consecuencia  de  lo  anterior,  es  manifiesto  que  la 
recurrente  y  los  terceros  coadyuvantes  carecen  de  un  derecho 
indubitado  que  deba  ser  protegido  mediante  esta  acci n  cautelar,ó  
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excepcional  y  de  urgencia,  la  que  no  constituye  una  instancia  de 
declaraci n  ó de  derechos, sino  de  protecci n  ó de  aquellos que, siendo 
incontrovertibles,  se vean amagados en su leg timo í ejercicio por actos 
u omisiones ilegales o arbitrarios, en los t rminos del é art culo í 20 de la 
Constituci n Pol tica de la Rep blica.ó í ú ”

Sostiene que el presente caso no trata de derechos indubitados o 
incontrovertibles  que requieran  una  protecci n inmediata, ya que  ó la 
controversia  reside  en  determinar  si  ciertas  actividades  deben  o no 
someterse al SEIA,  labor  que  exige  considerar aspectos t cnicosé  
ambientales e interpretativos que escapan de la naturaleza cautelar de 
esta acci n, ya que ó es necesario verificar si se configuran los supuestos 
establecidos  en  las  letras  m)  y  p)  del  art culoí  3° del reglamento del 
SEIA, lo que hace necesario determinar la magnitud y duraci n ó de los 
impactos  de  los  proyectos  forestales, en relaci nó  a los objetos de 
protecci nó  de la  Reserva Nacional  Nongu n,é  pues  no cualquier 
actividad, aun cuando se encuentre inserta en un reaá  bajo protecci nó  
oficial, debe ingresar al SEIA,  adem s,  como  á los planes de manejo 
forestal aprobados  son sobre  reas que se encuentran fuera del reaá á  
protegida, ni siquiera se aplica ese numeral. 

Concluir  si  concurren  o  no  los  supuestos  de  la  letra  p)  del 
mencionado  art culo  3 ,  o  dí ° eterminar  si  se  dan  cada  uno  de  los 
supuestos establecidos en la letra m)  del  referido  artículo  3°,  esto 
es,   que   los   proyectos  denunciados  puedan ser considerados de 
“dimensiones industriales” y que cumplan con los supuestos para ser 
considerados como “Proyectos de desarrollo o explotación forestales ,”  
requiere de un acabado  an lisis t cnico y jur dicoá é í  que escapa de la 
naturaleza cautelar de esta acci n, ya que ó el presente recurso se basa 
en aspectos t cnicosé  ambientales e  interpretativos  que  exceden  con 
creces  la  naturaleza  de  una  acci n  ó cautelar:  lo  que  descarta  que 
estemos  en  presencia  de  derechos  preexistentes  e  indubitados, 
presupuestos necesarios para que esta acci n ó pueda prosperar. 

Afirma que el asunto se encuentra sometido al imperio del  
derecho,  al  ser  efectiva  la  existencia  de  una  denuncia  ante  la  
Superintendencia  del  Medio  Ambiente  por  los  mismos  hechos.  
Dice que el art culo í 3  ° letra i) de la ley 20.417, se ala ñ que una de las 
atribuciones  de  la  SMA  consiste en:  “Requerir, previo informe del  
Servicio  de  Evaluaci n,  mediante  resoluci n  fundada  y  bajoó ó  
apercibimiento de sanci n, a los titulares de proyectos o actividadesó  
que conforme al art culo 10 de la ley N  19.300, debieron someterse alí º  
Sistema de Evaluaci n de Impacto Ambiental y no cuenten con unaó  
Resoluci n  de  Calificaci n  Ambiental,  para  que  sometan  a  dichoó ó  
sistema  el  Estudio  o  Declaraci n  de  Impacto  Ambientaló  
correspondiente .  A ” su vez, el art culo í 35 letra b), de la misma ley N° 
20.417, indica que corresponde a lesa Superintendencia el  ejercicio de 
la  potestad  sancionadora  respecto  de  la  siguiente infracci n:  ó “La 
ejecuci n de proyectos y el desarrollo de actividades para los que la leyó  
exige  Resoluci n  de  Calificaci n  Ambiental,  sin  contar  con  ella.ó ó  
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Asimismo,  el  incumplimiento  del  requerimiento  efectuado  por  la  
Superintendencia seg n lo previsto en las letras i), j), y k) del art culoú í  
3º . ”

La  lectura de  tales  normas,  estable  con  claridad  que  es  la 
Superintendencia la que tiene la competencia para investigar elusiones 
al SEIA, así como para obligar el ingreso a tal sistema a  aquellas 
actividades  que  efectivamente  se  encontraban  al  margen  de  l;é  
adem s, á para sancionar tal infracci n. Como lo se alan en su recurso,ó ñ  
los  recurrentes  son plenamente conscientes de  lo reci n  é expuesto, ya 
que denunciaron los  mismos  hechos  que  motivan la presente acci nó  
cautelar, tal es as  que dicho servicio, mediante í Ord. N° 263/2020 de 
28 de agosto de 2020, ofici  ó a la Conaf  solicitando informe sobre el 
asunto. 

De esta manera, el supuesto f cticoá  que constituye el objeto de 
la controversia en autos, esto es, si los proyectos forestales de Bosques 
Arauco deben o no someterse al SEIA, ya está siendo investigado por 
el rgano competente, por lo que eló  presente asunto se encuentra sometido 
al imperio del derecho, siendo esa  situaci n, raz n suficiente para eló ó  
rechazo  del  recurso,  al  no  existir  indefensi n  ó alguna  para  los 
recurrentes, al estar operando los mecanismos establecidos en nuestra 
legislaci n. Sostiene este argumento citando un fallo no apelado de ó la 
Corte de Apelaciones de Santiago, dictado en el rol  N  ° 24635-2013, 
que  estableci : ó TERCERO: Que, “ de los documentos incorporados al 
presente recurso consta que habi ndose notificado é la resoluci n por ó la 
que  se  recurre  con  fecha  19  de  abril  de  2013,  a  trav s  é de  su 
publicaci n en el ó Diario Oficial, la parte recurrente dedujo recurso de 
reclamaci n contemplado  ó en el  art culo  í 29  de  la  Ley  19.300  ante el 
Comit  é de  Ministros  y,  por  otra parte,  present  la  ó misma parte  una 
reclamaci n ó ante el Segundo Tribunal Ambiental de esta ciudad fecha 
15 de mayo de 2013. Estas presentaciones contienen argumentaciones  
similares  a  las  vertidas  en  el  recurso  de  protecci n,  las  que  ser nó á  
revisadas tanto en la instancia administrativa como la judicial.

CUARTO:  Que,  existiendo  una institucionalidad  ambiental  
regulada  por  la  Ley  19300,  encargada  de  conocer  y  resolver  las  
controversias  de  orden  jur dico  í que  puedan  plantearse  en  dicha 
materia, de suyo especializada, se advierte que los planteamientos que  
se formulan en el presente recurso exceden su naturaleza cautelar, como 
es el principio preventivo en materia ambiental aplicado a las obras que  
se  sometieron  al  sistema  de  evaluaci n  ó de  impacto  ambiental,  la 
prohibici n  ó de  fraccionamiento  de  los proyectos, o  si  los interesados 
disponen de  todos los antecedentes  de  manera previa a la evaluaci nó  
ambiental . ”

Afirma que  no existe  vulneraci n  ni  infracci n  de  algunaó ó  
garant a  constitucional.  í Hace presente  que  la  sola  ilegalidad  o 
arbitrariedad  de  una  resoluci n  ó no trae aparejada, por sí sola, la 
afectaci n de alguna garant a constitucional protegida, ó í en tanto, no se 
demuestre la debida relaci n de causalidadó  entre el acto impugnado y 

JY
K

B
X

D
V

H
JF



el  agravio  a  la  garant aí  constitucional.  Luego,  de no acreditarse  la 
vulneraci n  ó de  una  garant a  constitucional  y  í siendo  el  objeto  del 
recurso de protecci n la ó cautela de esas garant as, no corresponde í que 
esta Corte lo declare en abstracto. 

Respecto  a  la  vulneraci n  ó de  la  igualdad  ante  la ley,  los 
recurrentes se  sienten  discriminados  porque  Conaf  no  oblig  eló  
ingreso de los proyectos  forestales al SEIA,  otorgando  los  respectivos 
planes  de  manejo,  adem s,  su  representada  á incumpli  con  ó la 
obligaci n ó de llevar un registro p blico ú de los planes de manejo. Se alañ  
que el trato igualitario ante la ley se traduce en el derecho a no ser 
discriminado ni tratado  de manera diferente  por  situaciones  o 
decisiones  arbitrarias,  caprichosas,  carentes de razonabilidad,  sin 
embargo,  nada impide  establecer  diferencias,  en  la medida en que 
éstas sean razonables.  Conforme  a  ese  marco  conceptual  afirma 
que, en la especie Conaf incurri  en ninguna  ó diferencia  arbitraria, 
caprichosa o, carente de  sustento legal, ya que  otorg  ó los  planes  de 
manejo a Bosques Arauco respetando rigurosamente el marco jur dicoí  
que no le asigna  competencia ni para solicitar  ni  para determinar  el 
ingreso  de  una  actividad  al  SEIA,  adem s,  en  los  casos  de  cadaá  
autorizaci n, ó ninguno de ellos correspond a a las í tipolog así  de ingreso 
a evaluaci nó  ambiental de acuerdo a la ley N° 19 .300 y  su 
Reglamento, que son de derecho estricto.

As , no hubo diferencias arbitrarias í por parte de Conaf respecto 
de otros solicitantes de planes de manejo forestal, ni respecto de otras 
tipolog as í de proyectos, observando, en este caso, un actuar coherente 
y apegado a la normativa aplicable.

Tampoco  hubo  trato  discriminatorio  en  la  inexistencia  de 
registros p blicos de los planes de manejo asociados al  ú D. L.  701, ya 
que tales protocolos se exigen para la intervenci n del bosque nativo yó  
de las especies protegidas, no de plantaciones de monocultivo. 

En  suma,  ninguna  vulneraci n  hubo  de  su  parte  a  dichaó  
garant a constitucional, pues su actuaci n se verific  conforme a lasí ó ó  
potestades que el ordenamiento jur dico í le otorga, cuyo cumplimiento 
le es obligatorio. 

Sobre  el derecho a vivir en un medio ambiente libre de 
contaminaci n, se ala que el inciso 2  ó ñ º del  art culo  í 20  de  la nuestra 
Constituci n establece la procedencia dó el presente recurso en el caso 
del  n mero 8 del  art culo 19,ú í  cuando el  derecho a vivir  en un“…  
medio ambiente libre de contaminaci n sea afectado por un  ó acto u 
omisi n  ilegal  imputable  a  una  autoridad  o  persona  determinada.ó ” 
Luego, seg n esa descripci n, los meros actos, ú ó hechos u omisiones que 
no  causen  una  amenaza real  e  inminente,  una  perturbaci n  o  ó una 
afectaci n  real  y  manifiestaó  a  los  derechos  fundamentales,  no  dan 
origen a la acci n constitucional de protecci n,ó ó  en la medida que no 
exista  una  situaci n  jur dica  constitucional  dogm tica  infringida,  enó í á  
cuyo  caso,  deben  utilizarse  las  dem s  acciones  y  recursosá  
jurisdiccionales que habilita el ordenamiento jur dico. Debe tratarse deí  
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una amenaza o afectación manifiesta e incontestable de un derecho o 
garantía asegurado constitucionalmente.

Tambi n  se  é exige  que  el  acto  u  omisi n  sea  ó ilegal, o  sea 
contrario a nuestro  ordenamiento jur dico,  sí in  embargo,  quedo 
demostrado  que  el  actuar  de  la  Conaf  se  apeg  ó estrictamente  al 
derecho  cuando  otorg  ó los  planes  de  manejo  a  Bosques  Arauco, 
considerando  especialmente  carecer  de  las  competencias  para 
determinar y/o solicitar el ingreso de los proyectos al SEIA, labor que 
corresponde  al  Servicio  de  Evaluaci n  Ambiental,  mediante  ó la 
consulta de pertinencia, y a la Superintendencia de Medio Ambiente, 
cuando se denuncia la elusi n de esa evaluaci n. ó ó

Tampoco procede la garant a alegada, dado que se se al  en elí ñ ó  
informe que no hay afectaci n ó en materia de aguas, ya que la Reserva 
Nacional  de  Nogu n  é se  emplaza  en  una  cuenca  distinta  a  la  que 
tributan los predios de Celco, respecto de los cuales  se aprobaron los 
planes  de  manejo, por lo que no hay  ning nú  efecto en el servicio 
ecosist mico  é que  provee  dicha  rea  protegida  en  relaci n  con  á ó la 
conservaci n ó del recurso h drico. Adem s, los í á recurrentes no entregan 
antecedentes  que  permitan  concluir  cual  es  la  afectaci n  de  ó esta 
garant a constitucional, limit ndose a í á efectuar afirmaciones gen ricas é y 
voluntaristas carentes de m ritoé  probatorio alguno. 

Concluye solicitando tener por informado el recurso y considerar 
lo  se alado  para  efectos  del  rechazo  de  la  acci n  de  protecci nñ ó ó  
interpuesta, con expresa condenaci n en costas. ó

Solicit  oficiar a la Superintendencia del Medio Ambiente, paraó  
que  ese  servicio  informe  a  esta  Corte  el  estado  del  proceso  de 
investigaci n que lleva a cabo por una posible elusi n al SEIA de losó ó  
proyectos forestales de Bosques Arauco. Asimismo, acompa  copias deñó  
los antecedentes y documentos se alados en su informe.ñ

3) Inform  el  abogado  ó Cristian  Celis  Bassignana,  en 
representaci n de ó Forestal Arauco S.A., quien, solicit  el rechazo deló  
recurso deducido, por no haber  acto u omisi n ilegal y/o arbitrarioó  
que prive, perturbe o amenace alguna de las garant as constitucionalesí  
referidas en el art culo 19  de la Constituci n Pol tica de la Rep blicaí º ó í ú  
(CPR),  garantizados  en  el  art culo  20  de  sta  y  que  requieran  oí º é  
necesiten de una declaraci n de cautela urgente. ó

Se ala que en el caso de autos no es f cil identificar el acto uñ á  
omisi n concreto que funda el presente recurso de protecci n, ya queó ó  
siempre se reconduce el a una cr tica contra la actividad forestal y laí  
forma en que Conaf ejerce sus potestades, sin embargo, es claro que 
esta  acci n  es  manifiestamente  extempor nea,  pues,  la  mismaó á  
recurrente la que se ala en su libelo que tom  conocimiento de losñ ó  
hechos que reprocha a trav s del presente arbitrio é el 13 de agosto de 
2020 fecha en que denunci  los mismos hechos a la Superintendenciaó  
de Medio Ambiente. As , el plazo para deducir la acci n í ó venci  el 12ó  
de septiembre de 2020, pero el recurso se present  ante esta Corte eló  
16 de octubre siguiente. 
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Agrega que, de este mismo reconocimiento de haber presentado 
denuncia ante la Superintendencia del Medio Ambiente, se aprecia que 
los  hechos  que  fundan  este  recurso  de  protecci n  se  encuentranó  
actualmente  sometidos  al  imperio  del  derecho,  lo  que  elimina  toda 
necesidad  de  cautela  urgente,  imprescindible  para  que  una  acci nó  
como la deducida pueda prosperar.

A ade que la  acci n  planteada  es  enga osa,  pues,  si  bien  señ ó ñ  
identifican claramente algunos recurrentes, las  medidas de protecci nó  
que se piden no son en favor de stos, sino que se solicitan para toda laé  
poblaci n de la regi n del Biob o, por lo que se tratar a de un caso enó ó í í  
que la acci n de protecci n se utiliza como acci n popular, pues, sió ó ó  
bien se asevera que las recurrentes est n perfectamente determinadasá  
(cinco personas naturales y dos organizaciones vecinales), la protecci nó  
se  pretende  para  “los  derechos  y  garant as  constitucionales  de  losí  
habitantes de la comuna de Concepci n y Penco, como tambi n de laó é  
regi n  del  Biob oó í ,  o,  para  ” “resguardar  y  defender  los  intereses  y 
derechos  de  las  juntas  de  vecinos  de  Concepci n  y  sus  respectivosó  
integrantes ;  esta forma de pedir  determina  la improcedencia  de la”  
acci n deducida por cuanto, el recurso de protecci n no es una acci nó ó ó  
popular.

Sobre  el  contenido  del  recurso  se ala  que  ste  ofrece  unñ é  
planteamiento  te rico  sobre  ó proyectos  de  desarrollo  forestal  que  
pretendidamente eluden su ingreso al SEIA y que obtienen sus planes“  
de  manejo  sin  dicha  evaluaci n  ambiental,  infringiendo  con ello  laó  
legalidad  ambiental  vigente  al  encontrarse  cercanos  a  un  rea” á  
colocada  bajo  protecci n  oficial,  como  es  la  Reserva  Nacionaló  
Nongu n. Agrega que es inadmisible que la recurrente, en abstracto,é  
sin  identificar  proyecto  de  desarrollo  forestal  alguno  que  Bosques 
Arauco haya o est  ejecutando, ya que solo identifica predios, elaboreé  
su propia cartograf a, defina arbitrariamente  í el rea de influencia e“ á  
impacto de los proyectos forestales a la Reserva Nacional Nongu n ené  
5 kil metros a la redonda del borde de la reserva ;  ó ” y luego concluya 
que “muy probablemente la Reserva Nacional Nongu n se encuentraé  
dentro del rea de influencia de dichas plantacionesá  forestales .”

Al analizar cada una de las hip tesis de ingreso al SEIA, afirmaó  
que  ninguna  de  ellas  se  configura,  ya  que  la  actividad  de  su 
representada  no  se  enmarca  en  las  causales  de  ingreso  al  SEIA 
contempladas en el art culo 10 letra m) de la Ley N 19.300 y en elí °  
art culo 3 letra m) del  reglamento del  SEIA, porque por definici ní ó  
interna no efect a cosechas de plantaciones en superficies  continuasú  
mayores a 200 hect reas; tampoco se enmarca en la causal de ingresoá  
al SEIA contemplada en el art culo 10 letra p) de la Ley N 19.300, yaí °  
que los predios en los que se ejecuta la explotaci n forestal, est  todosó á  
fuera  del  sector  declarado  como  Reserva  Nacional:  finalmente,  la 
actividad de su representada no se enmarca en la causal de ingreso al 
SEIA contemplada  en  el  art culo  10  letra  p)  de  la  misma  ley,  ení  
relaci n con su art culo 11 letra d), pues no se configuran los requisitosó í  
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que la Excma. Corte Suprema ha fijado para esta causal de ingreso al 
SEIA, al no cumplirse dos de los tres requisitos fijados por la Excma. 
Corte Suprema para la aplicaci n de esta causal: primero, por cuantoó  
no  se  ha  identificado  un  proyecto  o  actividad  “concreto ,  solo  se”  
identifican predios;  y, luego, por cuanto no existe susceptibilidad de 
afectaci n ó “concreta  del rea colocada bajo protecci n oficial por ese” á ó  
proyecto o actividad que no se ha “determinado . ”

Se ala que Bosque Arauco no desarrolla proyectos de desarrolloñ  
forestal ni tiene predios al interior de la Reserva; tampoco tiene predios 
que  parcialmente  se  encuentran  en  el  rea  en  que  se  proh be  elá í  
desarrollo  de  actividades  que  puedan  afectar  los  objetivos  del  reaá  
protegida;  asimismo, una plantaci n manejada de manera sostenibleó  
contribuye a promover medidas especiales en la zona de amortiguaci nó  
ubicada al exterior de la Reserva; las operaciones de Bosques Arauco 
no generan efectos adversos significativos, ni directos ni indirectos, que 
contravengan  el  esp ritu  del  objetivo  de  la  declaratoria,  pues  laí  
operaci n forestal es ajena a la cuenca y al rea de la Reserva y no esó á  
susceptible de afectarla, m s bien opta por la continuidad en el uso queá  
la Reserva da a este tipo de usos de suelo que otros usos como la 
expansi n urbana. ó

Agrega que desde la creaci n de la Reserva Nacional Nongu n,ó é  
su representada ha sido uno de los actores sociales claves, que directa o 
indirectamente  contribuye  al  cumplimiento  de  los  objetivos  de 
conservaci n  de  la  Reserva  Nacional,  participando  como  miembroó  
activo  en  diversas  instancias  de  planificaci n  de  la  Reserva,ó  
colaborando  en  la  generaci n  del  plan  de  manejo,  aportando  suó  
experiencia  en  la  materia,  aplicando  principios  y  criterios 
internacionalmente reconocidos de sustentabilidad ambiental, social y 
econ mica, en el marco de las certificaciones de manejo forestal en eló  
manejo de su patrimonio forestal. De esta forma, precisamente porque 
sus  actividades  no  interfieren  con  la  Reserva  Nacional,  siendo 
simplemente  infundadas  las  aseveraciones  de  la  recurrente,  es  que 
Bosques  Arauco  ha  sido  admitido  como  un  actor  relevante  en  la 
protecci n de la Reserva y as  ha colaborado permanentemente.ó í

M s espec ficamente,  y siendo el  objetivo basal  de la Reservaá í  
Nacional Nongu n la protecci n de la cuenca hidrol gica, es claro queé ó ó  
no hay ni puede existir afectaci n alguna por parte de la operaci n deó ó  
su  representada  a  esa  finalidad,  siendo  imposible  que  actividades 
realizadas fuera de la Reserva, afecten al estero Nongu n, porqueé  el 
estero y sus tributarios se encuentran ntegramente dentro de la cuencaí  
hidrogr fica del rea protegida, sin conexi n h drica con los prediosá á ó í  
vecinos. La Reserva est  circunscrita a la cuenca que drena hacia elá  
estero Nongu n y, tanto la zona de amortiguaci n como los predios deé ó  
su parte, no est n incluidos en el mismo á “espacio hidrol gicoó , pues las”  
aguas que precipitan en los predios forestales en operaci n escurren enó  
otras cuencas,  no a la cuenca que comprende la Reserva;  en otros 
t rminos,  las  operaciones  forestales  se  encuentran  f sicamente  tantoé í  
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fuera  de  la  Reserva  Nacional  Nongu n  como  completamente  alé  
exterior de su cuenca hidrogr fica.á

En cuanto a las plantaciones forestales, como zona de transici n,ó  
estas  son  consideradas  como una  buena  cubierta  de  ocupaci n  deló  
suelo, siempre sujetas a buenas pr cticas de manejo forestal sustentableá  
y al cumplimiento de planes de manejo autorizados por Conaf, pues, 
desde el  punto de vista  de la  biodiversidad, el  hecho de tener  una 
plantaci n  manejada  de  manera  sostenible  contribuye  a  promoveró  
medidas especiales en la zona de amortiguaci n ubicada al exterior deó  
la Reserva. En consecuencia, de lo dicho, no se puede concluir que las 
operaciones de su representada generen efectos adversos significativos, 
sean directos o indirectos y que contravengan el esp ritu del objetivo deí  
la declaratoria; la operaci n forestal al ser ajena a la cuenca y al reaó á  
de la Reserva, no es susceptible de afectarla, destacando la continuidad 
de uso a este tipo de suelo por sobre otros como la expansi nó  urbana. 

Reitera  que  la  acci n  de  protecci n  deducida  esó ó  
extempor nea.á  Ella excede el plazo que para deducirla contempla el 
art culo 1 del Auto acordado sobre la Tramitaci n y Fallo del Recursoí ó  
de  Protecci n  de  Garant as  Fundamentales,  norma que  se ala:  ó í ñ “El 
recurso o acci n de protecci n se interpondr   ó ó á … dentro del plazo fatal 
de  treinta  d as  corridos  contados  desde  la  ejecuci n  del  acto  o  laí ó  
ocurrencia de la omisi n, o, seg n la naturaleza de stos, desde que seó ú é  
haya tenido noticias o conocimiento cierto de los mismos, lo que se 
har  constar en autos.á  ”

Siendo un hecho no disputado, puesto que la propia recurrente 
se al  en  su  libelo  como  fecha  en  que  tom  conocimiento  de  losñ ó ó  
hechos que reprocha a trav s de esta acci n el 13 de agosto de 2020,é ó  
oportunidad  en  que  dedujo  denuncia  ante  la  Superintendencia  del 
Medio  Ambiente,  para  que  esa  Entidad  conociera  e  investigare  la 
elusi n  al  SEIA,  por  parte  de  los  predios  de  proyectos  forestalesó  
ubicados en las cercan as de la Reserva Nacional Nongu n.  í é En ese 
sentido,  dado  que  la  actividad  de  su  representada  en  el  sector  se 
ejecuta desde larga data, y no existiendo identificaci n de alg n acto uó ú  
omisi n concreto contra el cual se recurre, el c mputo del plazo paraó ó  
deducir acci n de protecci n debe iniciarse, en el escenario m s amplioó ó á  
y  conservador para  la  recurrente,  desde  que  ella  tuvo  “noticia  o 
conocimiento cierto de los mismos , lo que ocurri , al menos, el ” ó 13 de 
agosto de 2020, fecha en que present  la denuncia ya se alada ante laó ñ  
referida Superintendencia, en consecuencia, en ese escenario el plazo 
para  deducir  la  acci n  venci  el  ó ó 12  de  septiembre  siguiente,  sin 
embargo, el presente recurso se present  en esta Corte, reci n el ó é 16 de 
octubre  de 2020,  por  lo  que  pide  rechazar  la  presente  acci n  deó  
protecci n por ser manifiestamente extempor nea.ó á

 Afirma que el recurso plantea una discusi n te rica sobreó ó  
pol ticas p blicas forestales, impropia de la funci n jurisdiccionalí ú ó  
y ajena a la acci n de protecci n.  ó ó Solicita el rechazo de la acci n,ó  
porque su contenido ofrece una discusi n te rica o acad mica sobre laó ó é  
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normativa que debe regir en la ejecuci n de proyectos de desarrolloó  
forestal, pero sin identificar de qu  forma ello incide en la afectaci né ó  
concreta de alg n derecho constitucional reconocido y asegurado a unaú  
persona determinada. 

En efecto, en autos se afirma que la acci n deducida persigueó  
obtener protecci n urgente de los derechos y garant as constitucionalesó í  
“de  los  habitantes  de  la  comuna  de  Concepci n  y  Penco,  comoó  
tambi n  de  la  Regi n  del  Bio  Bioé ó ,  porque  existir an  proyectos” í  
forestales que eludir an su ingreso al SEIA, infringiendo la legalidadí  
ambiental  vigente.  Los  recurrentes  tratan  de  justificar  latamente  su 
legitimaci n activa y hacen una particular narraci n de la historia de laó ó  
normativa forestal nacional. A continuaci n, dan cuenta de la creaci nó ó  
de  la  Reserva  Nacional  Nongu n,  sosteniendo  que  se  habr aé í  
“constatado, en las ltimas d cadasú é  un crecimiento de plantaciones”  
forestales en las inmediaciones de dicha Reserva, en virtud de planes 
de manejo aprobados por Conaf sin respetar, a su juicio, la normativa 
ambiental.

El  recurso  prosigue  aportando  cierta  literatura  parcial  y, 
abstracta  que  dar a  cuenta  del  supuesto  efecto  de  las  plantacionesí  
forestales  en los  recursos  h dricos,  afirmando, sin mayor explicaci ní ó  
que  la  mera  existencia  de  predios  forestales  cercanos  a  la  Reserva 
influir a negativamente en el caudal de las correspondientes cuencas,í  
provocando una supuesta e inexplicable turbiedad y disminuci n deló  
caudal del estero Nongu n y dem s cursos de agua. é á

En cuanto a los derechos que se reclaman como conculcados, el 
recurso se ala que son el derecho a la igualdad ante la ley establecidoñ  
en  el  N 2  y  el  derecho  a  vivir  en  un  medio  ambiente  libre  deº  
contaminaci n, establecidos en los n meros 2 y 8 del art culo 19 de laó ú í  
Constituci n Pol tica de la Rep blica. ó í ú

Como medidas de protecci n contra su parte se solicitan que seó  
le obligue a ingresar a evaluaci n ambiental proyectosó  forestales que no 
se describen; que esos proyectos sean evaluados mediante un estudio de 
impacto ambiental o, que se ordene lo que en derecho corresponda. 
Respecto  de  Conaf  los  recurrentes  solicitan  que  se  le  obligue  a 
mantener un registro p blico de los planes de manejo que otorga; queú  
se  le  obligue  a  exigir  la  debida  evaluaci n  ambiental  de  aquellosó  
proyectos  cuya  aprobaci n  le  soliciten  y  que  se  deban  evaluaró  
ambientalmente de acuerdo a la ley o, lo que en derecho corresponda.

De acuerdo a lo se alado, sostiene que el recurso simplementeñ  
ofrece un planteamiento te rico sobre ó “proyectos forestales que eluden 
su ingreso  al  Sistema de  Evaluaci n  de  Impacto  Ambiental,  y  queó  
obtienen  sus  planes  de  manejo  sin  dicha  evaluaci n  ambiental,ó  
infringiendo con ello la  legalidad ambiental  vigente , erigi ndose en” é  
oficiosos representantes de “los intereses y derechos de las juntas de  
vecinos  de  Concepci n  y  sus  respectivos  integrantesó .  Al  efecto,”  
sostienen  que  los  “derechos  e  intereses  ” de  esos  vecinos  -que  no 
identifican-  “se  ven  vulnerados  por  la  gran  cantidad  de  proyectos  
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forestales aleda os, e incluso dentro, a la Reserva Nacional Nongu nñ é  
sin la debida evaluaci n ambiental que la legislaci n exigeó ó . Agregan”  
que “dichos proyectos forestales generan una gran afectaci n al medioó  
ambiente, el agua y suelos de la Reserva, priv ndole de los serviciosá  
ecosist micos a los  é habitantes de la comuna de Concepci n y de laó  
intercomuna .”  Todo ello, dicen “puesto que como detallaremos m sá  
adelante y es de p blico conocimientoú  la comuna de Penco se alimenta 
del  agua del  Estero Nongu n, por tanto, todos los impactos que seé  
generan en la cuenca hidrogr fica de la Reserva Nongu n repercutená é  
directamente en la comuna y comunidad de Penco. Por tanto, como se  
probar  m s adelanteá á etc.  Cierran sosteniendo que … ” “estos elementos 
-biodiversidad y servicios ecosist micos as  como el agua potable paraé í  
las  comunas  de  Penco  y  Concepci n-  ó se  est n  viendo  actualmenteá  
perturbados y amenazados por la  omisi n arbitraria e ilegal  de lasó  
forestales  recurridas al  no  cumplir  la  ley  y  no  evaluarse 
ambientalmente.  ”

Sin  embargo,  sostiene  que  la  determinaci n  de  si  unó  
determinado  proyecto  o  actividad  afecta  un  rea  protegida  debeá  
hacerse en concreto, no en abstracto, como lo ha sostenido la Excma. 
Corte Suprema, en la causa rol 12.808-2019, al se alar:  ñ “la distancia 
en la que se considerar  que un proyecto se encuentra pr ximo a uná ó  
rea protegida susceptible de ser afectada variar  y se determinar  á á á “…

caso a caso, en relaci n a cu l sea la naturaleza y objetivos del reaó á á  
protegida en particular,  as  como de la naturaleza de los proyectosí  
pr ximos  y,  por  ende,  su  capacidad  de  impactar  o  no  el  reaó á  
protegida .”  Sin  embargo,  la  recurrente  se  toma  la  libertad  de 
dictaminar, que “…de la naturaleza de los proyectos forestales y sus  
impactos  y  las  caracter sticas  de la  cuenca  del  Estero  Nongu n,  seí é  
observa y define  el  rea  de influencia  e  impacto -de los  proyectosá  
forestales  a  la  Reserva  Nacional  Nongu n-  en  5  kil metros  a  laé ó  
redonda del borde de la reserva y se limita con reas urbanas. Todoá  
esto en atenci n a la capacidad de impacto en el medio ambiente deó  
las plantaciones forestales respecto del rea protegidaá .”

Se observa entonces, que la recurrente: establece en abstracto “la 
capacidad  de  impacto  en  el  medio  ambiente  de  las  plantaciones  
forestales respecto del rea protegidaá ”; no refiere ni identifica proyecto 
de  desarrollo  forestal  alguno  que  su  representada  haya  o  esté 
ejecutando,  ya  que solo  identifica  predios;  define  arbitrariamente  el 
rea de influencia e impacto de los proyectos forestales en la Reservaá  

Nongu n, en 5 kil metros a la redonda del  borde de la reserva .é “ ó ”  
Adem s,  á este enfoque se vuelve m s sesgado, si se considera que laá  
recurrente  elabora  su  propia  cartograf a,  utilizando  su  propiaí  
metodolog a y sus datos, arribando a un resultado tan absurdo que laí  
recurrente  excluye,  a  su  arbitrio,  los  asentamientos  urbanos  en  sus 
dise os. ñ

Agrega que esta construcci n adquiere sentido, cuando la actoraó  
cita el inciso 2  del art culo 8 del reglamento del SEIA, y se ala: º í ñ “se 
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entender  que  el  proyecto  o  actividad  se  localiza  en  (...)  reasá á  
protegidas, (...) o a un territorio con valor ambiental, cuando stas seé  
encuentren  en  el  rea  de  influencia  del  proyecto  o  actividadá .  Y,”  
agrega, “todos [sic] las plantaciones forestales por las que se recurre se  
encuentran a menos de 4.500 mts. de distancia de la Reserva Nacional  
Nongu né ,  definiendo  ” arbitrariamente  un  rea  de  influencia  de  5á  
kil metros y, concluyendo, ó “muy probablemente la Reserva Nacional  
Nongu n  se  encuentra  dentro  del  rea  influencia  de  dichasé á  
plantaciones forestales . ”

Sin  embargo,  la  recurrente  no  identifica  qu  proyecto  deé  
desarrollo forestal habr a eludido aquella evaluaci n ambiental que diceí ó  
era obligatoria, lo que no puede hacer porque tal calificaci n se haceó  
en  concreto  y  no  en  abstracto,  pretendiendo  salvar  esa  omisi nó  
identificando  “predios , como si fuera la mera existencia de predios,”  
con uso  o  potencialidad de uso preferentemente forestal, lo que debe 
someterse  a  evaluaci n  ambientaló .  No  obstante,  no identifica  qué 
proyectos  son  los  que  generan  el  agravio  que  alega,  afectando  “el 
acceso  a  los  servicios  ecosist micos  de  la  Reserva  Nongu n,  laé é  
conservaci n de la biodiversidad presente en el territorio, as  como laó í  
seguridad en el acceso y calidad de agua potable ; todo eso son s lo” ó  
afirmaciones,  igual  que  cuando  sostiene  que  la  pretendida  omisi nó  
ilegal  y  arbitraria  de  “no  evaluar  ambientalmente  los  proyectos  
forestales  que  se  desarrollan  en  las  inmediaciones  de  la  Reserva  
Nacional Nongu n, as  como el aprobar Planes de Manejo, por parteé í  
de CONAF, sin la correspondiente evaluaci n ambientaló ”, claramente, 
privan,  perturban  y  vulneran  el  efectivo  ejercicio  de  los  derechos“  

constitucionales a vivir en un medio ambiente libre de contaminaci n yó  
de igualdad ante la ley.  ”

Luego, todo este discurso, m s que pretender la cautela urgenteá  
de  un  derecho  constitucional  afectado,  cuesti n  necesaria  para  laó  
procedencia  de  cualquier  recurso  de  protecci n,  es  s lo  unó ó  
planteamiento te rico que no puede ser debatido en el marco de unaó  
acci n constitucional de emergencia.ó

En conclusi n, el presente caso no es una acci n de protecci nó ó ó  
que busque la tutela urgente de derechos constitucionales agraviados 
por una actuaci n u omisi n ilegal y arbitraria de las recurridas, m só ó á  
bien, es una discusi n te rica sobre pol ticas p blicas forestales, materiaó ó í ú  
que es impropia de la funci n jurisdiccional y ajena a la acci n deó ó  
protecci n.ó

No  hay  interferencia  negativa  entre  las  actividades  de 
Bosques Arauco y la Reserva.  Afirma que en el recurso se sostiene, 
solo en base a conjeturas, la existencia de una afectaci n, ya que losó  
recurrente dicen y afirman que probar n, cosa que no hacen, que laá  
biodiversidad,  los  servicios  ecosist micos  y  el  agua  potable  para  lasé  
comunas  de  Penco  y  Concepci n,  se  est n  viendo  actualmenteó á  
perturbados y amenazados por la pretendida omisi n arbitraria e ilegaló  
de su representada de no evaluar su impacto ambiental, y de la Conaf, 
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al otorgar planes de manejo sin la respectiva evaluaci n ambiental.ó
En cuanto a la actividad de la recurrida y su relaci n con laó  

Reserva Nacional Nongu n se ala que eé ñ l  predio Nongu n, conocidoé  
como “el Fiscal , surgi  de la expropiaci n de 29 predios producida en” ó ó  
el  a o  1911,  con  el  prop sito  de  proteger  la  producci n  de  aguañ ó ó  
potable para el sector metropolitano colindante; esa medida posibilitó 
la mantenci n en el tiempo de una cobertura de bosque nativo deló  
sector  con  menor  grado  de  intervenci n;  en  1986  el  predio  fueó  
transferido al Servicio Nacional de Obras Sanitarias (SENDOS) y en 
1990 a la Empresa de Servicios Sanitarios del B o-B o S.A. (Essbio),í í  
posteriormente,  la Corfo se convierte en su propietario en junio del 
a o 2000. En el a o 2004, buscando proteger su patrimonio natural yñ ñ  
generar  un  espacio  para  la  acci n  colectiva  de  las  organizacionesó  
sociales e instituciones que tienen inter s en su protecci n, se crea elé ó  
Consejo  Consultivo  del  Fundo  Nongu n,  incorpor ndose  comoé á  
proyecto de inter s regional en la estrategia de desarrollo de esta regi né ó  
para  el  per odo  2008-2015,  la  creaci n  de  la  Reserva  Nacionalí ó  
Nongu n, lo que se obtiene el 30 de diciembre del 2009, mediante D.é  
S. N 132 del Ministerio de Bienes Nacionales, con una superficie de°  
3.036,90 hect reas, siendo incorporada al Sistema Nacional de reasá Á  
Protegidas del Estado (SNASPE), quedando su administraci n a cargoó  
de  la  Conaf;  actualmente  se  considera  elevar  su  categor a  a  la  deí  
parque nacional. Con la creaci n de la Reserva, tambi n se constituy ,ó é ó  
en el a o 2009, el Consejo Consultivo Local para la Conservaci n yñ ó  
Desarrollo  de  la  Reserva  Nacional  Nongu n,  rgano  formado  poré ó  
servicios  p blicos,  municipalidades,  universidades,  organizaciones  noú  
gubernamentales,  empresas  privadas,  juntas  vecinales  y  personas 
relacionadas con su desarrollo y conservaci n; finalmente,  en el a oó ñ  
2015, los municipios de Concepci n, Chiguayante y Hualqui crean laó  
Asociaci n de Municipalidades para la Preservaci n de la Biodiversidadó ó  
del Territorio de Nongu n.é

 Agrega que, en todas esas acciones destinadas a la conservaci nó  
y  preservaci n  de  la  Reserva,  y  desde  su  creaci n  como empresa,ó ó  
Bosques Arauco ha mantenido una  permanente colaboraci n con lasó  
autoridades administradoras de la Reserva Nacional Nongu n, siendoé  
uno  de  los  actores  sociales  claves  que,  directa  o  indirectamente 
contribuye  al  cumplimiento  de  sus  objetivos  de  conservaci n,ó  
colaborando en la generaci n de su plan de manejo,  aportando suó  
experiencia  de  manejo  forestal  basada  en  principios  y  criterios 
internacionalmente reconocidos de sustentabilidad ambiental, social y 
econ mica. Luego, son ó infundadas las aseveraciones de la recurrente de 
que su parte interfiere con las actividades de esa Reserva Nacional, 
cuyo  objetivo  basal,  no  exclusivo,  es  la  protecci n  de  su  cuencaó  
hidrol gica,  el  que  no  resulta  afectado,  porque  las  actividades  deó  
Bosques  Arauco  se  encuentran  f sicamente  fuera  de  la  Reserva  yí  
completamente al exterior de su cuenca hidrogr fica, ya que el  eá stero 
Nongu n y sus  tributarios  se  encuentran ntegramente dentro de laé í  
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cuenca hidrogr fica del rea protegida. á á
Agrega, siendo el objetivo general de la creaci n de la Reserva,ó  

la conservaci n de la cuenca hidrolog a del estero Nongu n productoraó í é  
de  agua,  su  diversidad  Biol gica  y  la  integridad  Ecosist mica  deló é  
Bosque caducifolio de Concepci n,  se ala  que el  concepto  ó ñ cuenca“  
hidrol gicaó ” se  define  como:  “El  espacio  del  territorio  en  el  cual  
naturalmente discurren todas las aguas hacia un nico lugar o puntoú  
de descarga , y, ocurre que ese espacio lo delimitan las cumbres de su”  
entorno, que act an como divisorias de aguas y que suponen que unaú  
cuenca sea independiente  de otra en cuanto a flujos  de agua.  Esta 
definici n y la situaci n/ubicaci n de los predios de su representada enó ó ó  
relaci n  con  la  Reserva  Nongu n,  las  grafica  en  im genes  queó é á  
incorpora al informe y de las cuales se concluye que la Reserva está 
circunscrita a la cuenca que drena hacia el estero Nongu n, mientrasé  
que la zona de amortiguaci n y los predios de su representada no est nó á  
incluidos  en  el  mismo  “espacio  hidrol gicoó ,  pues  las  aguas  que”  
precipitan en los predios forestales en operaci n escurren hacia otrasó  
cuencas y no hacia la que comprende la Reserva, luego, los eventos o 
acciones ocurridos fuera del rea protegida tienen muy poca capacidadá  
para efectos en el interior de la misma. Entonces, aquel objetivo de 
“conservar  la  cuenca hidrolog a del  Estero  Nongu n productora  deí é  
agua ,  cabe  se alar  que,  al  estar  delimitada  cada  cuenca  por  la” ñ  
divisoria de las aguas, no habiendo captaciones de agua, ni superficiales 
ni  subterr neas,  de  su  representada  desde  la  cuenca  a  proteger,  niá  
existiendo  operaciones  que  puedan  drenar  hacia  la  cuenca  de 
referencia,  la  actividad  de  Bosques  Arauco  no  produce  afectaci nó  
alguna en el rea protegida. á

Acerca del rol de conservaci n de la biodiversidad.ó  Afirma 
que  las  plantaciones  forestales,  como  zona  de  transici n,  sonó  
consideradas como una buena cubierta de ocupaci n del suelo, siempreó  
sujetas  a  buenas  pr cticas  de  manejo  forestal  sustentable  y  alá  
cumplimiento  de  los  planes  de  manejo  autorizados  por  Conaf.  As ,í  
siendo otro de los objetivos de la Reserva el “conservar su diversidad…  
Biol gica  y  la  integridad  Ecosist mica  del  Bosque  caducifolio  deó é  
Concepci nó ,  las  actividades  de  su  empresa  tampoco afectan a  esa”  
finalidad, ya que se encuentran fuera de ella Reserva, y, en lo que a la 
zona de amortiguaci n se refiere, las labores  se ejecutan conforme aó  
los planes de manejo autorizados por Conaf, cumpliendo los protocolos 
de la autoridad y los requisitos de buenas pr cticas de manejo forestalá  
desde el  punto  de vista  social,  ambiental  y  econ mico,  conforme aó  
est ndares  aplicables  de  amplio  reconocimiento  mundial.  En  esaá  
funci n,  en  las  reas  donde se  detectan especies  con problemas  deó á  
conservaci n ellas son preservadas o conservadas, seg n un plan queó ú  
considera la situaci n de la especie en particular a nivel regional; en losó  
bosques de protecci n de quebradas o cursos de agua, que sirven comoó  
"corredores  de  fauna  o  corredores  biol gicosó ”,  se  denuncian  las 
acciones de corta, caza o pesca ilegales a las autoridades competentes, 
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se  aplican  procedimientos  t cnicos  en  el  dise o  y  construcci n  deé ñ ó  
nuevos caminos con el objetivo de prevenir o minimizar su impacto 
ambiental, se hace gesti n de prevenci n y mitigaci n de impactos deó ó ó  
las  operaciones  forestales  sobre  la  biodiversidad,  suelo,  agua  y  el 
componente  esc nico  del  paisaje,  cuandoé  corresponde;  se  hacen 
arreglos espaciales en las plantaciones forestales intercaladas con zonas 
de protecci n y bosques nativos, para que constituyan una zona deó  
transici n  permitiendo  el  tr nsito  de  especies  fuera  de  la  Reserva,ó á  
sirviendo,   adem s, de amortiguador de la expansi n urbana haciaá ó  
ella.  En  relaci n  con  la  biodiversidad,  sostiene  que,  al  ser  lasó  
plantaciones  manejadas  de  manera  sostenible,  ello  contribuye  a 
promover medidas especiales en la zona de amortiguaci n ubicada aló  
exterior de la Reserva. 

De acuerdo a lo se alado, concluye queñ  las operaciones de su 
representada  no  generan  efectos  adversos  de  ninguna  especie  que 
contravengan  el  esp ritu  del  objetivo  de  la  declaratoria,  ya  que  laí  
operaci n forestal es ajena a la cuenca y al rea de la Reserva y queó á  
entre esta y las operaciones forestales hay una zona de amortiguaci n,ó  
tambi n llamada al rea buffer, que corresponde a un pol gono queé á í  
encierra  el  rea  protegida,  generando una determinada distancia ená  
torno a esta con las actividades que podr an afectar sus objetivos deí  
protecci n; esta rea no forma parte de aquella protegida, sino que laó á  
circunda; en el rea buffer no se proh be el desarrollo de actividades,á í  
pero  se  impiden aquellas  que puedan afectar  los  objetivos  del  reaá  
protegida, por lo que una plantaci n manejada de manera sostenibleó  
contribuye a promover medidas especiales en la zona de amortiguaci nó  
de la Reserva. Finalmente, dice que las operaciones de su representada 
no generan efectos adversos que afecten el rea protegida, agregandoá  
que el D.S. N 132, declaratorio de la Reserva Nacional Nongu n, no° é  
consider  una zona buffer para sta, siendo reci n definida en 2019, enó é é  
el Plan de Manejo de la Reserva, agregando que, de la superficie de la 
zona de amortiguaci n, su parte ocupa s lo un 46%, correspondiendoó ó  
a terceros el 54% restante.

Enumera las  acciones  de conservaci n y mitigaci n realizadasó ó  
por  la  recurrida,  tanto  en  el  rea  protegida  como  en  la  zona  deá  
amortiguaci n:   protecci n  de  cursos  de  agua  y  de  bosque nativo;ó ó  
nuevas pr cticas de manejo forestal en operaciones; 46 hect reas deá á  
bosque nativo  ubicados  dentro  de la  zona  de  amortiguaci n,  comoó  
forma de proteger  los cursos de agua, a lo que se sumar n a futuroá  
otras 14 hect reas de restauraci n en la misma zona buffer para efectosá ó  
de  protecci n  deó  los  cauces;  protecci n  y  mantenci n  de  todos  losó ó  
cursos de agua, permanentes o no, con cobertura vegetal de preferencia 
boscosa y, en lo posible con vegetaci n nativa; limitar la superficie deó  
cosecha  continua  a  tala  rasa  en  todas  sus  plantaciones,  hasta  un 
m ximo de 200 hect reas, considerando para ello escalas de paisaje yá á  
relevancia  esc nica  del  sector,  gestionando  el  impacto  visual  yé  
planificando a nivel de cuencas; participaci n con la comunidad en laó  
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restauraci n  de  bosque  nativo  en  el  cerro  Manquim vida,  comunaó á  
Chiguayante;  desarrollo de un programa general de restauraci n queó  
considera el cambio de la cobertura vegetal desde plantaci n forestal aó  
bosque nativo mediante procesos que facilitan la regeneraci n naturaló  
de especies nativas,  que compromete una superficie total  de 50 mil 
hect reas.á

Sobre el an lisis de las causales de ingreso al SEIA. á Afirma 
que  mediante  esta  acci n  de  protecci n  no  es  posible  verificaró ó  
concretamente cu l es el supuesto acto u omisi n ilegal impugnado, yaá ó  
que la recurrente no lo se ala ni describe, refiri ndose gen ricamente añ é é  
la ejecuci n de una actividad forestal sin contar con una resoluci n deó ó  
calificaci n ambiental previa, sugiriendo con ello que su representadaó  
ejercer a su actividad forestal de manera ilegal, lo que no es efectivo,í  
puesto que ella se ejecuta conforme a la normativa vigente.

Primeramente,  sostiene que la actividad de la recurrida no se 
enmarca  en  las  causales  de  ingreso  al  SEIA  contempladas  en  los 
art culos 10 letra m) de la ley N 19.300 y 3 letra m) de su reglamento,í °  
los que reproduce, ya que se autoimpuso, por definici n interna, noó  
efectuar cosechas de plantaciones en superficies continuas mayores a 
200 hect reas, ello de acuerdo a consideraciones de escala de paisaje,á  
en sectores con relevancia esc nica, orientada a la gesti n del impactoé ó  
visual y planificando a nivel de cuencas, por lo que nunca se encuentra 
dentro  de  esas  hip tesis,  por  tanto,  las  actividades  forestales  queó  
desarrolla en cada uno de sus predios no son dimensiones industriales, 
caracter stica que deben tener las mismas para ingresar al SEIA..í

En segundo lugar, la actividad de su representada no se enmarca 
en la causal de ingreso al SEIA contemplada en el art culo 10 letra p)í  
de la ley N 19.300, que transcribe, puesto que ella no se ejecuta al°  
interior de una reserva nacional, por el contrario, todos los predios que 
explota forestalmente se encuentran fuera del sector declarado como 
Reserva Nacional.

En tercer lugar, la actividad de su representada no se enmarca 
en la causal de ingreso al SEIA contemplada en el art culo 10 letra p)í  
de la ley N 19.300 con relaci n al art culo 11 letra d) de la misma° ó í  ley, 
normas que transcribe, ya que sus faenas forestales no se encuentran 
localizadas ni pr ximasó  a poblaciones, recursos y reas protegidas,á  sitios 
prioritarios para la conservaci n, humedales protegidos, glaciares y/oó  
otras  reas protegidas, susceptibles de ser afectadas concretamente coná  
el desarrollo de la actividad o proyecto  determinado, agregando que, 
algunos  predios  se  encuentran  pr ximos  a  la  Reserva  Nacional,  suó  
actividad no interfiere ni la afecta en modo alguno; adem s, el recursoá  
tampoco identifica  alg n  proyecto  o  actividad que  se  encuentre  enú  
infracci n. ó

A ade que en el caso planteado por la recurrente no se cumplenñ  
dos de los tres requisitos para aplicar esta causal, puesto que no se 
identifica  una  actividad  o  proyecto  concretos  y  s lo  se  identificanó  
predios;  tampoco  hay  posibilidad  de  afectaci n  concreta  del  reaó á  
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protegida,  ya  que  no  se  ha  se alado  ni  determinado  cual  ser a  lañ í  
actividad espec fica susceptible de ser afectada. Aun cuando es efectivoí  
que algunos predios en que la recurrida ejecuta labores de explotaci nó  
forestal, son pr ximos a la Reserva Nacional, es clave que exista unaó  
susceptibilidad de afectaci n concreta, cuesti n que, en el presente casoó ó  
no fue acreditado por la recurrente,  ello sin perjuicio que,  dado lo 
explicado latamente, ninguno de los proyectos de Bosques Arauco tiene 
la capacidad de afectar a la Reserva Nacional de Nongu n.é

Afirma  que  no  existe  necesidad  de  cautela  urgente. Al 
contrario,  se  trata  de  una  discusi n  improcedente  en  el  marco  deó  
recurso de protecci n, porque el requisito esencial para la procedenciaó  
de este arbitrio es la necesidad de pronta decisi n en la protecci n deó ó  
derechos fundamentales en peligro inminente. Primero, y de acuerdo a 
lo dicho a lo largo del informe, no hay una acci n u omisi n ilegal oó ó  
arbitraria, que prive, perturbe o amenace los derechos constitucionales 
alegados.

Tampoco  hay  afectaci n  de  derechos  indubitados  de  losó  
recurrentes. Se sabe que la acci n de protecci n fue concebida paraó ó  
dar tutela efectiva inmediata a derechos  y garant as  constitucionalesí  
que sufran amenazas  reales  y  manifiestas;  luego,  esta  v a no es  uní  
medio  para  declarar  la  existencia  o  no  de  un  derecho  o  para 
interpretar  cierta normativa.  Para que proceda debe tratar sobre la 
privaci n,  perturbaci n  o  amenaza  de  derechos  indubitados  queó ó  
requieren protecci nó  inmediata. 

Sostiene  que,  en  atenci n  a  lo  expuesto  en  su  informe,  laó  
determinaci n de si su representada estaba o no obligada a ingresar aó  
evaluaci n  ambiental  sus  proyectos  antes  de  obtener  los  permisosó  
sectoriales  es  un  trabajo  de  interpretaci n  y  declaraci n,  que  exigeó ó  
analizar  cada  caso  en  concreto,  no  obstante,  seg n  lo  antesú  
desarrollado,  n  ninguna  de  las  actividades  de  Bosques  Arauco  se 
configuraba la causal de ingreso al SEIA. En cuanto a la determinaci nó  
de alguna afectaci n a la igualdad ante la ley y vivir en un medioó  
ambiente libre de contaminaci n, ello no es claro ni manifiesto, es m s,ó á  
ni los recurrentes pudieron probar siquiera una m nima afectaci n realí ó  
y concreta a los derechos que reclaman como conculcados, ya que, si 
bien  ellos  se  identifican,  deducen  el  recurso  en  favor  de  personas 
indeterminadas. En consecuencia, ambas circunstancias confirman que 
no existe afectaci n de derechos indubitados de los  recurrentes  queó  
haga necesaria la adopci n inmediata de medidas de protecci n poró ó  
esta Corte.

Refiere que la actividad de su representada en la zona es de 
larga data, luego, la supuesta necesidad de cautela urgente desaparece, 
cuando  no  existe  un  hecho  espec fico  que  haya  motivado  a  losí  
recurrentes a deducir la presente acci n, la que se interpone contra unaó  
actividad ejercida legalmente en el sector desde hace bastante tiempo, 
luego, tampoco hay antecedentes que permitan sostener la necesidad de 
una intervenci n inmediata por parte ó de la judicatura o la autoridad. 
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Finalmente,  los  hechos  se  encuentran  actualmente  en revisi nó  
por parte de la Superintendencia del Medio Ambiente, siendo la misma 
recurrente  quien  reconoce  haber  presentado  una  denuncia  ante  la 
autoridad ambiental, por lo que la materia objeto de este recurso se 
encuentra  actualmente  sometida  al  imperio  del  derecho,  por  la 
investigaci n que realiza la autoridad competente y, al t rmino de laó é  
misma,  ser  la  Superintendencia  la  que  determinar  si  la  denunciaá á  
presentada tiene el m rito suficiente para dar inicio a un procedimientoé  
sancionatorio o si debe ser archivada. 

No  existe  afectaci n  de  derechos  constitucionales.ó  La 
recurrente no explica c mo los hechos descritos habr an generado unaó í  
privaci n, perturbaci n o amenaza en el ejercicio de sus derechos yó ó  
garant as constitucionales que reclama.í

En primer  t rmino,  porque  a  trav s  del  recurso  deducido  seé é  
pretende ejercer una acci n popular, lo que es improcedente y lleva aó  
colegir  que  no  hay  derechos constitucionales  afectados.  Recurren 
cuatro personas naturales domiciliadas en la comuna de Concepci n,ó  
otra persona natural con domicilio en la comuna de Penco, la Uni nó  
Comunal  de  Juntas  de  Vecinos  de  Concepci n,ó  domiciliada en la 
comuna de Concepci n  y  laó  Junta de Vecinos N 12,  Mejoreros,°  
domiciliada en la comuna de Penco. No obstante, pese a que todos se 
identifican  como  recurrentes,  la  misma  presentaci n  declaraó  
expresamente que “la acci n constitucional deducida persigue obteneró  
la protecci n urgente de los derechos y garant as constitucionales de losó í  
habitantes de la comuna de Concepci n y Penco, como tambi n de laó é  
regi n del Biob oó í , es decir, claramente los actores accionan en favor”  
de  personas  indeterminadas,  de  las  que  se  ignora  de  qu  maneraé  
resultan afectadas por los hechos descritos en el recurso. 

En esos t rminos la acci n se plantea de manera enga osa pues,é ó ñ  
si  bien  se  identifican  claramente  algunos  recurrentes,  no  se  aporta 
antecedente alguno respecto de su afectaci n concreta y tampoco seó  
solicitan medidas de protecci n en favor de ellos; se pide la adopci nó ó  
de  medidas  de  protecci n  en  favor  de  la  poblaci n,  de  toda  laó ó  
poblaci n  de  la  regi n  del  Biob o,  lo  que,  como se  sabe,  ningunaó ó í  
relevancia tiene cuando no se identifica claramente a los directamente 
afectados  y  en  favor  de  los  cuales  se  recurre  buscando  la  cautela 
urgente.  As ,  no  puede  haber  afectaci n  de  ninguna  garant aí ó í  
constitucional,  precisamente  porque  no  se  ha  identificado  a  los 
afectados y, en consecuencia, el recurso deducido es inadmisible porque 
la v a proteccional no es una acci n popular. í ó

Sin perjuicio de lo se alado, sostiene que ninguna afectaci n hayñ ó  
del  derecho  consagrado  en  el  art culo  19  N 2  de  la  Constituci ní ° ó  
Pol tica de la Rep blica, puesto que no existe diferencia arbitraria ení ú  
favor  de  Bosques  Arauco,  empresa  que,  seg n  lo  ya  dicho  en  elú  
presente informe, es respetuosa de la normativa vigente. Agrega que la 
igualdad ante la ley no implica cumplir con la exigencia de un trato 
id ntico para todos y cada uno de los ciudadanos; lo que busca es queé  
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exista  una  distinci n  razonable  entre  quienes  se  encuentren  en  laó  
misma condici n. En ese orden de ideas, es posible otorgar un tratoó  
diferente a una persona o grupo de personas, siempre y cuando, esto 
obedezca al resultado de un an lisis de razonabilidad que determine laá  
existencia o no de una diferencia que justifique un trato desigual, con 
el objeto de reestablecer la igualdad material. 

En el presente caso, su representada ejerce una actividad forestal 
que no requiere ingresar a evaluaci n ambiental, seg n lo dispuesto enó ú  
el  art culo  10  de  la  ley  N 19.300,  bastando  solo  contar  con  lasí °  
autorizaciones sectoriales de las autoridades competentes, en este caso 
Conaf; ese mismo trato deber an recibir todas las empresas que est ní é  
en  la  misma  condici n  y,  si  alguna  est  en  situaci n  distinta,  poró á ó  
ejemplo, ejecutar una faena forestal de dimensiones industriales, ah  sí í 
que ser  necesario ingresar al SEIA.á

Sobre  el  derecho  a  vivir  en  un  medio  ambiente  libre  de 
contaminaci n, contemplado en el N  8 del citado art culo 19, dice queó º í  
los actores afirman en el recurso: el medio ambiente se trata de uno“…  
libre de contaminaci n en cuanto se respete la normativa ambientaló  
aplicable.  Dado  lo  anterior  y  que,  seg n  se  ha  comprobado en  elú  
presente recurso, la normativa ambiental aplicable a la materia ha sido  
infringida no cabe sino concluir que nos encontramos ante un medio  
ambiente que no se encuentra libre de contaminaci n .ó ”

Se ala  ser  efectivo  ñ que  el  legislador  defini  lo  que  debeó  
entenderse como medio ambiente libre de contaminaci n en el art culoó í  
2 ,  literal  m)  de  la  ley  N 19.300,  descrito  como  aqu l  en  que  losº º é  
contaminantes se encuentran en concentraciones o per odos inferiores aí  
aquellos susceptibles de constituir un riesgo a la salud de las personas, 
calidad  de  vida  de  la  poblaci n,  preservaci n  de  la  naturaleza  oó ó  
conservaci n del patrimonioó  ambiental, luego, la recurrente parte de la 
base  errada  que  la  actividad  de  su  representada  no  cumple  la 
normativa ambiental vigente, cuesti n que, como se dice a lo largo deló  
informe, no es efectiva. Tampoco el supuesto acto u omisi n ilegal queó  
se  reclama  causa  amenaza  real  e  inminente,  ya  que  se  acreditó 
fehacientemente que no hay afectaci n al medio ambiente ni tampocoó  
a  algunos  de  sus  componentes;  no  existe  afectaci n  a  la  cuencaó  
hidrogr fica ni a la calidad del agua, á ni a la calidad del suelo, ni a la 
calidad del aire. Adem s, la recurrente no acompa a antecedentes queá ñ  
den cuenta de una real e inminente afectaci n, de manera que no esó  
posible  afirmar la  vulneraci n de la  garant a de vivir  en un medioó í  
ambiente  libre  de contaminaci n,  sin  informaci n fehaciente  que loó ó  
demuestre.

Conforme a lo se alado pide tener por evacuado el informe yñ  
rechazar, en todas sus partes, la acci n de protecci n deducida, conó ó  
costas. 

4) Informó Emanuel  Ibarra Soto, Superintendente del Medio 
Ambiente (S). se alando, en relaci n con los hechos del recurso, queñ ó  
ese servicio recibi  una denuncia ciudadana contra Forestal Celco deó  
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fecha 17 de agosto de 2020, por una eventual elusion al SEIA de las 
plantaciones de monocultivo de su propiedad, cercanas a la Reserva 
Nacional Nongu n.  é Los denunciantes indican que dichas plantaciones 
debieron evaluarse ambientalmente, al estar en las inmediaciones de un 
rea protegida, tal como lo exigir a la letra d) del art culo 11 de la leyá í í  

19.300 y el art culo 8 del  í reglamento del SEIA. La referida denuncia 
fue ingresada al Sistema de Denuncias de la Superintendencia, dando 
origen  al  expediente  ID  81-VIII-2020.  En  virtud  de  la  misma, 
mediante Res.  Ex.  OBB N  º 050/2020,  de 27 de agosto de 2020, se 
requiri  informaci n  a  Forestal  Celco  respecto  de  los  permisosó ó  
otorgados para el manejo de bosque nativo de preservaci n (PMB) enó  
los predios de propiedad de Forestal Celco S.A. ubicados de manera 
aleda a a la Reserva Nacional onguen. Adem s de entregar copias deñ Ñ á  
las  resoluciones  Conaf  que  los  aprueban,  requiriendo  entregar  una 
planilla Excel que resuma la informaci n entregada y un archivo tipoó  
KMZ o SHP de los predios con manejo de bosque nativo. Tambi n,é  
permisos otorgados para la corta de plantaciones (PMF) ubicadas en 
terrenos  de  aptitud  preferentemente  forestal  en  los  predios  de 
propiedad de Forestal  Celco S.A. ubicados de manera aleda a a lañ  
Reserva  Nacional  Nongu n  y,  entregar  copias  de  las  resolucionesé  
Conaf que los aprueban, se requiere entregar una planilla Excel que 
resuma la informaci n entregada y un archivo tipo KMZ o SHP de losó  
predios aprobados para tales t rminos. Finalmente, entregar un archivoé  
KMZ que contenga los predios individualizados, indicando las reas yá  
l mites de cada superficie. í

A su vez, mediante el Ord. OBB N  263-2020 de 28 de agostoº  
de 2020, se ofici  a Conaf  a fin de que remitiera informaci n relativaó ó  
a los Planes de Manejo Forestal (PMF) de los predios aludidos en la 
denuncia; las actividades de corta o manejo realizadas en los predios 
informados en la denuncia con fecha de ejecuci n, a partir del 30 deó  
diciembre de 2009; archivos KMZ o SHP de los predios informados en 
la  denuncia,  con  informaci n  de  capas  por  tipo  de  especie  yó  
propietario;  archivos  KMZ  o  SHP  de  los  l mites  de  la  Reservaí  
Nacional Nongu n establecidos en su marco legal vigente. é

Agrega  que  mediante  el  Ord.  OBB  N  º 264/2020,  de  28  de 
agosto  de  2020,  se  comunic  a  los  denunciantes  las  diligenciasó  
mencionadas, as  como del an lisis efectuado por la Superintendenciaí á  
de  la  informaci n  geogr fica  de  los  antecedentes  contenidos  en  laó á  
denuncia. Tambi n se les hizo presente que las actividades realizadasé  
por la empresa denunciada deb an ser contextualizadas en el tiempo,í  
respecto de la fecha en el fundo Nogu n pas  a ser Reserva Nacional.é ó

Se ala que mediante el Ord. N  2ñ º 7/2020, de 29 de septiembre 
de  2020,  la  Conaf  Regional,  respondi  la  solicitud  de  informaci nó ó  
requerida indicando que de los 13 predios incluidos en las denuncias 
adjuntadas  en  el  oficio  N  263-2020,  el  predio Santa  Rosa,  rol  deº  
aval o 21286-34, no se encuentra registrado en esa Corporaci n. Seú ó  
adjunt  n mina de predios con plan manejo aprobado a partir del ó ó 30 
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de diciembre de 2009 y, v a correo, se env an copias de los planes deí í  
manejo y planos correspondientes.

Agrega que, en atenci n ó a la condici n ó de pandemia, la eventual 
ejecuci n  ó de  faenas  forestales  de  corta  y  manejo  en  los  predios 
denunciados  y  registrados  en  Conaf,  se  revis  en  forma  remota,ó  
mediante el an lisis de las im genes satelitales disponibles en el sistemaá á  
Google Eearth, cuyos resultados se incluyen en el informe. 

Dice  que  producto  de  las  denuncias  presentadas  y  con  los 
antecedentes  recabados  por  esa  Superintendencia  mediante  las 
diligencias  ordenadas,  la  divisi n  de  fiscalizaci n  del  servicio  estó ó á 
elaborando un informe t cnico de fiscalizaci n ambiental, el que, en elé ó  
caso de concluir que se configura alguna hip tesis de elusi n por laó ó  
forestal, la denuncia se derivar  a la Divisi n de Fiscal a para efectosá ó í  
de iniciar un procedimiento de requerimiento de ingreso al SEIA. 

A ade que del an lisis preliminar que esa Superintendencia hizoñ á  
de  los  antecedentes,  se  puede  observar  que  los  planes  de  manejo 
forestal aprobados por Conaf han sido para pino y eucaliptos, no hay 
aprobaciones  que  involucren  bosque  nativo.  Asimismo,  estas 
aprobaciones para plantaciones forestales de pino y eucaliptos ser aní  
peri dicas y anteriores a la declaraci n de Reserva Natural del rea enó ó á  
cuesti n.ó

Adjunt  al informe los antecedentes referidos a la investigaci n.ó ó
5) Inform  ó Francisco Lagos Arriagada,  Seremi de Agricultura 

Regi n del Biob o, quien se al  que, en los registros de esa Secretar a,ó í ñ ó í  
no existen antecedentes relacionados con los hechos contenidos en el 
recurso  de  protecci n,  y  que  han  motivado  el  presente  informe,ó  
agregando que Conaf es una entidad que se relaciona con el supremo 
Gobierno a trav s del Ministerio de Agricultura, al tiempo de contaré  
con funciones p blicas y competencias legales propias. Asimismo, noú  
obstante,  esa  dependencia,  la  Seremi  no  puede  intervenir  en  las 
actuaciones que la ley encomienda a Conaf, sin embargo, comparte las 
apreciaciones contenidas en el informe de Conaf agregado al recurso, 
el  cual da cuenta de sus actuaciones y del fundamento legal  de las 
mismas.

6) Inform  ó Erwin  Brevis  Vergara,  Secretario  T cnico  delé  
Consejo de Monumentos  Nacionales,  quien se al  que las  Reservasñ ó  
Nacionales no corresponden a ninguna de las categor as de protecci ní ó  
establecidas en la ley N 17.288, sobre Monumentos Nacionales, siendo°  
de  esa  categor a  el  monumento  arqueol gico,  el  monumentoí ó  
paleontol gico,  el  monumento  hist rico,  el  monumento  p blico,  losó ó ú  
santuarios  de  la  naturaleza  y  las  zonas  t picas  o  pintorescas,  ení  
consecuencia, no corresponde que ese organismo t cnico se pronuncieé  
respecto de los proyectos que se desarrollen al interior de la Reserva 
Nacional Nongu n.é

Se trajeron los autos en relaci n.ó
CONSIDERANDO:
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I.-  EN  CUANTO  A  LA  EXTEMPORANEIDAD  DEL 
RECURSO.

PRIMERO: Que,  ambas  recurridas  alegaron  la 
extemporaneidad del recurso deducido por  Francisco Alonso Astorga 
C rcamoá , por s  y en representaci n de otras personas naturales y dosí ó  
organizaciones  vecinales,  contra  Celco  o  Bosques  Arauco  y  contra 
Conaf. Fundan su alegaci n en que resulta ser pac fico que el  ó í 17 de 
agosto  de  2020  el  mismo  recurrente  formul  denuncia  ante  laó  
Superintendencia  del  Medio  Ambiente,  por  hechos  similares  a  los 
contenidos en el presente recurso, es decir, acusando a la empresa 
forestal de una eventual  elusion de ingreso al SEIA, de los planes de 
manejo forestal de las plantaciones de monocultivo que se encuentran 
en  predios  forestales  de  su  propiedad,  cercanos  o  adyacentes  a  la 
Reserva  Nacional  Nongu n.  Esta  alegaci n  se  corrobora  con  loé ó  
se alado  ñ por la Superintendencia del Medio Ambiente, al evacuar el 
informe solicitado por esta Corte, presentaci n a la que dicho servicioó  
acompa  copia  de  la  denuncia  interpuesta  por  el  actor  ñó Astorga 
C rcamo.á

SEGUNDO: Que, asimismo, consta que el actor interpuso el 
presente  recurso ante  esta  Corte  el  16 de octubre  de 2020,  donde 
denuncia la vulneraci n, tanto de l como de las personas -naturales yó é  
jur dicas-  por  las  que  comparece,  de  las  garant as  constitucionalesí í  
contempladas en los numerales 2 y 8 del art culo 19 de Constituci ní ó  
Pol tica de la Rep blica, porque la empresa forestal Bosques Araucoí ú  
mantiene  operaciones  forestales  y  plantaciones  de  monocultivo  en 
predios forestales de su propiedad, cercanos o adyacentes a la Reserva 
Nacional Nongu n, sin que dicha empresa haya presentado sus planesé  
de manejo al SEIA, los cuales, pese a carecer de calificaci n ambiental,ó  
fueron aprobados por la Conaf.

TERCERO: Que, entonces,  hay similitud entre  la  causa que 
motiv  la presentaci n de la denuncia ante la autoridad ambiental conó ó  
parte de los hechos contenidos en el presente recurso de protecci n, enó  
cuanto a que Bosques Arauco, no habr a í ingresado al SEIA, los planes 
de manejo de sus predios forestales cercanos o adyacentes a la Reserva 
Nacional Nongu n. Esta coincidencia é lleva a concluir que el recurrente 
tuvo  conocimiento  cierto  de  las  vulneraciones  que  impugna  en  la 
presente acci n cautelar aquel 17 de agosto de 2020, fecha en queó  
denunci  lo mismo ante la Superintendencia del Medio Ambiente, sinó  
embargo,  el  recurso de protecci n que dio origen a estos  autos,  loó  
dedujo en esta  Corte  el  16 de octubre  de 2020,  transcurriendo en 
exceso el plazo fatal de 30 d as corridos que se ala el art culo 1  delí ñ í º  
Auto Acordado sobre Tramitaci n y Fallo del Recurso de Protecci nó ó  
de  Garant as  Constitucionales,  t rmino  que  debe  contarse  desde  laí é  
ejecuci n del acto u ocurrencia de la omisi n, o desde que el afectadoó ó  
“haya tenido noticias o conocimiento cierto de los mismos, lo que se  
har  constar en autosá . ”
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CUARTO:  Que,  en  consecuencia,  habi ndose  deducido  laé  
presente acci n cautelar m s all  del plazo se alado en el fundamentoó á á ñ  
anterior, sta resulta extempor nea, é á por lo que, respecto a la recurrida 
Forestal Celco S.A., tambi n Bosques Arauco, el presente recurso deé  
protecci n no podr  prosperar.ó á

II.- EN CUANTO A QUE LA PRESENTE ACCI N NOÓ  
ES  LA  V A  ID NEA  Y  SOBRE  LA  AUSENCIA  DEÍ Ó  
DERECHOS INDUBITADOS.

QUINTO:  Que,  tambi n  los  recurrentes  é interpusieron  la 
presente  acci n  en  contra  de  Conaf,  ó reclamando  porque  al  haber 
autorizado dicha corporaci n los  planes  de manejo forestal  de losó  
predios  pertenecientes  a  Bosques  Arauco,  ubicados  en  las 
proximidades de la  Reserva  Nacional  Nongu n, sin haber exigidoé  
que previamente la empresa evaluar  ambientalmente dichos procesosá  
mediante  su  ingreso  al SEIA,  la  Conaf  habr a  incurrido  en  unaí  
omisi n ilegal y arbitraria  ó que afect  aó l ecosistema de dicha Reserva 
y que, consecuencialmente, signific  la vulneraci n del derechoó ó  de los 
recurrentes de igualdad ante la ley y de vivir en  un  medio  ambiente 
libre de contaminaci n, establecidos ó respectivamente en el  art culo í 19 
N  ° 2 y N  8 º de la Constituci n ó Pol tica í de la Rep blica.ú

Asimismo, recurren contra Conaf, porque los planes de manejo 
forestal aprobados no figuran publicados  en ning n  ú registro p blico,ú  
omisi n que significa el  ó incumplimiento del  art culo  í 31 bis  de  la  ley 
N°19.300,  puesto  que  esa  falta  de  publicidad  impide  a  cualquier 
persona el acceso a informaci n ó de car cter á ambiental en poder de la 
administraci n. ó

En su petitorio solicitan que esta Corte obligue a Conaf tanto a 
exigir el  ingreso a evaluaci n ambiental ó los proyectos de monocultivo 
forestal cercanos a la Reserva Nogu n, como a manteneré  un registro 
p blicoú  de los planes de manejo que aprueba. 

SEXTO: Que, frente a esas solicitudes, Conaf respondi  en suó  
informe que no incurri  ó en omisi nó  ilegal ni arbitraria alguna, ya que 
los  planes  de  manejo  de  Bosques  Arauco  fueron  correctamente 
aprobados y que esa corporaci n carece de competencia para solicitaró  
o  determinar  el  ingreso  de  una actividad  al SEIA,  puesto  que las 
causales de ingreso a evaluaci n ambiental  ó son de derecho estricto; 
asimismo,  no  existe  el  registro  p blico  ú para  los  planes  de  manejo 
forestal de plantaciones asociadas al Decreto 701; tales registros se exigen 
s lo para los manejos forestales de bosques nativos, calidad que no invisten losó  
predios indicados en el recurso.

Agrega la recurrida que la presente no es la v a id nea para ventilarí ó  
asuntos contenciosos administrativos de naturaleza ambiental y que los 
derechos  que  se  reclaman  no  son  de  aquellos  indubitados  que 
requieran cautela inmediata.

A.- El presente recurso no es la v a id nea.í ó
S PTIMO:  É Que,  el  recurso  de  protecci n  tiene  por  objetoó  

restablecer el  imperio del derecho cuanto ste ha sido quebrantadoé  
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por actos u omisiones arbitrarias o ilegales que amenazan, perturban o 
privan del ejercicio leg timo de alguna de las garant as taxativamenteí í  
numeradas  en  el  art culo  20  de  la  Constituci n  Pol tica  de  laí ó í  
Rep blica, dejando a salvo las dem s acciones legales.ú á

OCTAVO: Que, el recurso interpuesto contra la Corporaci nó  
Nacional Forestal, en aquella parte que se reclama su omisi n de haberó  
exigido la calificaci n ambiental de los proyectos forestales presentadosó  
por la empresa Bosques Arauco, para  la autorizaci n de sus planes deó  
manejo en los  predios  de su propiedad cercanos o adyacentes  a la 
Reserva Nacional Nongu n, es una materia que, por sus caracter sticas,é í  
debe ser resuelta a trav s de la institucionalidad ambiental contempladaé  
en  la  ley  19.300,  sobre  Bases  Generales  del  Medio  Ambiente,  ley 
20.417, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluaci n Ambiental yó  
la Superintendencia del Medio Ambiente y,  ley 20. 600 que crea los 
Tribunales Ambientales.

NOVENO: Que,  sobre  esta  institucionalidad  ambiental,  cabe 
se alar que el art culo 64 de la ley 19.300 dispone:ñ í  La fiscalizaci n“ ó  
del  permanente cumplimiento de las normas y condiciones sobre la  
base  de  las  cuales  se  han  aprobado  o  aceptado  los  Estudios  y  
Declaraciones de Impacto Ambiental, de las medidas e instrumentos  
que establezcan los Planes de Prevenci n y de Descontaminaci n, deó ó  
las normas de calidad y emisi n, as  como de los planes de manejoó í  
establecidos en la presente ley, cuando correspondan, ser  efectuadaá  
por  la  Superintendencia  del  Medio  Ambiente  de  conformidad a  lo  
se alado por la ley.ñ ”

La  referencia  a  los  planes  de  manejo  “ ” se  encuentra  en  el 
art culo  í 42 de la misma ley que dispone:  El Ministerio del Medio“  
Ambiente conjuntamente con el organismo p blico encargado por laú  
ley de regular el uso o aprovechamiento de los recursos naturales en  
un rea determinada, exigir , cuando corresponda, la presentaci n yá á ó  
cumplimiento de planes de manejo de los mismos, a fin de asegurar su  
conservaci n. ó

Estos  incluir n,  entre  otras,  las  siguientes  consideracionesá  
ambientales:

a) Mantenci n de caudales de aguas y conservaci n de suelos;ó ó
b) Mantenci n del valor paisaj stico, y ó í
c)  Protecci n de especies  clasificadas  seg n lo  dispuesto en eló ú  

art culo 37. í
Lo dispuesto en este art culo es sin perjuicio de lo establecido ení  

otros  cuerpos  legales,  sobre planes  de  manejo de  recursos  naturales 
renovables, y no se aplicar  a aquellos proyectos o actividades respectoá  
de los cuales se hubiere aprobado un Estudio o una Declaraci n deó  
Impacto Ambiental.”

A su vez, el art culo 17 N  8 deí º  la ley 20.600 se ala: ñ “Art culoí  
17.-  Competencia. Los  Tribunales  Ambientales  ser n  competentesá  
para: 8) Conocer de las reclamaciones en contra de la resoluci n queó  
resuelva un procedimiento administrativo de invalidaci n de un actoó  
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administrativo de car cter ambiental. El plazo para la interposici n deá ó  
la  acci n  ser  de  treinta  d as  contado  desde  la  notificaci n  de  laó á í ó  
respectiva resoluci n.ó

Para  estos  efectos  se  entender  por  acto  administrativo  deá  
car cter ambiental toda decisi n formal que emita cualquiera de losá ó  
organismos de la Administraci n del Estado mencionados en el incisoó  
segundo del art culo 1  de la Ley Org nica Constitucional de Basesí ° á  
Generales  de la  Administraci n  del  Estado,  que  tenga  competenciaó  
ambiental y que corresponda a un instrumento de gesti n ambiental oó  
se encuentre directamente asociado con uno de stos.é

Ser  competente para conocer de esta reclamaci n el Tribunalá ó  
Ambiental  que  ejerza  jurisdicci n  en  el  territorio  en  que  tenga  suó  
domicilio  el  rgano  de  la  Administraci n  del  Estado  que  hubiereó ó  
resuelto el procedimiento administrativo de invalidaci n.ó

En los casos de los numerales 5) y 6) del presente art culo no seí  
podr  ejercer la potestad invalidatoria del  art culo 53 de la ley Ná í °  
19880 una vez resueltos los recursos administrativos y jurisdiccionales o  
transcurridos  los  plazos  legales  para interponerlos  sin  que se  hayan  
deducido.”
    D CIMO:É  Que, de acuerdo al cat logo normativo se alado, dadaá ñ  
la especialidad de la materia en discusi n, cualquier reclamo sobre eló  
proceder de Conaf en la autorizaci n de los planes de manejo forestaló  
presentados por Bosques Arauco y que haya provocado alg n tipo deú  
impacto  ambiental,  debi  presentarse  por  los  interesados  ante  laó  
Superintendencia del Medio Ambiente.

En consecuencia, el presente recurso debe ser rechazado en ese 
cap tulo, al no ser esta la v a id nea para obtener lo pretendido por losí í ó  
actores.

II.-  Los  derechos  reclamados  no  son  de  aquellos 
indubitados que requieran cautela inmediata.

D CIMO  PRIMERO:  É Que,  acerca  de  la  exigencia  de 
mantener  registro  p blico de  los  ú planes  de  manejo  aprobados  por 
Conaf,  lleva  la  raz n  dicha  corporaci n  cuando  afirma  que  noó ó  
tiene  obligaci n  ó legal  de mantener  tal  informaci n,  ya  que  loó  
exigido por la ley N°20.283 sobre Recuperaci n ó de Bosque Nativo y 
Fomento  Forestal  que  citan  los  recurrentes  como  fundamento de 
dicha obligaci n,ó  se  refiere  a  la  protecci n,  ó la  recuperaci n  y  eló  
mejoramiento  de  los bosques nativos, para asegurar  la sustentabilidad 
forestal y la pol ticaí  ambiental, disponiendo el art culo 5  de ese cuerpoí º  
normativo:  “Toda acci n ó de corta de bosque nativo, cualquiera sea el 
tipo de  terreno en que ste  é se  encuentre, deber  hacerse previo planá  
de  manejo  aprobado  por  la  Corporaci n. Deber  cumplir,  ó á adem s,á  
con  lo  prescrito en el  decreto  ley  N  º 701,  de  1974.  Los planes  de 
manejo aprobados deber n á ser de car cter p blico y estar disponiblesá ú  
en la p gina á web de la Corporaci n ó para quien lo solicite.  ”

Sin  embargo,  los  planes  de  manejo  aprobados  para  las 
operaciones forestales de Bosques Arauco y que impugnan los actores 
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por  las  razones  ya  dichas,  corresponden  a  plantaciones  forestales 
sometidas a las disposiciones del D. L. N 70° 1, cuerpo normativo que, 
en  ninguna  parte  de  sus  31  art culos  permanentes  y  6  art culosí í  
transitorios,  establece  la  obligaci n  de  Conaf  de  llevar  un  registroó  
p blico  de  las  autorizaciones  de  planes  de  manejo  forestal  que  leú  
presenten personas naturales o jur dicas.í

En consecuencia, si la vulneraci n de los derechos a la igualdadó  
ante la ley y a vivir en un medio ambiente libre de contaminaci n,ó  
dependiese de la existencia o no de tales registros, la falta de obligaci nó  
legal para Conaf de mantener ese tipo de catastro, hace que el reclamo 
de los actores no sea de car cter indubitado.á

D CIMO  SEGUNDO:É   Que,  tal  como  lo  ha  resuelto  la 
Excma. Corte Suprema de Justicia1, el  recurso de protecci n de“… ó  
garant as  constitucionales  establecido  en  el  art culo  20  de  laí í  
Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  constituye  jur dicamente  unaó í ú í  
acci n de evidente car cter cautelar, destinada a amparar el leg timoó á í  
ejercicio de las garant as y derechos preexistentes que en esa mismaí  
disposici n  se  enumeran,  mediante  la  adopci n  de  medidas  deó ó  
resguardo que se deben tomar ante un acto arbitrario o ilegal  que  
impida, amague o perturbe ese ejercicio.  ” Agrega el m ximo tribunalá  
que  para acoger la presente acci n, debe constatarse el car cter“… ó á  
preexistente e indiscutido de un derecho afectado, condici n que no seó  
verifica en la especie, porque el derecho cuya protecci n se busca poró  
esta v a no tiene el car cter de indubitado.í á ”

D CIMO TERCERO:É  Que,  en atenci n a lo que se vieneó  
diciendo, corresponde el rechazo ntegro del recurso deducido, siendoí  
innecesario entrar tanto al an lisis de si la acci n deducida era o no deá ó  
car cter popular, como de los planteamientos de fondo, referidos a siá  
las  recurridas  cometieron  actos  u  omisiones  ilegales  o  arbitrarias  al 
proceder de la forma que les objetan los recurrentes y si esa conducta 
tuvo la capacidad de afectar o no los derechos que ellos se alan comoñ  
conculcados.

Por  estas  consideraciones  y  de  conformidad,  adem s,  con  loá  
prevenido en el art culo 20 de la Constituci n Pol tica de la Rep blicaí ó í ú  
y Auto Acordado de la Excelent sima Corte Suprema de Justicia sobreí  
Tramitaci n del Recurso de Protecci n de Garant as Constitucionales,ó ó í  
se declara:

I.- Que se acoge,  la alegaci n de extemporaneidad del recursoó  
opuesta por Forestal Celco, tambi n Bosques Arauco.é

II.- Que se acogen, las alegaciones opuestas por la Corporaci nó  
Nacional Forestal sobre que la presente acci n no es la v a id nea paraó í ó  
acceder  al  reclamo  de  los  recurrentes  y  acerca  de  la  ausencia  de 
derechos indubitados.

III.- Que, en consecuencia, se rechaza en todas sus partes y 
sin  costas,  el recurso de protecci n deducido por  ó Francisco Alonso 
Astorga  C rcamo,  por  s  y  por  Francisco  Javier  Sandoval  Ojeda,á í  
1 Sentencia  de 30 de diciembre  de 2020,  dictada  en la  causa rol  N  127.229-2020,  confirmando fallo  de esta°  
Corte, pronunciado en el rol de protecci n 13.287-2020.ó
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Claudia Marlene  Arriagada Parra,  Leonardo Ariel  Jara Jara,  Digna 
Guillermina Miranda San Mart n,  la  Uni n Comunal  de Juntas  deí ó  
Vecinos  de  Concepci n,  la  Junta  de  Vecinos  N  12  Mejoreros  deó °  
Penco y de Mar a Jos  Concha Sandoval.í é

Reg strese, notif quese y, en su oportunidad, arch vese.í í í
Redacci n del ministro suplente Waldemar Koch Salazar.ó
No firma  la  se ora  Antonella  Farfarello  Galletti,  no  obstanteñ  

haber concurrido a la vista de la causa y al acuerdo, por haber cesado 
en el cargo de ministra suplente de esta Corte de Apelaciones.

Rol Protecci n N  17.150-2020. ó º

JY
K

B
X

D
V

H
JF



Pronunciado por la Quinta Sala de la C.A. de Concepción integrada por Ministro Suplente Waldemar Augusto Koch S.

y Abogada Integrante Riola Solano G. Concepcion, trece de enero de dos mil veintiuno.

En Concepcion, a trece de enero de dos mil veintiuno, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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	Que el objetivo general de la creación de la Reserva Nacional Nonguén es conservar la cuenca hidrográfica del Estero Nonguén productora de agua, su diversidad Biológica y la Integridad Ecosistémica del Bosque Caducifolio de Concepción y sus objetivos específicos son conservar la diversidad biológica y los ambientes naturales que posibilitan su existencia con énfasis en las especies de flora y fauna en problemas de conservación, promoviendo en Nonguén, como en su entorno, acciones de restauración natural y artificial; involucrar en la planificación y gestión del área protegida a los diversos actores interesados en la conservación y uso sustentable del patrimonio natural de Nonguén, incluyendo sus áreas de amortiguación e influencia; contribuir a mejorar el conocimiento de la estructura y funcionamiento del ecosistema para ejecutar un manejo sustentable del área; implementar e incentivar la educación ambiental de visitantes y la comunidad, así como otros usos humanos que no pongan en riesgo la integridad del ecosistema; orientar el manejo del recurso agua a su optimización en términos de calidad, cantidad y beneficios para la comunidad e impulsar un manejo de los recursos forestales alóctonos para su eliminación, control o producción sustentable, acorde con la zonificación del predio;” Así, el artículo 1° del referido D.S. señala: “Créase como Área Silvestre Protegida la "Reserva Nacional Nonguén", ubicada en el predio denominado Fundo Nonguén y camino de acceso, Sector Hoya Hidrográfica del Valle de Nonguén, situada en las comunas de Concepción, Chiguayante y Hualqui, provincia de Concepción, Región del Bío-Bío, inscrito a nombre del Fisco, en mayor cabida, a fojas 634, Nº 288, del Registro de Propiedad de 2009, del Conservador de Bienes Raíces de Chiguayante, singularizado en el Plano Nº 08101-2211 C.R. "Fisco Plano Afectación Reserva Nacional Fundo Nonguén"; de una superficie total de 3.036,90 Hás. (tres mil treinta y seis coma noventa hectáreas)”.
	De acuerdo a esta relación afirma que se trata de un área protegida de vital importancia para la región y para el área metropolitana del Gran Concepción, pues tal como lo dice su decreto de creación, la Reserva Nacional Nonguén tiene por objetivo resguardar la diversidad biológica y la integridad ecosistémica del bosque caducifolio de Concepción y conservar la diversidad biológica y los ambientes naturales que posibilitan su existencia con énfasis en las especies de flora y fauna. Por tanto, su conservación no es sólo importante para la naturaleza de la zona y el área metropolitana, sino que también para la calidad de vida de sus habitantes; además, dicha reserva es la única área protegida en el país de carácter periurbano, lo que es de vital importancia, pues dada su cercanía con la ciudad permite a los habitantes de ésta acceder y disfrutar con gran facilidad de los servicios ecosistémicos que ofrece dicha área protegida.
	Señala que el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad acordó recategorizar la Reserva Nacional Nonguén a Parque Nacional, cuya declaración está pendiente, sin embargo, y al igual que los demás parques nacionales, la normativa nacional e internacional salvaguarda sus límites, sus riquezas, sus bellezas naturales, su flora y su fauna, proveyendo a los parques nacionales de las facilidades necesarias para el solaz y la educación del público. En ese sentido, el objetivo general del Parque Nacional Nonguén será preservar una muestra del Bosque caducifolio mediterráneo-templado costero de Roble (Nothofagus obliqua) y Queule (Gomortega keule), resguardando su biodiversidad, provisión de servicios ambientales y la continuidad de sus procesos evolutivos, mientras que sus objetivos específicos serán: Preservar la biodiversidad de una muestra remanente del Bosque Caducifolio de Concepción; preservar las especies de flora y fauna características de este ecosistema y su hábitat, en especial aquellas con problemas de conservación (monito del monte, pudú, güiña, cangrejito tigre, carmelita de concepción, pitao, naranjillo y michay araucano); proteger la cuenca alta del estero Nonguén; fomentar acciones que contribuyan a mitigar y controlar las amenazas; fortalecer el desarrollo de las actividades de turismo de naturaleza, educación e interpretación ambiental, investigación científica de los recursos naturales y culturales; e involucrar en la planificación y gestión del área protegida, a los diversos actores interesados en la conservación del patrimonio natural de Nonguén.
	Al referirse a las plantaciones forestales aledañas a la Reserva Nacional Nonguén, señala que estas han aumentado y que Conaf entrega una gran cantidad de planes de manejo sin respetar la normativa ambiental, constituyendo esas actuaciones las acciones y omisiones arbitrarias e ilegales que se denuncian en el presente recurso, ello según la cartografía que han elaborado donde se reflejan los predios cercanos a la Reserva Nacional Nonguén con plantaciones de monocultivo y sin la correspondiente evaluación ambiental, vulnerando la legalidad, cuyos planes de manejo fueron otorgados por Conaf sin la exigencia de evaluación ambiental, a pesar de estar en las inmediaciones de un área protegida, tal como lo exigen la letra d) del artículo 11 de la ley 19.300 y el artículo 8 del Reglamento del SEIA y la demás normativa aplicable.
	Sobre la metodología y datos utilizados para elaborar la cartografía señala que la jurisprudencia ha establecido que la distancia en la que se considerará que un proyecto se encuentra próximo a un área protegida variará y se determinará caso a caso, en relación a cuál sea la naturaleza y objetivos del área protegida en particular, así como de la naturaleza de los proyectos próximos y, por ende, su capacidad de impactar o no el área protegida, trascribiendo los considerandos 13º, 14º, 15º del fallo dictado por la Excma. Corte Suprema, en la causa rol 12.808-2019, que señalan: “Décimo Tercero: Que, de la interpretación armónica de las dos reglas transcritas en el motivo anterior, es posible afirmar, en abstracto, que toda obra, programa o actividad próxima a un área protegida susceptible de ser afectada por éste, debe ingresar al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental a través del instrumento de revisión más intenso contemplado en la legislación vigente, consistente en el Estudio de Impacto Ambiental. En efecto, si bien el artículo 10 literal p) de la Ley Nº 19.300 indica expresamente que la susceptibilidad de causar impacto ambiental se restringe a los proyectos emplazados “en” áreas de protección oficial (entre otras), ciertamente el literal d) del artículo 11 amplía el espectro de aplicabilidad de la norma al abordar una situación específica y especial consistente en la ubicación de obras, programas o actividades ubicadas “en” o “próximas” a áreas protegidas, exigiendo para la imposición de la obligación de ingreso que dichos proyectos puedan afectar, potencialmente, a aquellas zonas. 
	Décimo Cuarto: Que, en el caso concreto, asentado como está que el proyecto de construcción desarrollado por las recurridas no se encuentra “en” un área protegida, sino en el predio inmediatamente contiguo al Santuario de la Naturaleza “Campo Dunar de la Punta de Concón”, la adecuada resolución del asunto pasa por determinar si tal área protegida es “susceptible de ser afectada” por aquella obra.
	Décimo Quinto: Que, para tal fin, resulta útil acudir a lo dispuesto en el artículo 8 inciso final del Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, que en su inciso final señala: “A objeto de evaluar si el proyecto o actividad es susceptible de afectar recursos y áreas protegidas, sitios prioritarios para la conservación, humedales protegidos, glaciares o territorios con valor ambiental, se considerará la extensión, magnitud o duración de la intervención de sus partes, obras o acciones, así como de los impactos generados por el proyecto o actividad, teniendo en especial consideración los objetos de protección que se pretenden resguardar.”
	Atendido lo anterior señala que la naturaleza de los proyectos forestales y sus impactos y las características de la cuenca del Estero Nonguén, permiten definir como área de influencia e impacto de esos proyectos forestales, en un radio de 5 kilómetros desde el borde de la reserva y se limita con áreas urbanas, como lo muestran las diversas imágenes cartográficas y fotográficas contenidas en el recurso.
	Señala un listado con los predios forestales ubicados en las proximidades de la Reserva Nacional Nonguén y sus distancias con dicha Reserva, de los cuales también incluye sus imágenes aéreas, cuyas plantaciones de monocultivo, pino y eucaliptus, pertenecen a Celco y superan la hectárea y media de extensión, generando un impacto significativo en el área protegida, ya que todos ellos se encuentran en las inmediaciones de la Reserva, incluso, uno de los predios está en su interior, incumpliendo por tanto la legislación que les obliga a evaluarse ambientalmente.
	Sostiene que, pese a lo anterior, ninguno de los predios de la recurrida fue sometido a evaluación ambiental, trámite que es obligatorio por ley. Prueba de ello es que al buscar en la plataforma digital del SEIA, la mención de esos proyectos forestales no se encuentran tales predios, concluyendo que la recurrida Celco, posee predios de cultivo forestal en las cercanías inmediatas de la Reserva Nacional Nonguén, sin haber ingresado a evaluación ambiental, vulnerando con ello la normativa que les obliga a hacerlo. Tampoco aparece que esos predios de Celco, aunque no correspondía por tipo de proyecto, envergadura y cercanía con un área protegida, hubiesen sido sometidos a Consulta de Pertinencia y, a través de esa vía, ser eximidos de la respectiva evaluación ambiental. 
	Sobre los impactos ambientales que generan los proyectos forestales, dice que la literatura especializada señala que son nocivos para el medio ambiente, específicamente para la biodiversidad y para el recurso hídrico, dada la forma y técnica de cultivo que emplea la industria forestal para la producción de pinos y eucaliptus, los que están en ciclo de crecimiento continuo, además, dado que su forma de corta es a tala rasa, esto genera un mayor flujo superficial del agua en los periodos de mayor precipitación, produciéndose altas crecidas de agua en la cuenca hidrográfica, sin embargo, durante el  verano la cuenca está seca, pues carece de capacidad de almacenamiento, que esto no ocurre en un terreno con cobertura de bosque nativo, donde el flujo de agua se distribuye de mejor manera durante el año, según lo señalan estudios y publicaciones que cita, agregando que, en general, la evidencia presentada en esas investigaciones destaca la vulnerabilidad del suministro de agua bajo escenarios cambio de cobertura vegetacional inducido por el uso de la tierra (dedicado al monocultivo), especialmente en el contexto del cambio climático.
	Añade que otro estudio, titulado “Efecto de plantaciones de Pinus radiata y Eucalyptus globulus sobre el recurso agua en la Cordillera de la Costa de la región del Biobío, Chile”, concluyó que las pérdidas de agua por intercepción (las pérdidas de agua por intercepción representan el agua que es evaporada por la superficie de hojas, ramas y fuste) son mayores en las cuencas cubiertas con pino que en las de eucalipto. La cantidad de agua involucrada en la evapotranspiración en las cuencas de pino es inferior a las de eucalipto. Esto influye en forma inversa en el monto de los caudales de los afluentes de las correspondientes cuencas. La carga de sedimento es superior en las cuencas de pino que en las de eucalipto, situación que podría ser explicada por las distintas características de las zonas de protección de orilla de cauces. Otro impacto que acarrea el monocultivo de plantaciones forestales, es la turbiedad y disminución de la calidad de agua que produce la técnica de tala rasa sobre el estero Nonguén y demás cursos de agua.
	Siendo el recurso hídrico el elemento vital para sustentar la vida y el medio ambiente, su alteración e impactos significativos sobre éste, necesariamente impactará a las comunidades humanas que dependen de él y en sus sistemas de vida. En ese sentido el artículo 11, letra c), de la ley 19.300, indica: “Los proyectos o actividades enumerados en el artículo precedente requerirán la elaboración de un Estudio de Impacto Ambiental, si generan o presentan a lo menos uno de los siguientes efectos, características o circunstancias: c) Reasentamiento de comunidades humanas, o alteración significativa de los sistemas de vida y costumbres de grupos humanos;”
	En el mismo sentido el artículo 7 del reglamento del SEIA señala: “Reasentamiento de comunidades humanas, o alteración significativa de los sistemas de vida y costumbres de grupos humanos.
	El titular deberá presentar un Estudio de Impacto Ambiental si su proyecto o actividad genera reasentamiento de comunidades humanas o alteración significativa de los sistemas de vida y costumbres de grupos humanos.
	Se entenderá por comunidades humanas o grupos humanos a todo conjunto de personas que comparte un territorio, en el que interactúan permanentemente, dando origen a un sistema de vida formado por relaciones sociales, económicas y culturales, que eventualmente tienden a generar tradiciones, intereses comunitarios y sentimientos de arraigo.
	A objeto de evaluar la alteración significativa a los sistemas de vida y costumbres de los grupos humanos, se considerará la generación de efectos adversos significativos sobre la calidad de vida de éstos, en consideración a la duración o magnitud de cualquiera de las siguientes circunstancias:
	a) La intervención, uso o restricción al acceso de los recursos naturales utilizados como sustento económico del grupo o para cualquier otro uso tradicional, tales como uso medicinal, espiritual o cultural.
	b) La obstrucción o restricción a la libre circulación, conectividad o el aumento significativo de los tiempos de desplazamiento.
	c) La alteración al acceso o a la calidad de bienes, equipamientos, servicios o infraestructura básica. 
	d) La dificultad o impedimento para el ejercicio o la manifestación de tradiciones, cultura o intereses comunitarios, que puedan afectar los sentimientos de arraigo o la cohesión social del grupo.”
	En cuanto a la importancia del estero Nonguén para el abastecimiento de agua a la población urbana, dice que este cause es el último tributario del río Andalién y que diversa literatura especializada lo define como un sistema fluvial de orden 3, con 15 km de longitud y 44 km2 de superficie de cuenca hidrográfica. En la zona superior de este sistema, se genera agua potable para la ciudad de Penco, mientras que en la zona inferior se utiliza como cuerpo receptor para los residuos provenientes de las descargas domésticas, lo que constituye un gran aporte de materia orgánica. Hay evidencias de otros problemas en el estero Nonguén, como la deforestación y urbanización que ocurre en suelos no aptos desde la zona media a la inferior. En contraste, en su cabecera, la cuenca mantiene un bosque secundario de Nothofagus, cuya extensión, naturalidad y grado de aislamiento tienen un alto valor ecológico y ambiental. El sistema natural de la cuenca se caracteriza por presentar sustrato rocoso con un fuerte diaclasamiento y degradación de rocas con producción de arcilla, lo que hace posible su deslizamiento y la remoción en masa ante un evento de deforestación. Por otra parte, el relieve del área se caracteriza por presentar pendientes superiores al 35% y densas redes hidrográficas con quebradas que generan erosión activa. La parte alta y media presentan buena calidad de agua, en contraste a la parte baja que posee de mediana a mala calidad de agua, causada por acción antrópica, por tanto, dicho estero es vital para el abastecimiento de agua para la comuna de Penco y parte de Concepción.
	Acerca de la falta de evaluación de los impactos de las plantaciones forestales señala que diversos estudios han comprobado que ellas afectan: a) A los suelos, los que son más delgados y compactos, lo que impide la infiltración del agua y con una menor cantidad de hojarasca; a ello se suma que tala rasa aplicada a estas plantaciones, dejan el suelo desnudo y expuesto a la lluvia, también, el uso de maquinaria pesada lo impacta, en consecuencia, las plantaciones forestales producen una fuerte erosión de los suelos; b) a los invertebrados tanto por la actividad propia de su explotación, como por la disminución del soto bosque que permiten sostener a esos invertebrados, y porque la cantidad de agua disponible en las plantaciones forestales es también muy baja, mucho menor que en los bosques nativos; c) a  los servicios ecosistémicos, ya que varían el ciclo de nutrientes, la estructura del suelo, el carbono y el almacenamiento de agua.
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